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El Estado, entendido como un ente jurídico que agrupa los conceptos de 
soberanía, población y territorio, es una de las grandes conquistas de la sociedad, 
pues responde a una de las principales necesidades del ser humano: la 
convivencia con sus congéneres. 
 
Según las tesis contractualistas –Hobbes, Locke, Rousseau y Kant- (Fernandez 
García, 1998), aquel nace de la voluntad consciente de los individuos que buscan 
la seguridad de una convivencia pacífica, para lo cual cenden parte de su 
autonomía a un tercero capaz de mediar en los conflictos sociales. Para tales 
efectos, el Estado ha de contar con facultades para limitar incluso libertades y 
derechos individuales. 
 
Este poder castigador se conoce como ius puniendi y autoriza al Estado a señalar 
ciertos comportamientos como delitos y asignarles la respectiva sanción. Pero 
dicho poder no se agota en la fase prescriptiva, pues comprende la facultad de 
determinar en el caso concreto, el quatum de la sanción a la que se ha hecho 
acreedor el individuo que desobece la ley, así como la potestad de hacerla 
efectiva.  
 
Las penas en el ordenamiento jurídico penal colombiano se clasifican en 
principales, sustitutivas y accesorias privativas de otros derechos (artículo 34 
Código Penal de (2000)), y el artículo 35 del Código Penal, establece como 
principales la prisión, la multa y las privativas de otros derechos cuando aparecen 
señaladas en la parte especial del Código.  
 
Dado que todas las penas, independientemente de su clasificación, comportan 
una restricción de derechos fundamentales, la determinación, imposición y 
ejecución de las mismas, debe encontrar límites en los principios, valores y demás 
normas constitucionales.  
 
En lo que tiene que ver con el proceso de determinación de la pena de multa, el 
ordenamiento jurídico colombiano ofrece varios modelos; algunos se fundamentan 
en las condiciones personales del infractor, mientras que otros dependen de 
condiciones objetivas del delito. 
 
En este informe el lector encontrará un análisis de los criterios normativos que 
gobiernan la imposición de esta sanción, la forma en la que fueron aplicados por 






proceso de ejecución de las mismas – intervención del juez de ejecución de penas 
y la actividad de la Dirección Seccional de Administración Judicial –; información 
que se distribuyó en cuatro (4) capítulos. 
 
En el capítulo uno, titulado criterios establecidos por el legislador para la 
determinación de la pena de multa, encontrará una explicación de los parámetros 
contenidos en la ley para la imposición de la multa, y a partir de allí se presenta 
una clasificación de los delitos previstos en el Código Penal, agrupándolos en 
delitos sin pena de multa, delitos con pena de multa progresiva o única, delitos con 
pena de multa en mínimos y máximos, y casos especiales de la pena de multa.  
 
Para facilitar la comprensión de esta información, el grupo de investigación diseñó 
un cuadro en el que se condensaron todos los grupos de delitos, discriminados de 
acuerdo a las anteriores categorías. 
 
En el capítulo dos, titulado criterios utilizados por las autoridades judiciales para la 
imposición de la pena de multa, aparecen discriminados por porcentajes, los 
resultados de las entrevistas practicadas a jueces penales municipales, penales 
del circuito, promiscuos municipales, promiscuos del circuito y magistrados de la 
Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (en adelante 
jueces penales del Distrito Judicial del Pereira), así como un estudio de casos, 
realizado con base en algunos expedientes adelantados por los estrados judiciales 
anotados; los cuales se emplearon para el desarrollo de este objetivo. 
 
Adicionalmente, en el capítulo tres, denominado procedimiento de cobro coactivo, 
se hizo un recuento de los trámites adelantados por la Dirección Seccional de 
Administración Judicial de Pereira. Además, se precisaron aspectos como la 
competencia para la ejecución y vigilancia de la pena de multa y las medidas, o 
dicho de otra manera, la ausencia de medidas destinadas a garantizar el recaudo 
de esta sanción, contando con la percepción de los jueces de ejecución de pens y 
medidas de seguridad. 
 
Finalmente, el lector encontrará una discusión en la que se confrontarán los datos 








2. Planteamiento del problema de la investigación 
La pena es una de las manifestaciones del poder estatal y busca gobernar el 
comportamiento de los individuos que lo integran; para Bustos Ramírez y 
Hormazábal Mallaré (1980) su cometido principal es controlar y reprimir la práctica 
de comportamientos que lesionan bienes jurídicos, de acuerdo a la orientación 
axiológica del Estado mismo. 
 
En Colombia, una de las penas establecidas por el legislador es la multa, que en 
palabras de la Corte Constitucional, es una sanción en virtud a la cual el 
condenado adquiere la obligación de pagar una suma determinada de dinero; pero 
la misma no tiene como finalidad resarcir o indemnizar a la víctima (2016). 
 
El artículo 35 del Código Penal determina que la pena de multa, al igual que la 
prisión y las demás privativas de otros derechos que se consagren en la parte 
especial, son sanciones de carácter principal; es decir, aquellas que aparecen 
descritas en el tipo penal respectivo y cuya imposición es autónoma e 
independiente (C-181, 2016). 
 
No obstante, esa particularidad –carácter principal-, contrario a lo que ocurre con 
la pena de prisión, el estudio conceptual de la pena de multa y su ejecución es 
poco frecuente en la doctrina especializada. 
 
Aunado a lo anterior, recientes informes de la Contraloría General de la República 
(2017) indican que hay varios billones de pesos que no han sido recaudados por 
concepto de multa impuestas por los jueces en el marco de proceso judiciales. 
 
La práctica judicial ha demostrado que el grueso de las personas investigadas y 
condenadas por delitos en Colombia, son de escasos recursos económicos, 
aspecto que tiene mínima trascendencia en la determinación judicial del importe 
de la multa; pese a que es la libertad económica la que se pretende afectar con 
esa sanción. 
 
Sin embargo, se han podido registrar algunas investigaciones que han analizado, 
por lo menos de manera somera, la incidencia de la capacidad económica del 
infractor en la definición de esta sanción. 
 
Por ello resultó pertinente revisar la ejecución de esta sanción principal en el 
Distrito Judicial de Pereira, si aquella es efectivamente cumplida por los infractores 






económicos de los condenados y la incidencia de este último aspecto en el 
cumplimiento de la pena de multa. 
 
Para efectos de establecer la delimitación temporal del proyecto de investigación, 
se consideró que el término de prescripción establecido por el ordenamiento 
jurídico penal frente a la pena de multa, esto es, cinco (5) años (artículo 89 del 
Código Penal); tomando una ventana de siete años contados a partir de 2016 
(período 2009 – 2017). 
 
Formulación del Problema: 
 
¿Cuál es el estado actual del cumplimiento de la pena de multa impuesta por los 











El informe denominado Vigilancia electrónica en el sistema penitenciario y 
carcelario en Colombia (Camacho Escamilla, Medina Pirajan, Pérez Zafra, Rojas 
Bonilla, & Suárez Díaz, 2012) se analiza el derecho penal colombiano como 
instrumento de garantía social para la convivencia pacífica de los ciudadanos, no a 
partir del aumento del castigo, sino por el contrario, legitimando un derecho penal 
mínimo o de garantías en el cual el hombre es eje central que limita el ius puniendi 
del Estado y, por tanto, debe propender por evitar, de la mejor manera posible, la 
afectación de derechos fundamentales.  
 
El enfoque de esta investigación constituye uno de los elementos justificantes de 
este trabajo, en la medida en que dados los nocivos efectos que la privación de la 
libertad ha generado en la sociedad, y el fracaso que ha supuesto esta sanción 
para controlar la criminalidad y lograr las funciones que ella misma persigue – 
prevención general, prevención especial, retribución justa, protección al 
condenado y reinserción social-; la multa se erige en una de las sanciones 
alternativas que podría aportar importantes beneficios en lo que tiene que ver con 
el manejo del delito. 
 
Du Puit (1997) en el texto “La Pena de Multa” señala que  
 
Frente a las penas privativas de la libertad, la multa presenta varias ventajas. 
Por ejemplo, su imposición implica únicamente una limitación en la “calidad 
de vida” al afectar la capacidad económica del condenado. Socialmente, se 
mantiene a este como elemento activo ya que no se desperdicia su fuerza de 
trabajo privándolo de su libertad. Así mismo, se le conserva en su medio, sin 
destruir sus contactos familiares, laborales, sociales. En lugar de convertirse 
en una carga económica para el Estado (como recluso), participa en la vida 
productiva (p.166) de la comunidad. Todo esto supone respecto a su persona 
un respeto de su dignidad, a diferencia de la pena privativa de la libertad que 
tiene un efecto degradante. Por último, desde un punto de vista práctico, es 
una pena que se puede graduar y adaptar con bastante facilidad a la 
situación individual del condenado. (p.2) 
 
Los beneficios o ventajas que se generan con la imposición de esta sanción, 
hacen necesaria la revisión de la misma de cara a su ejecución, esto es, verificar 
qué tanto se cumplen estas sanciones revisando los diferentes elementos que 
inciden en este tema: (i) la forma en la que se determina, (ii) y el proceso de 







De esta forma se generaron los elementos suficientes para aportar una visión 
clara de lo que es la pena de multa en Colombia, y hacer un análisis crítico de esta 
institución jurídica a partir de los procesos de definición legislativa y judicial – juez 
de conocimiento y juez de ejecución de penas y medidas de seguridad-. 
 
4. Objetivos 
4.1. Objetivo general 
 
- Analizar el estado actual de cumplimiento de las penas de multa impuestas 
por los Jueces del Distrito Judicial de Pereira (Colombia) en el periodo 2009 – 
2017. 
 
4. 2. Objetivos específicos 
 
-  Identificar los criterios establecidos por el legislador para determinar el 
quantum de la pena de multa en Colombia. 
 
- Revisar los criterios utilizados por los jueces penales del Distrito Judicial de 
Pereira (Colombia) para individualizar la pena de multa periodo 2009 – 2017. 
 
- Verificar el procedimiento de recaudo de la pena de multa que imponen los 




















5. Marco de referencia 
5.1. Estado del Arte.  
 
Se analizaron dieciocho (18) fuentes bibliográficas entre artículos resultados de 
investigación y libros que se refieren a la pena de multa, en Colombia y en el 
mundo. La selección de dichos referentes estuvo orientada por los siguientes 
criterios: que ofrecieran nociones sobre la pena de multa, que abordaran las 
problemáticas que encierran los procesos de tasación de la pena de multa o de la 
pena en general, y que reflexionaran sobre la forma de ejecución de la sanción 
pecuniaria. 
 
Antecedentes internacionales  
 
Uno de los documentos que hace alusión a la pena de multa es el libro del autor 
Cesar Beccaria (1822), denominado “De los delitos y las Penas”, donde se explica 
que hubo un tiempo en el que casi todas la penas eran pecuniarias y los delitos de 
los súbditos venía a ser el patrimonio del príncipe; los atentados contra la 
seguridad pública eran un objeto de lujo, y los defensores de la sociedad tenían 
interés en que los conciudadanos actualizaran comportamientos ilícitos. Los juicios 
se convirtieron en una especie de pugna entre el fisco y el reo, y la mayoría de 
sanciones, no buscaban el escarmiento del condenado. El juez lejos de ser un 
tercero imparcial, hacía las veces de representante del fisco, y los demás 
organismos eran una estructura erigida con la finalidad de cobrar los dineros del 
principado. La confesión se erigió en la prueba reina de esta clase de sistemas, y 
con ella, contrario a buscar la verdad, se buscaba favorecer los intereses del reino. 
 
En un panorama completamente antagónico al relatado por el maestro Cesar 
Beccaria, se encuentran los planeamiento de Luigi Ferrajoli (2006), en su artículo 
de disertación sobre “Los Derechos Fundamentales”, quien hace un aporte sobre 
los parámetros interpretativos que deben gobernar el sistema penal a partir de 
posturas más respetuosas de los derechos de los procesados; asevera que el 
constitucionalismo es quizás la conquista más importante del siglo XX, porque se 
ha constituido en una suerte de programa normativo en el que los derechos 
fundamentales, sean estos establecidos por las constituciones estatales y/o las 
cartas internacionales, no son únicamente nominales, sino que deben ser 
garantizados y satisfechos de manera concreta, debe buscarse pues la forma de 






medida posible frente a otros derechos, frente a autoridades públicas y privadas, y 
en el derecho interno e internacional. 
 
Un documento que parece hacer eco de las ideas del profesor Ferrajoli es el 
artículo denominado “El derecho a la proporcionalidad de las multas en la 
jurisprudencia de la Suprema Corte” (Soberanes Díez, 2010), en el cual analizan 
el concepto de multa excesiva en México. Allí se partió del supuesto de que, si la 
Constitución prohíbe multas excesivas en el ámbito penal, también debía aplicarse 
la misma regla a las actuaciones de carácter administrativo. En este texto se 
construye una noción de multa excesiva, pues no se encontraba expresamente 
definida en dicha legislación a partir de los conceptos de proporcionalidad y 
equidad establecidos en el artículo 31, fracción IV, de la propia Carta Federal, 
concluyendo que una multa es desproporcionada cuando es desmedida en 
comparación con las posibilidades económicas del infractor, en relación a la 
gravedad del ilícito y cuando va más adelante de lo lícito y lo razonable.  
 
En este orden de ideas, sostuvo que una multa puede ser excesiva para unos, 
moderada para otros y leve para muchos. Otra de las conclusiones que aparece 
inserta en el trabajo es que, para cumplir con el mandato constitucional que 
prohíbe multa irracionales, debe establecerse en la ley la posibilidad de que la 
autoridad facultada para imponerla, en cada caso, determinase su monto o 
cuantía, tomando en cuenta la gravedad de la infracción, la capacidad económica 
del infractor, la reincidencia de éste, o cualquier otro elemento del que pueda 
inferirse la gravedad o levedad del hecho infractor, para así determinar 
individualmente la multa que corresponda. 
 
En el artículo presentado por Josep M. Tamarit Sumalla (2007), “Sistema de 
Sanciones y Política Criminal. Un estudio de Derecho Comparado Europeo”, se 
hace una revisión de diferentes sistemas penales europeos concluyendo que los 
ordenamientos jurídicos penales en los que más cabida hay para la 
discrecionalidad judicial en la elección y determinación del quantum de la pena, 
manejan en mejor medida el problema del delito y evitan el rigor punitivo. Destaca 
que si bien, la limitación del arbitrio judicial fue una de las conquistas del 
liberalismo frente a la barbarie del Ancien Regime, los movimientos legislativos 
que en la actualidad propenden por controlar la actividad judicial, responden a 
ideas irracionales sobre la individualización de la pena. 
 
También, se consideró el artículo resultado de investigación del tratadista José 
María Rodríguez Devesa (1979), denominado, “El Derecho Comparado como 






permite la solución de problemas concretos de la sociedad, dicha “solución” ha de 
tener un elemento característico y es la justicia. No obstante, lo anterior, reconoce 
que las normas, en medio de su abstracción natural, resultan injustas cuando se 
aplican al caso concreto, por ello la labor del intérprete no es otra que “reducir a 
límites tolerables esa injusticia” (p.2). 
 
Añade este autor que: 
 
Por ejemplo, las normas sobre arbitrio judicial e individualización de la pena 
pretenden paliar la injusticia que supone el tratar de modo igual casos 
desiguales, pues no hay que olvidar que, si es cierto que no hay dos hojas de 
un árbol iguales, lo mismo puede decirse del hombre. Ahora bien, hemos 
dicho paliar, no eliminar, porque, siguiendo con el ejemplo de las penas, una 
individualización absoluta es imposible por razones prácticas. (p.2) 
 
Finalmente, manifiesta que el derecho comparado es un elemento idóneo para 
resolver las problemáticas sociales, siempre que las naciones cuenten con una 
historia común. 
 
En lo que tiene que ver con la pena de multa propiamente dicha, José Hurtado 
Pozo (1993), destaca que de manera paulatina la pena privativa de la libertad y la 
multa se han convertido en las sanciones insignias de los sistemas penales a nivel 
mundial; asegura que la implementación de esta última en países europeos resulta 
adecuada por sus saludables condiciones económicas y su realidad socio -
cultural, pero en países subdesarrollados como Perú, la regulación de esta 
sanción aún es una tarea inacabada y deviene en letra muerta (p.1). 
 
Aduce el autor que la razón por la que la pena de multa no se ejecutaba en dicho 
país tenía su génesis en que los Magistrados no tenían en cuenta la renta del 
culpable (p.2) para su imposición; ni siquiera cuando se implementó el sistema de 
días –multa, en virtud al cual el valor de la multa diaria se determina de acuerdo al 
dinero que percibe el infractor y el número de días multa se establece de acuerdo 
a la gravedad del delito cometido y culpabilidad –modelo escandinavo-. 
 
Agrega que otro de los inconvenientes que impiden el recaudo efectivo de la multa 
en el Perú es que no se cuenta con un aparato administrativo que se encargue de 
esta tarea. 
 
Adicionalmente resalta que la pena de muta puede convertirse en una sanción que 






consecuencias negativas de la prisión; y que, en caso de inejecución por 
imposibilidad económica del condenado, puede emplearse el trabajo como 
sustituto o la privación de la libertad. 
 
Finalmente informa que la legislación no ha resuelto el problema que comportan 
aquellos procesados que carecen de manera absoluta de recursos económicos, 
por lo que pone de presente que algunos sistemas como el alemán ponen límites 
inferiores relativamente bajos –cinco (5) días multa- o no los establecen como 
ocurren en Francia y Austria.   
 
Por otra parte, Joseph Du Puit (1997), hace un análisis de la pena de multa en el 
Perú y concluye que no es viable puesto que a diferencia de Suiza y los países 
desarrollados donde la tazación está dada por la capacidad económica de los 
condenados, en Perú la sanción pecuniaria se aplica en su mayoría a personas 
carentes de recursos económicos exacerbando las injusticias sociales y las 
desigualdades y no alcanzando el objeto mismo de la Ley; ello muy a pesar de 
quela legislación peruana diferencia a las personas solventes (quienes tienen 
capacidad económica), de las personas insolventes (quienes carecen de 
recursos), Esta misma perspectiva la tiene Jacqueline Julissa Pérez Castañeda, 
(2015) puesto que logra corroborar con su tesis doctoral que en el Perú, las 
condiciones económicas de las personas no son las mejores, por lo que el 
cumplimiento material de esta pena no resulta muy eficaz. 
 
A lo largo de su investigación resalta que el sistema de fijación empleado en Perú 
tiene la bondad de ajustarse a las condiciones del condenado; pero no ha sido 
desarrollado en su integridad pues no se regula: i) la sustitución de la pena de 
multa cuando el condenado carece de recursos, ii) no se señala el momento a 
partir del cual deba contarse la renta del condenado a efectos de establecer su 
capacidad económica, iii) ni la posibilidad de revocar el pago a cuotas en razón al 
incumplimiento o al cambio positivo de las condiciones económicas del 
condenado, iv) así como tampoco se ha limitado o determinado el plazo máximo 
que podrá establecerse para el pago de la multa. 
 
En el artículo científico de José Luis Manzanares Samaniego (1980) denominado 
“La pena de multa en el Proyecto de Código Penal”, se revisa uno de los 
Proyectos de Código Penal español y se hace hincapié en las bondades del 
sistema de escandinavo para la determinación de la pena de multa. Se afirma que 
en aquel se consideran dos factores importantes; la gravedad del delito al 
momento de establecer los días–multa y la capacidad económica del infractor 






sistema, con la modificación introducida por el proyecto de Código Penal español, 
facilita la graduación de la misma en cuotas diarias, semanales o mensuales 
(multa temporal) y por supuesto su cumplimiento. 
 
 
Antecedentes nacionales generales 
 
En el escrito corto, resultado de investigación presentado por Bernate Ochoa, F 
(2004), “La Legitimidad del Derecho Penal”, se aborda el origen de la 
responsabilidad penal de los individuos señalando que cuando el individuo decide 
hacer parte de la sociedad, establece una serie de procesos comunicativos que le 
permiten relacionarse a nivel social, pero que a la vez le imponen una serie de 
obligaciones para con el medio circundante, a partir de lo cual surge la noción de 
responsabilidad. La comunicación como proceso implica que cada uno de los 
individuos es portador de una serie de roles que responden a las expectativas 
sociales, y si los transgreden puede afectar negativamente a sus congéneres, y 
por lo tanto debe asumir las culpas que de ello se derive.  
 
Sobre los criterios relativos a la forma de determinar la sanción originada en dicha 
responsabilidad, se encontraron varios documentos, uno es el artículo 
denominado “La armonización del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos con el Derecho Penal Colombiano” de los autores Diego Eduardo López 
Medina y Astrid Liliana Sánchez Mejía (2008), donde se dice que el proceso de 
consolidación de los derechos fundamentales y humanos ha sido el producto de la 
armonización entre las normas de carácter interno y las internacionales. Este 
proceso ha tenido un profundo impacto en la justicia penal, y una de las 
principales evidencias de ellos es la transformación del procedimiento penal. 
 
Por otra parte, Gustavo Emilio Cote Barco (2008) en su artículo “La 
Constitucionalización del Derecho Penal Colombiano y Proporcionalidad de la 
Pena”, hace una análisis de los criterios establecidos en el Código Penal para 
tasar las sanciones penal, concretamente los artículos 3 y 4 de dicha codificación, 
relacionados con los principios que orientan las sanciones penales y las 
finalidades de la pena. El estudio de todos estos elementos conduce al autor a 
concluir que la proporcionalidad de la pena ha de ser medida de cara a las 
funciones preventivas de la misma. 
 
Así mismo en el artículo del docente Hernán Cubillos Fuentes (2008) denominado 
“El principio de proporcionalidad en Derecho Penal. Algunas consideraciones 






manifiesta que no hay una teoría que oriente de manera unívoca los procesos de 
individualización de la pena, lo que produce una tensión entre la autonomía judicial 
y la tasación legal en el proceso de individualización de la misma; por lo que en su 
sentir, debe acudirse al principio de proporcionalidad, el cual permite concretar las 
finalidades perseguidas por la pena y racionalizar el ejercicio del ius puniendi. 
 
En lo que tiene que ver con la pena de multa, el libro del doctrinante Fernando 
Velásquez Velásquez (2009) explica que el legislador prevé la multa como sanción 
que recae sobre el patrimonio económico del procesado, que aquella se entiende 
como la exigencia de cancelar en favor del tesoro nacional una determinada suma 
de dinero, y que su imposición se determina por un mínimo y un máximo señalado 
en la parte especial del Código, o por mecanismos especiales- como el de las 
cuotas o el de los días multa o asimilados-. 
 
De lo dicho por el profesor Fernando Velásquez se desprende que la pena de 
multa puede imponerse a razón de varios elementos o criterios, lo que entraña una 
dificultad para el aparto judicial a la hora de imponer la sanción respectiva en el 
caso concreto. Sobre las dificultades que encierra el proceso de determinación 
judicial de las sanciones penales, se tiene el antecedente de la autora Vallejo 
Jiménez, Geovana Andrea (2011), quien plantea que el derecho penal no logra dar 
una respuesta integral al fenómeno del delito, pues no articula de manera efectiva 
a la persona, el entorno social y el poder estatal. 
 
En el artículo de investigación denominado Proporcionalidad, pena y principio de 
legalidad, Diana Patricia Arias Holguín (2012) llega a la conclusión de que “los 
jueces tienen la obligación constitucional y legal (artículos 3, 13 y 59 del Código 
Penal, en adelante CP) de apartarse de las leyes relativas a la pena cuando de 
ellas se deriva una afectación desproporcionada de los derechos fundamentales.” 
(p. 143). 
 
La autora parte del supuesto de que la pena implica la afectación de derechos 
fundamentales, por lo que la autoridad judicial adquiere la obligación de ponderar. 
A su modo de ver, la postura esgrimida por la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, proceso n° 30446 del 3 de diciembre de 2009, según la cual 
el juez tiene vedada la posibilidad de salirle de los límites legales o inaplicarlos, 
supone una interpretación restrictiva del principio de legalidad, pues aquel es uno 
de los límites al ejercicio del ius puniendi y no uno de los fundamentos de la pena. 
Agrega que, si el principio de legalidad estricta autoriza la aplicación de la 
analogía in bonam partem y la proscribe in malam partem, lo que en realidad está 






ley para garantizar que la aplicación de la pena devenga en proporcional de cara 
al caso concreto. 
 
La proporcionalidad en términos generales significa la prohibición del exceso y la 
existencia de una relación racional entre los medios y los fines propuestos; 
aplicando esta noción al proceso de individualización de la pena, se generan tres 
posibilidades: (i) no imponer la pena, (ii) aplicar una diferente, y (iii) establecer una 
sanción en cuantía inferior a la prevista en la ley. 
 
En la tesis de maestría de Sergio Trujillo Florian (2012), denominada “La 
proporcionalidad, la política criminal y su incidencia en el pago de las multas para 
el traficante y el consumidor en violación a la ley 30 de 1986”, se aborda el 
proceso de individualización de la pena de multa en el delito de tráfico, fabricación 
o porte de estupefacientes, a partir de las condiciones económicas de los 
popularmente denominados “narcotraficantes” y los consumidores; para concluir 
que los altos montos establecidos por el legislador para este delito vulneran el 
principio de proporcionalidad. 
 
Hace un recuento normativo de las disposiciones que regulan la multa (artículos 
39, 61, 3 y 4 del Código Penal), para luego afirmar que en las actuales 
condiciones el cobro de la misma implica un desgaste administrativo que no se 
compadece con los recursos que eventualmente puedan recaudarse, ello en razón 
a que la mayoría de los delincuentes carecen de recursos y hasta de arraigo; por 
lo que la imposición de la misma raya con los contenidos de la pena perpetua, ello 
si se tiene en cuenta de manera hipotética el tiempo que deberá trabajar una 
persona de escasos recursos para sufragar tan cuantiosas sumas de dinero. 
 
Finalmente, otro trabajo de investigación pertinente para enunciar es el de Fabio 
Andrés Valderrama Barahona (SF), el cual se denomina, “La multa como pena 
alternativa a la pena privativa de la libertad en los delitos contra la administración 
pública”, en la que luego de relacionar los principales sistemas de tasación de la 
pena de multa a nivel mundial y nacional, concluye que aquella está desprovista 
de los elementos normativos suficientes para ser utilizada punitivamente. Destaca 
el papel disuasorio que cumple esta sanción en delitos de carácter económico y 
refiere que la pena de multa afecta de manera desigual a las personas, pues 
cuando se impone atendiendo los mínimos y máximos contenidos en la parte 
especial del Código a quienes carecen de recursos económicos, aquellos no se 







5.3. Marco teórico 
 
5.3.1. Nociones generales sobre la criminalidad 
 
Son varias las teorías que concurren a la explicación y justificación de la pena, y 
alrededor de ellas se han tejidos nociones como retribución, prevención e 
integración; sin embargo, un rasgo que se repite en todas ellas es la idea de la 
defensa social o la protección de bienes jurídicos. 
 
Según Baratta, Alessandro en “Criminología crítica y crítica del derecho penal – 
introducción a la sociología jurídico penal” (2004) el punto de partida de este 
universo de discurso se encuentra en la escuela clásica y la escuela positiva.  
 
La escuela clásica comprendía al delito como un concepto jurídico que entrañaba 
la violación de un derecho y del pacto social del cual emana el Estado de Derecho. 
En esta escuela: i) el comportamiento delictivo es la manifestación de una 
voluntad consciente, ii) este comportamiento es desarrollado por un sujeto 
(delincuente) que no se diferenciaba, al menos ontológicamente, de aquel que 
observaba un comportamiento adecuado a las normas sociales y iii) la sanción 
penal dirigida a este sujeto está limitada por criterios de necesidad y utilidad.  
 
La escuela positivista por el contrario hacía énfasis en el análisis del delito (sería 
más correcto decir delincuente) a partir de los factores psicológicos, biológicos y 
sociales que intervenían en la causación del mismo, de allí que el cometido 
principal de esta corriente sea la identificación de tales factores a efectos de 
intervenir al individuo, que cabe resaltar, era considerado un ser diverso al 
individuo normal – respetuoso de las normas sociales-, para eliminar el peligro 
social que representaba. 
 
Ambas escuelas (la clásica y la positiva) incorporan dentro de sus doctrinas la 
ideología de la defensa social, la cual se estructura a partir seis principios: i) 
principio de legitimidad, según el cual el Estado se encuentra legitimado para 
controlar la criminalidad; ii) el principio del bien y del mal, parte de la idea del delito 
o la desviación como un mal social; iii) el principio de culpabilidad, en el que se 
parte de la idea del delincuente como un sujeto que expresa su voluntad de 
contrariar las normas y ello lo hace merecedor de reproche; iv) el principio del fin o 
de la prevención, en virtud al cual la pena previene el crimen y resocializa al 






desviado es propio de una minoría; y vi) el principio del interés social o del delito 
natural, que considera que el delito ofende bienes sociales valiosos. 
 
Pese a ser el soporte de estas importantes escuelas de pensamiento criminal, la 
ideología de la defensa social ha entrado en crisis. Es así como a partir de la 
teoría del psicoanálisis se niega, por ejemplo, el principio de culpabilidad del 
delincuente; ello por cuanto el delito es considerado un impulso inconsciente que 
no es debidamente reprimido por el super yo. Las teorías funcionalistas por su 
parte niegan el principio del bien y del mal propio de la defensa social, dado que 
se ve en el delito un fenómeno normal al interior de la sociedad, el cual solo 
adquiere la cualificación de negativo cuando se sobrepasan ciertos límites, 
adicionalmente el delito en este esquema corresponde a la expresión de 
divergencia entre dos factores sociales: los fines culturales (entendidos como las 
aspiraciones, normas y expectativas de la sociedad) y medios institucionales 
(mecanismos dispuesto al interior de la sociedad para alcanzar los fines 
culturales). Por otro lado, las teorías de las subculturas criminales parten de la 
idea de grupos minoritario o marginales los cuales son quienes más dificultades 
tienen para hacerse a los medios necesarios para el logro de las aspiraciones 
culturales, el comportamiento de esas subculturas es susceptible de aprendizaje a 
partir de los diversos contactos sociales; lo que afecta considerablemente el 
principio de culpabilidad. 
 
El paradigma del labelling approach o del etiquetamiento, por su parte considera 
que el estudio de la criminalidad no debe limitarse al estudio del delincuente o del 
delito como ente jurídico, sino que debe referirse a la reacción del sistema penal 
frente al comportamiento desviado. Este paradigma se soporta en dos corrientes 
sociológicas a saber: el interaccionismo simbólico y la etnometodología.  
 
Según el interaccionismo simbólico la realidad social está compuesta por 
diferentes interacciones entre individuos a las que se les confiere un significado 
(desviado o no), significado este que se extiende a partir del lenguaje. La 
etnometodología considera que la realidad social (por ejemplo, la desviación) no 
puede ser analizada como fenómeno objetivo, por lo que necesariamente habrá 
que entenderla como producto de las construcciones sociales, las cuales se 
obtienen a partir de definiciones por parte de grupos de individuos. 
 
Los estudios de las escuelas tradicionales de la criminología se orientaban la 
identificación del delincuente, de los factores que generaban esta delincuencia, los 
aspectos relativos a la reincidencia y los mecanismos para ejercer el control sobre 






indagar sobre qué se entiende por comportamiento desviado y a quién se puede 
considerar “desviado”os efectos de la etiqueta de desviado o criminal sobre el 
sujeto, y quién determina que una conducta y un sujeto son desviados. 
 
En este sentido y haciendo referencia a los efectos de la calificación de un 
determinado individuo como criminal, se diferencia dos desviaciones, la primaria 
que tiene su origen en factores sociales, culturales y psicológicos y la secundaria 
que es una reacción a la sanción impuesta por la primera desviación; es decir, una 
respuesta del individuo a la etiqueta que le fue asignada por las instituciones que 
detentan el control social formal. A este respecto se pone en evidencia la crisis de 
uno de los principios que soporta la ideología de la defensa social: el principio del 
fin o de la prevención, ello puesto que la pena en lugar de reeducar al delincuente 
lo que en efecto comporta es un etiquetamiento del individuo que lo impulsa a 
comportase de la manera señalada en la calificación que recibió de la sociedad. 
 
Este punto en específico es desarrollado por Schur a partir del teorema de 
Thomas. Schur asegura que, si tratamos como criminal a una persona, es 
probable que se convierta en tal (Baratta, 2004, pp. 92). Al respecto, Wolfgang 
Keckeisen manifiesta que esta es una involución de la teoría del etiquetamiento 
puesto que el análisis allí desarrollado se limita a las causas del comportamiento 
criminal, esto es, a la etiqueta que se le impusiera al individuo. 
 
En su más pura acepción la perspectiva del labelling approach excluye la 
aplicación de estudios etiológicos acerca del delito, sin embargo, en la recepción 
alemana de esta teoría se contempla la posibilidad de incorporarlos. 
 
La desviación se califica no solo por las instancias oficiales, también la reacción 
social generada como respuesta no institucional a un determinado 
comportamiento es una fuente primigenia de la cualificación desviada de una 
conducta o de una persona; ello ocurre particularmente cuando el comportamiento 
desplegado por el sujeto se aleja de la normalidad y de la rutina, produciendo 
sentimientos negativos en la sociedad. No se considera desviado, sin embargo, 
aquel comportamiento ejecutado por un individuo y que saliéndose de la 
“normalidad” no esté precedido de una i) violación de una norma (normalidad), ii) 
no se haga de manera consciente, y iii) no responda a la voluntad del sujeto 
infractor.  
 
De la misma forma en la que la teoría del labelling approach criticaba la tendencia 
de las escuelas tradicionales (clásica y la positiva) por tomar como punto de 






que la norma penal recoge todos los valores socio – culturales, aquella tampoco 
se ocupa del problema relativo a la validez de la atribución de la calidad de 
desviado. 
 
Una de las críticas que se construye alrededor de la teoría del labelling approach 
es que aquella excluye el estudio de aquellos comportamientos socialmente 
negativos y que no se encuentren etiquetados como delictivos y la calidad de 
desviados de comportamiento a partir del análisis del sistema socioeconómico; por 
ello no logra explicar fenómenos como la criminalidad de cuello blanco y las cifras 
oscuras en las estadísticas criminales, lo que a su vez implica que no puede 
explicar el alcance de la pena en aquellos escenarios. 
 
Muy a pesar de las críticas que puedan elevarse en contra de la doctrina de la 
defensa social, es la idea que logra explicar con mayor claridad la reacción 
violenta del Estado frente al comportamiento desviado. 
 
Gregorio Robles Morchón (2002) en “Crimen y castigo” (Ensayo sobre Durkheim), 
explica que para el sociólogo Durkheim, el delito a más de ser una característica 
saludable de las sociedades, pues era una muestra de individualidad, libertad y 
creatividad, originaba una reacción de la sociedad equiparable con la venganza – 
racionalizada en las sociedades avanzadas-, y su cometido principal es la 
expiación de la culpa y la protección de la sociedad, reafirmando así la ideología 
aludida. 
 
En ese contexto considera que las sanciones pueden ser represivas, esto es, 
aquellas que limitan el ejercicio de un derecho, y las restaurativas, las cuales se 
encaminan a recomponer el estado social normal. Todas ellas deben fijarse en 
términos proporcionales, es decir, aplicarse frente a los comportamientos más 
graves, e imponerse de acuerdo a la falta cometida. 
 
 
5.3.2. Noción de pena, fundamento y justificación 
 
Determinar el concepto de pena en el marco del ordenamiento jurídico penal no 
resulta una tarea sencilla, pues usualmente se le confunde con los fines o 
cometidos que la imposición de aquella cumple en la sociedad. En los albores de 
la época de los estados absolutos, la pena era un instrumento de expresión de la 
voluntad divina y consistía en un castigo que permitía la expiación del mal; con la 






la pena se erigió en una herramienta para restablecer el orden jurídico y a su vez 
con su ejecución se facilitaba la explotación de la mano de obra; sin embargo la 
pena también era considerada una forma de manipulación social, pues con la 
imposición de la misma se buscaba coaccionar o intimidar a todos los ciudadanos 
para que no cometieran delitos y además neutralizar al delincuente, quien es 
considerado un peligro social; por lo que pena es un instrumento de defensa 
social. 
 
En realidad, más allá de las finalidades que aquella pueda perseguir, la pena es 
sencillamente la expresión del poder estatal. Según Bustos Ramírez & 
Hormazábal Mallaré (1980) la pena es: 
 
(…) Cierto que se puede decir con razón que la pena es un mal o expresión 
de la coerción estatal. (…) Esto es, la pena es un instrumento de 
aseguramiento del Estado, la pena no es otra cosa que autoconstatación 
general del Estado, reafirmación de su existencia en forma general (una 
necesidad para su subsistencia). Por eso mismo, a pesar de todas las 
declaraciones, son los delitos contra el Estado los más numerosos y los mis 
graves. En esto no hay diferencias entre ninguna forma de Estado. La pena 
surge cuando han fracasado todos los controles sociales y por eso mismo es 
más que un control, es expresión absoluta de su carácter represivo. Y, por 
eso, como control y represión del Estado se manifiesta en la especificación 
de determinadas relaciones concretas que aparecen desvaloradas por el 
propio Estado, en cuanto son recogidas por las figuras que establecen las 
leyes penales. De ahí que lo injusto surja siempre como (protección) de 
bienes jurídicos. Pero esta protección no es más que una función de la pena, 
en cuanto es sólo una expresión de la autoconfirmación del Estado (pp. 121-
122). 
 
El concepto de pena en la dogmática, así como las finalidades perseguidas son un 
asunto que aún ofrece discusión, ello en razón a que la justificación de la misma 
depende de manera directa de la finalidad o criterio de legitimación del derecho 
penal (Parma, 2014).  
 
Algunos tratadistas consideran que la misma persigue un propósito retributivo, 
esto es, pretende restablecer el orden jurídico resquebrajado por la infracción de la 
norma penal a través del castigo. Hegel, precursor de esta corriente de 
pensamiento frente a la pena, concibe el delito como una negación del derecho y a 






delincuente niega el derecho, el Estado está autorizado para negarle sus derechos 
(Cárdenas Ruiz, 2014). 
 
Otro sector importante de la ciencia penal ha asignado a la pena cometidos 
preventivos, esto es, motivar – amenazar – a las personas para que se abstengan 
de cometer delitos (Parma, 2014). 
 
Estas teorías absolutas (retribucionistas) y relativas (preventivas) han venido 
siendo superadas y reemplazadas por conceptos resocializadores de la sanción 
penal. Los seguidores de las teorías mixtas o de la unión asumen que la pena 
persigue más de una finalidad en concreto. Claux Roxin, en un intento por 
humanizar la sanción penal, la vincula con tres conceptos a saber: prevención 
general, prevención especial y retribución justa: “El derecho penal se enfrenta al 
individuo de tres maneras: amenazándolo, imponiendo y ejecutando penas” 
(Botero Bernal, 2015). 
 
En la actualidad se han encontrado tendencias que más que definir la pena como 
un elemento más de la teoría del delito, la relacionan y supeditan al cumplimiento 
de los cometidos de los diferentes modelos de Estado. (Mir Puig, 1982, pp.15) 
 
En este sentido Mir Puig (1982) considera que el marco normativo del derecho 
penal español se encontraba en el Estado Social y Democrático de Derecho 
instituído en la Constitución Política del país vasco, situación esta que implica que 
la pena busca prevenir la comisión del delito, entendido este como un fenómeno 
de carácter social. Asímismo precisa las implicaciones que tiene la fórmula 
tripartita del Estado –social, democrático y derecho – en la imposición y ejecución 
de la pena: 
 
El planteamiento democrático no sólo debe servir a la mayoría, sino también 
respetar y atender a toda minoría y todo ciudadano, en la medida en que ello 
sea compatible con la paz social. Desde esta perspectiva el Derecho penal 
no sólo debe defender de los delincuentes a la mayoría, sino que ha de 
respetar la dignidad del delincuente e intentar ofrecerle alternativas a su 
comportamiento criminal. Lo primero impide la imposición de penas 
incompatibles con la sensibilidad de nuestro momento histórico: torturas, 
muerte (art. 15 de la Constitución española). Lo segundo obliga a ofrecer al 
condenado posibilidades para su resocialización y reinserción social (art. 25 
de la Constitución española). Ello debe reflejarse, en primer lugar, en el 
momento judicial de determinación de la pena: ha de impedir así la 






absolutamente necesaria para la protección de la sociedad, aparezca como 
innecesaria o contraindicada en orden a la resocialización. En segundo lugar, 
es precisa una concepción democrática de la ejecución de las penas que se 
base en la participación del sujeto en ellas y no persiga la imposición de un 
determinado sistema de valores, sino sólo ampliar las posibilidades de 
elección del condenado. 
 
En el tiempo transcurrido desde la aprobación de la Constitución el Proyecto 
de Código Penal de 1980 ha intentado profundizar en la primera de las 
exigencias derivadas del arto 25 de aquélla, mediante la limitación de la 
pena de prisión y de sus efectos negativos para el sujeto a través de 
instituciones como la supresión de las penas de prisión de menos de 
seis meses, la posibilidad de sustitución en el caso concreto de las 
penas privativas de libertad por otras, y la suspensión del fallo 
(Subrayas y negrillas propias) (pp. 33 y 34) 
 
El Estado social y democrático de derecho comporta el abandono de una única 
forma de afrontar el comportamiento criminal, pues el derecho penal habrá de 
erigirse en un instrumento acorde con las diversas cosmovisiones, que emule la 
diversidad en lo que apenas se refiere; un Estado Social y Democrático de 
Derecho no podrá contemplar como pena exclusiva la prisión, habrá de poner el 
acento en otro tipo de sanciones que afecten otros derechos de los individuos, la 
pena privativa de la libertad será aplicada de manera excepcional, ello para 
conservar su estatus de ser la más fuerte de las reprimendas consagradas en el 
sistema penal. 
 
De acuerdo a la importancia que revisten y a si son impuestas de manera 
autónoma, la doctrina y la legislación colombiana las clasifica en principales, 
sustitutivas y accesorias (Velásquez Velásquez, 2009). Se entienden como 
principales las determinadas por cada tipo penal como consecuencia de la 
conducta punible, y cuya aplicación se hace de manera autónoma e independiente 
(C-181, 2016); las accesorias son las que para su ejecución dependen de las 
principales (C-187, 1998), y finalmente, las sustitutivas son consideradas aquellas 
sanciones que pueden aplicarse de manera alternativa a las penas principales, 
como el arresto de fin de semana(C-328, 2016). 
 
La multa como sanción penal de carácter principal ha sido definida por la 
Honorable Corte Constitucional como 
 






monopolio del poder coercitivo y el reproche social de la conducta de quien 
quebranta el orden público. La Corte ha dicho que la multa “constituye, por 
regla general, una sanción pecuniaria impuesta al particular como 
consecuencia de una conducta punible o por el incumplimiento de un deber 
y, como toda sanción, sus elementos esenciales deben estar determinados 
en una ley previa a la comisión del hecho de que se trate, incluyendo la 
cuantía y el respectivo reajuste”[1], lo cual demuestra que es el propio 
Estado, no los particulares, el que define sus elementos estructurales, las 
condiciones para su imposición y la cuantía de la misma. 
  
La multa es, pues, una sanción cuyo monopolio impositivo está en manos del 
Estado, que la aplica con el fin de “forzar, ante la intimidación de su 
aplicación, al infractor a fin de que no vuelva a desobedecer las 
determinaciones legales”[2]. (…) (Corte Constitucional, 2005). 
 
Sobre la incidencia de los recursos económicos con que cuenta el procesado en la 
determinación de la multa, las discusiones académicas en Colombia resultan 
escasos, y si bien algunas investigaciones estudian la incidencia de tal aspecto en 
el cumplimiento de esta sanción; aquello no responde a un análisis sistemático. 
 
Por ello resultaron importantes las consideraciones contenidas en otros estudios 
realizados sobre el concepto de la pena de multa, concretamente la tesis doctoral 
denominada “La pena de multa: vigencia, desarrollos y nuevas propuestas en el 
proyecto de reforma del Código Penal 2008-2010, (2015) en la que Jacqueline 
Julissa Pérez Castañeda, profundiza en mayor medida sobre el tema y revisa las 
normas que regulan la multa en el Perú, las dificultades que se presentan en la 
interpretación de las mismas por parte de operadores judiciales, ello sin perder de 
vista las implicaciones que frente a este tipo de pena tienen los recursos 
económicos. 
 
Independientemente del tipo de pena que se analice, el artículo 3 del Código 
Penal estatuye que la imposición de las mismas debe responder a criterios de 
necesidad, proporcionalidad y razonabilidad.  
 
La interpretación de tales principios no es unánime. Si se acudiera a las 
interpretaciones que la Honorable Corte Constitucional ha hecho sobre la materia, 
especialmente en la sentencia C-647 de 2001, se entendería que la 
proporcionalidad se predica de la utilización judicial de los mínimos y máximos 
establecidos por el legislador; aplicables únicamente cuando la pena se muestre 







Otras interpretaciones originadas en la doctrina, parten del supuesto de que 
dichos principios se encuentran estrechamente vinculados con los fines de las 
sanciones penales – prevención y retribución -, y operan como límites del poder 
punitivo; es así que la retribución justa se erige en el extremo máximo de la 
sanción, mientras que las finalidades preventivas –especial y general- establecen 
el criterio mínimo, donde incluso puede llevar a prescindir de la pena. A este 
respecto Cote-Barco (2007) afirma lo siguiente: 
 
En este sentido se hacen compatibles la función de retribución de la pena, 
entendiéndola como proporcional a la gravedad de la conducta, con las 
funciones de prevención, ya que la primera fija un límite máximo, mientras 
que la segunda permite determinar la pena por debajo de ese límite, incluso 
prescindiendo de ella. Con esto se salvaguardan las garantías a través de la 
culpabilidad al mismo tiempo que se evita tener sanciones inútiles o aún más 
perjudiciales que la conducta que se va a castigar. (p. 209). 
 
No obstante todo lo anterior, este autor reconoce que la interpretación de tales 
principios se encuentra inválidamente reducida en el ordenamiento jurídico, pues 
el mismo artículo 3 del Código Penal los restringe a las instituciones que lo 
desarrollan; por lo que por ejemplo la posibilidad de no imponer una sanción penal 
por no resultar necesaria en el caso concreto, se supedita a los casos en los 
cuales los efectos de los delitos culposos alcancen de manera exclusiva al autor y 








5.3. Marco Normativo   
 
Se tienen como principales antecedentes de soporte normativo para la 
presente investigación;  
1. Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano 1.789 traducidos 
por Antonio Nariño en 1794 e incorporados a las constituciones provinciales 
a partir de 1811. 
2. Declaración universal de derechos humanos (ONU - 1948)  
3. Pacto internacional de derecho civiles y políticos (1966) 
4. Convención americana sobre derechos humanos (1966) 
5. Títulos preliminares contenidos en el anteproyecto de 1974 y en los 
proyectos de 1976, 1978, 1979 y 1980. 
6. La Carta fundamental de 1886. 
7. La ley 74 de 1968 que incorporo al ordenamiento el pacto jurídico de New 
York de 1966. 
8. La convención de San José de Costa Rica de 1969. 
9. El código penal de 1936. 
10. El código de procedimiento penal de 1971. 
11. La ley 599 de 2000, ley 600 de 2000. 
12. La ley 906 de 2004. 
13. El código penitenciario y carcelario -Ley 65 de 1993- 
14. El código penal militar -Ley 522 de 1999- 
15. La constitución política de 1991 en su preámbulo y los títulos I y II. 
16.  El Protocolo de la convención americana sobre derechos humanos 
relativos a la abolición de la pena de muerte (junio 8 de 1990) 









5.4. Marco Jurisprudencial 
 
 
1. Datos Identificadores de la Sentencia: Sentencia C 713 de 2002 
      Magistrado Ponente: Dr. Alfredo Beltrán Sierra 
      Fecha: tres (3) de septiembre de dos mil dos (2002). 
 
Problema Jurídico: Diferencias entre caución prendaria  y multa  
Proceso penal-Finalidad de la caución prendaria/libertad provisional ante 
detencion preventiva-Finalidad de la caución prendaria 
 
En materia penal, la caución prendaria se convierte en la obligación de prestar 
una garantía que respalde el cumplimiento de las condiciones impuestas para 
que el sindicado pueda gozar del beneficio de la libertad provisional, y si bien 
esta obligación lleva consigo el pago de una suma de dinero, en ningún 
momento se cuestiona la capacidad económica del sindicado, por lo que 
tampoco es viable afirmar que se está frente a un derecho penal de autor y no 
de acto. La norma acusada es de carácter estrictamente procedimental y en 
ningún momento se ocupa de la culpabilidad del sindicado, simplemente, señala 
unos requisitos formales para poder acceder al beneficio de la libertad 
provisional. No se trata entonces de una valoración subjetiva del sindicado, sino 
que es la propia ley la que establece unos topes mínimos y máximos a fin de 
asegurar el goce de la libertad provisional, y garantizarla con el pago de una 
suma de dinero a título de depósito, o a través de la constitución de una póliza 
de garantía. 
 
Comentario: Esta sentencia es útil para la investigación ya que en ella se 
especifica con claridad las dos figuras jurídicas, explicando que la finalidad que 
se persigue con su imposición, así como la destinación del dinero es diferente. 
La CAUCION prendaria, se constituye como garantía, para que el sindicado 
cumpla determinadas obligaciones, y una vez estas han sido satisfechas por el 
beneficiario, se procede a la devolución de las sumas depositada, mientras que 
la multa se impone como una PENA   derivada precisamente de la infracción a 
la ley penal y los dineros recaudados a título de multa entran a ser parte del 
tesoro público.  
 
2. Datos Identificadores de la Sentencia: Sentencia C 553 de 2001 






      Fecha: treinta y uno (31) de mayo del año dos mil uno (2001). 
 
Problema Jurídico:   El legislador tiene la libertad de fijar la pena,  Imposición 
de la pena de multa como pena única o pena indeterminada. 
Libertad de configuracion legislativa en sancion penal 
En esta decisión se aclara que no es la Corte constitucional la llamada a 
cuestionar la decisión del legislador frente a la regulación de penas, para 
determinar si es suficiente o no la pena impuesta, siempre y cuando la misma se 
encuentre dentro de los parámetros de razonabilidad y proporcionalidad fijados 
en la Constitución y no se lesionen los derechos fundamentales. 
 
Comentario: Algunos delitos tiene como pena única multa entre ellos el hurto 
entre condueños- artículo 242 numeral 2 código penal- y pese a que se sabe que 
este tema es de reserva de la rama legislativa , se ha cuestionado  en algunos 
casos, pues las penas resultan irrisorias o exageradas, en el caso particular se 
considera que  la pena es mínima. 
 
3. Datos Identificadores de la Sentencia: Sentencia C 194 de 2005 
Fecha: dos de marzo de 2005 
Magistrado Ponente: Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra 
 
 
e) Problema Jurídico: ¿Vulnera el principio constitucional de igualdad el 
hecho de que, para conceder el beneficio de la suspensión condicional de 
la ejecución de la pena, el legislador exija al condenado el pago total de la 
multa? En el mismo sentido, ¿es constitucional que se exija el pago total de 
la multa al condenado que solicita el reconocimiento de la libertad 
condicional? 
f) ¿Constituye la exigencia del pago de la multa, como requisito para acceder 
al beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, una 
manifestación de la prohibición constitucional del artículo 28 de imponer 
prisión por deudas? 
 
En esta sentencia dijo la corte que: “Atendiendo a la naturaleza sancionatoria de 
la multa, la jurisprudencia ha entendido que aquella no configura una “deuda” en 
el mismo sentido en que lo son los créditos civiles. Y es que no existe razón 
alguna para considerar que, como en ambos casos el medio liberatorio de la 
obligación es el dinero, la naturaleza jurídica de los créditos sea la misma. 






no su capacidad transaccional, y su finalidad no es el enriquecimiento del erario, 
sino la represión de la conducta socialmente reprochable.  
 
Más aún, la multa no es una carga pecuniaria de naturaleza resarcitoria que 
persiga reparar el daño provocado por el delito. Como consecuencia de su índole 
sancionatoria, la multa no es apta de modificarse o extinguirse por muchas de las 
formas en que lo hacen los créditos civiles. En este contexto, la multa no es 
susceptible de conciliación, no puede compensarse y, mucho menos, puede 
extinguirse mediante el fenómeno de la confusión. No está en poder del sujeto 
pasivo la transacción del monto de la misma o la posibilidad de negociar su 
imposición, así como no podría éste -pese a una eventual aquiescencia del 
Estado- ceder su crédito a un particular distinto, pues la finalidad de la multa es 
la de castigar al infractor de la ley.”  
 
El segundo tema que aborda la Corte en esta sentencia, es si para la fijación de 
la pena de multa, se toma en consideración a la situación económica del 
procesado y si existe alguna alternativa cuando el condenado adolece de los 
recursos para la cancelación. 
 
Frente a ello, nuestra Honorable Corte planteó que es posible concluir, en primer 
lugar, que el Estado ha dispuesto mecanismos adecuados y pertinentes para 
calcular el monto de la multa de conformidad con la condición económica y 
personal del condenado. En segundo término, que cuando la capacidad 
económica del condenado es mínima o inexistente, el sistema jurídico ofrece una 
alternativa económica, consistente en la posibilidad de prorrogar el pago 
mientras el obligado encuentra los medios para cancelarla, y una alternativa no 
económica, que consiste en la posibilidad de conmutar la obligación de dar por 
una obligación de hacer, consistente en el desarrollo de actividades de 
naturaleza e interés sociales. Lo anterior implica que la capacidad o incapacidad 
de pago del individuo no es irrelevante –por el contrario, es indispensable- para 
determinar el monto de la multa, así como su forma de pago e, incluso, la 
posibilidad de amortizarla mediante trabajo o, en casos extremos, de convertirla 
en arresto de fin de semana. Lo anterior también significa que el procedimiento 
de tasación de la multa no es irreflexivo, sino que, por el contrario, requiere de 
una justificación suficiente que explique las razones por las cuales, teniendo en 
cuenta las condiciones del procesado, se impone una suma determinada de 
dinero y no otra. 
 
Comentario: Totalmente pertinente, pues parte de los temas que pretendemos 






1. La demanda se dirige a demostrar la inconstitucionalidad de los artículos 4 
y 5 de la ley 890 de 2004 ,aunque se quiso adicionar para hacer 
extensivos sus efectos a los artículos 471 y 474 de la ley 906 de 2004, 
infortunadamente la adición fue extemporánea, pero en últimas  el tema 
central de debate se dirige a considerar que estos artículos violan el 
derecho fundamental de la igualdad (art.13 cp.) por cuanto se condiciona 
la libertad condicional al pago de la pena de multa,  sin consideración a la 
condición económica del procesado. Dice el accionante que un país en el 
cual un 75% por ciento son pobres,  sólo quien tenga dinero podría optar 
por la libertad condicional y la mayoría de condenados se ven obligados a 
permanecer en el centro de reclusión hasta purgar la totalidad de la pena, 
lo que se traduce en estar en la cárcel por una deuda con el Estado (art. 
28 cp.) 
 
2. La Corte resuelve este problema jurídico dejando claro que la multa no es 
una deuda sino una pena y por lo tanto no puede asegurarse que los 
condenados están en la cárcel por deudas y siendo así es equivocado 
asegurar que se viola el artículo 28 de la constitución política, conclusión 
que se comparte. 
 
3. Frente al segundo tema La Corte afirma “De la descripción de las normas 
citadas (arts. 39 y 40 C.P) es posible concluir, en primer lugar, que el 
Estado ha dispuesto mecanismos adecuados y pertinentes para calcular el 
monto de la multa de conformidad con la condición económica y personal 
del condenado. En segundo término, la Corte concluye que cuando la 
capacidad económica del condenado es mínima o inexistente, el sistema 
jurídico ofrece una alternativa económica, consistente en la posibilidad de 
prorrogar el pago mientras el obligado encuentra los medios para 
cancelarla, y una alternativa no económica, que consiste en la posibilidad 
de conmutar la obligación de dar por una obligación de hacer, consistente 
en el desarrollo de actividades de naturaleza e interés sociales   
 
Cuando la Corte asegura que la capacidad o incapacidad de pago del individuo 
no es irrelevante –por el contrario, es indispensable- para determinar el 
monto de la multa, así como su forma de pago e, incluso, la posibilidad de 
amortizarla mediante trabajo o, en casos extremos, de convertirla en 
arresto de fin de semana, está resolviendo el problema jurídico de manera 
equivocada porque es cierto  que el procedimiento de tasación de la multa 
no es irreflexivo y que consulta la situación económica del condenado, 






multa, en la cual en efecto, a mayores ingresos es mayor el valor de la 
unidad multa, pero no es así para la pena de multa acompañante de la 
pena de prision, en la que el legislador fija unos mínimos y máximos en 
salarios mínimos legales mensuales, para lo que la mayoría de los casos, 
la pena mínima de multa resulta exorbitante. 
 
Los parámetros que indican los numerales 2 y siguientes del artículo 39 
del Código Penal, están dirigidos y solo pueden ser aplicados en la pena 
única multa. Se insiste, es imposible llevar estas conversiones a la pena 
de multa acompañante de la pena de prisión que ya dijimos está en la 
mayoría de casos fijada en salarios mínimos legales mensuales vigentes y  
no se conoce una fórmula que permita  convertir salarios mínimos legales 
mensuales vigentes  en unidades de multa  y por ningún lado tendría 
relevancia la situación económica del procesado;  dicho de otra  manera, 
si  X  responsable de un delito de inasistencia alimentaria (art. 233 c.p.) es 
condenado  a la pena mínima de multa que es de 13.33 salaros mínimos 
legales mensuales vigentes y como puede válidamente pensarse, no tiene 
ese dinero  que en pesos equivale en el 2017 a $ 9.833.761,61;  la única 
opción que le da la ley es diferirla a plazo o cuotas que no podrán abarcar  
un término superior a dos años o veinticuatro cuotas con periodos de pago 
no inferiores a un mes  ( en el ejemplo $ 409.740,317 mensuales) ( art. 39 
#6). 
 
No se puede sustituir por trabajo y menos por arresto; la norma – art 39 #7 
inc. 2- dice “ una unidad multa equivale a 15 días de trabajo,  pero la 
condena cuando la pena  de multa acompaña la pena de prision  está en 
salarios mínimos legales  mensuales vigentes, como pasar  13.33 salarios 
mínimos legales mensuales a unidades multa, como convertir $ 
9.833.761,61  en unidades multa  y como sabe cuántos días de trabajo 
social  debe tener x para ponerse al día con semejante sanción pecuniaria 
no es posible y menos aún vamos a poder convertir el no pago de multa 
en arresto  por que la fórmula es la misma  “ una unidad de multa equivale 
a cinco arrestos de fin de semana”  y es que además  sería absolutamente 
violatorio de los garantías mínimas del  condenado tener dos penas de 
prisión derivadas de la mima conducta,  la pena  de prisión prevista por el 
legislador y que la multa que acompaña esta se convirtiera en arresto. 
 
Con todo lo anterior con el mayor  respeto que nos merece  nuestra 
Honorable Corte, se tendrá que decir  que una cosa se le estaba 






demanda a que se estudiara la inconstitucionalidad de los artículos  4 y 5 
de la ley 890 de 2004 que incluían el pago de multa como requisito sine 
quanom  para acceder a la libertad condicional, es  decir se estaba 
refiriendo a los delitos que tienen  pena de multa acompañante de la pena 
de prisión, pues serían los únicos casos en los cuales puede darse la 
figura de la libertad condicional, es inviable hablar de ese tema en delitos 
de pena unica multa, sin embargo el problema jurídico lo resuelve con los 
parámetros del artículo 39  que ya dijimos están básicamente dirigidos a la 
pena única multa. 
 
 
4. Datos Identificadores de la Sentencia: Sentencia C 820 de 2005 
       Magistrada Ponente: Dra. Clara Inés Vargas Hernández 
       Fecha: nueve (9) de agosto de dos mil cinco (2005).  
 
Problema Jurídico: Atendiendo los cargos de inconstitucionalidad formulados 
por los actores, corresponde a la Corte determinar si la cuantía de la pena de 
multa para los delitos de tráfico de migrantes y de trata de personas, establecida 
en salarios mínimos legales mensuales “vigentes al momento de la sentencia 
condenatoria”, desconocen los principios de legalidad y de favorabilidad penal 
contenidos en la Constitución Política y los convenios internacionales que hacen 
parte del bloque de constitucionalidad, por cuanto dicha multa ha debido 
sujetarse más bien al momento de la comisión del delito. 
   
Las expresiones acusadas “vigentes al momento de la sentencia condenatoria” 
y “vigentes mensuales al momento de la sentencia condenatoria”, se encuentran 
contenidas en los artículos 188 y 188A del Código Penal, respecto de las cuales 
se aduce por los actores que desconocen  el debido proceso, específicamente 
los principios de legalidad de la pena y de favorabilidad penal, el numeral 2 del 
artículo 11 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el numeral 1 
del artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el artículo 
9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, que hacen parte del bloque 
de constitucionalidad (artículo 93 de la Constitución).  
 
En esta providencia dice la Corte que no se desconoce el principio de legalidad 
de la pena -artículo 29 de la Constitución y convenios internacionales 
reseñados- cuando la pena de multa se encuentra previamente determinada de 






se ha indicado por la norma un número preciso de salarios mínimos legales 
mensuales vigentes al momento de la sentencia condenatoria, como elementos 
del tipo penal sancionatorio.  
 
En efecto, cuando los artículos 188 y 188 A, disponen que la pena para los 
delitos de tráfico de migrantes y trata de personas incluyen además de la pena 
de prisión una multa de cincuenta (50) a cien (100) y seiscientos (600) a mil 
(1.000) salarios mínimos mensuales respectivamente, define con certeza el 
ámbito de la sanción pecuniaria de tal forma que el ciudadano sabe el marco de 
la cuantía de salarios mínimos legales mensuales a que puede ser condenado 
en caso de cometer las infracciones penales mencionadas.  
 
De otra parte, esta Corte ha señalado que constituye un aspecto fundamental 
del debido proceso el principio de favorabilidad penal -artículo 29 de la Carta y 
convenios internacionales que lo contienen- que parte de un presupuesto básico 
como lo es la sucesión de leyes en el tiempo. Este principio, ha señalado la 
Corte, no se predica frente a normas generales, impersonales y abstractas por 
cuanto la aplicación de la norma que más beneficia o favorece al procesado 
corresponde al juez en cada caso concreto. 
 
Comentario: No puede afirmarse que regular la pena de multa en salarios 
mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de la sentencia vulnere el 
principio de legalidad pues,la Corte lo afirmó en la sentencia C-820 de 2005 
 
“… la tasación de las penas pecuniarias bajo el criterio de que la misma 
se haga en salarios mínimos legales vigentes al momento de la 
imposición de la condena no resulta atentatoria de dicho núcleo esencial, 
pues tanto los parámetros de su tasación como el quantum hacen parte 
de la facultad de libre configuración normativa de las normas 
sancionatorias en materia penal, facultad de la cual está dotado el 
legislador para reprimir el delito…” 
 
Sin embargo uno de los temas problemáticos de la pena de multa es determinar 
el monto exacto de la condena pecuniaria,  la mayoría de los tipos penales  que 
tiene pena de multa acompañante de la pena de prisión  no indican  si la pena 
se mide por  el salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de los hechos o 
a la fecha de la sentencia de condena: la diferencia la marcan solamente  los 
artículos 188 y 188ª. 
 






medirse por el salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de los hechos,  lo 
cual respeta el principio de legalidad que involucra la preexistencia de la pena, 
sin embargo esta conclusión ha tenido sus reparos por cuanto hay quienes 
consideran que  calcular el monto de la multa  por  el salario mínimo legal 
mensual vigente a la fecha de los hechos impide al Estado tener la indexación 
de la multa que se adeuda desde el mismo momento en que se delinque; 
pensar que la indexación está garantizada en casos como los regulados por los 
artículos 188 y 188 A resulta un poco absurdo; primero por cuanto la pena de 
multa  tiene origen en  el comportamiento delictual del individuo, no en su 
capacidad transaccional, y su finalidad no es el enriquecimiento del erario, sino 
la represión de la conducta socialmente reprochable  y de otro lado  queda el 
procesado sujeto a la celeridad de su caso, es decir si su proceso se resuelve 
rápido  puede terminar favorecido no así  quien debe asumir  la mora en la 
definición de su caso.  
 
De otro lado y para concluir esta observación, no hay un parámetro que explique 
por qué en unos tipos penales- art. 188y 188 A- la pena de multa se define por 
salarios mínimos legales mensuales vigentes la a la fecha de la sentencia de 




5. Datos Identificadores de la Sentencia: C 823 DE 2005 
           Magistrado Ponente: Dr. Alvaro Tafur Galvis 
           Fecha: diez (10) de agosto de dos mil cinco (2005) 
 
Problema Jurídico:  Obligación de cancelar la multa como presupuesto para 
tener derecho a la suspensión condicional de la pena de prisión,  diferencia 
entre multa e indemnización de perjuicios   
“multa para otorgamiento de subrogado penal-no señalamiento de 
excepciones para el pago no constituye omisión  
 
Para los demandantes, el Legislador incurre en una omisión por cuanto en las 
disposiciones acusadas no se establecen “las excepciones en que el 
incumplimiento del pago de la multa puede estar justificada, como son la 
absoluta insolvencia económica del condenado, la fuerza mayor o el caso 
fortuito”. Es claro para la Corte que  el Legislador al regular el pago de la multa 
como condición necesaria para el otorgamiento de los subrogados penales de 






encontraba obligado por ningún mandato superior a prever  las hipótesis a que 
aluden los demandantes sino que  la no previsión de dichas hipótesis se 
encuentra justificada en la naturaleza sancionatoria de la multa, sin que de esa 
circunstancia pueda derivarse la configuración de una situación arbitraria, 
inequitativa o discriminatoria para los obligados al pago de la misma, o 
constitutiva de una forma de “responsabilidad objetiva”.  
 
No debe olvidarse que, como en las sentencias C-194 y C-665 de 2005 se 
precisó, la finalidad de la multa es la de castigar al infractor de la ley y que en 
consecuencia dado ese carácter sancionatorio es perfectamente posible que el 
derecho a la libertad personal se vea condicionado por el cumplimiento de la 
obligación dineraria constitutiva de multa sin que ello vulnere la Constitución. No 
se dan pues los presupuestos que permiten señalar que en relación con las 
normas acusadas se configure una omisión relativa del Legislador y en este 
sentido el cargo planteado contra las expresiones aludidas   no está llamado a 
prosperar y así se señalará en la parte resolutiva de esta sentencia.  
 
Frente al cargo por la supuesta vulneración del artículo 28 superior en que  se 
incurriría por el hecho de que se exija la reparación de la víctima como 
presupuesto para la concesión del subrogado penal de libertad condicional, la 
Corte  estima pertinente reiterar lo dicho en las sentencias C-008  de 1994 y C-
899 de 2003 en el sentido que la condición a que se ha hecho referencia no 
implica la exigencia de pagar una deuda bajo el apremio de una pena privativa 
de la libertad sino el requerimiento a quien desea ser  beneficiado con una 
eventual inejecución de la pena para que atienda, de todas maneras, la 
obligación de reparar el daño causado con el delito.  
 
Esta, como la pena, tiene por fuente el hecho punible, pero no se confunde con 
la pena y, por tanto, no desaparece por la sola circunstancia de que dicha pena 
pueda dejar de aplicarse mediante el mecanismo de la libertad condicional. En 
ese orden de ideas, es claro que quien solicita que se le conceda un beneficio 
como la libertad condicional no puede pretender, con la salvedad que se hará 
más adelante, que se le exima de cumplir dicha obligación para obtener el 
beneficio, con la excusa de que, por el hecho de estar obligado a pagar la 
reparación a la víctima para acceder a él, se le está constriñendo a pagar una 
deuda so pena de ir a la cárcel.  “ 
  
Comentario: La condición económica del condenado es un presupuesto que 
debe considerarse al momento de imponer la pena de multa, y es un tema que 






cuestionamiento que aquí se hacía término teniendo efecto en nuestra 
legislación   a tal punto que hoy por hoy  no pagar la multa no genera ninguna 
consecuencia respecto a los subrogados penales. 
 
6. Datos Identificadores de la Sentencia:  T 954 DE 2014 
Magistrada ponente: maría victoria calle correa 
Fecha: Cuatro (4) de diciembre de dos mil catorce (2014)  
 
Problema Jurídico:   Consecuencias, de la no cancelación de la pena de multa, 
posibilidad de compensarse con trabajo social.    
La accionante Gina Paola Palacio Romania, debido a la situación de 
desplazamiento, se inscribió en el Registro Único de Víctimas (RUV) desde el 
treinta y uno (31) de julio de dos mil ocho (2008), y desde el dos (2) de agosto 
de dos mil trece (2013) se registró en el programa Más Familias en Acción, 
quedando como titular y sus hijas en calidad de beneficiarias.  
 
Gina Paola fue condenada por el Juzgado Quinto Penal del Circuito con Función 
de Conocimiento de Bogotá, a la pena principal de veintiocho (28) meses y 
veinticuatro (24) días de prisión, a una multa de 1.47 SMLMV, así como a la 
interdicción de derechos y funciones públicas, tras encontrarla coautora 
penalmente responsable de la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes. 
 
Debido a esta condena el Departamento para la Prosperidad Social (DPS), negó 
el subsidio que le fuera otorgado por su condición que le fuera otorgada para la 
alimentación y educación de ella y de sus hijos menores de edad y por ello 
presenta la tutela que nos ocupa. 
 
Es importante resaltar que en relación con el proceso penal, el Juez de 
ejecución de penas  aclaró que a la sentenciada se le concedió el dieciocho (18) 
de enero de dos mil once (2011), el subrogado de la suspensión condicional de 
la ejecución de la pena y, el siete (7) de mayo de dos mil catorce (2014),  se 
pronunció sobre la posible extinción de la pena a favor de la sentenciada Gina 
Paola Palacios Romania, negando la misma, al advertir que esta no ha pagado 
la multa impuesta en la sentencia”. Indicó que hasta tanto la señora Palacios no 
cancele tal multa, la cual hace parte de la pena impuesta, no puede el juez de 








“Se le hace saber a la sentenciada que, si es su voluntad ponerse al 
día con el Estado por dicho concepto, previa acreditación de la 
insolvencia económica que le impida pagar la misma en un solo 
pago, bien puede solicitar a este juzgado la amortización de la multa 
por un servicio no remunerado en beneficio de la comunidad, de 
conformidad con las previsiones del parágrafo 3º del artículo 4º de la 
Ley 65 de 1993, que fuera modificado por la Ley 1709 de 2014. 
 
“Probada la referida insolvencia económica, la penada también 
puede optar por pagar la multa impuesta en 24 cuotas mensuales, tal 
como lo dispone el numeral 6º del artículo 39 del Código Penal”. 
 
La corte tutela los derechos de la accionante y sus hijos menores debido a que 
la señora Gina Paola Palacios Romania, no cuenta con los recursos suficientes 
para asumir el pago de la multa, además es un sujeto de especial protección 
constitucional por ser una mujer desplazada por la violencia y madre cabeza de 
familia, la Sala ordena al Juez de ejecución de penas que efectué una revisión 
del caso a efectos de que con base en las circunstancias particulares de la 
accionante, considere la posibilidad de cambiar la sanción de multa impuesta 
por el Juzgado Quinto Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de 
Bogotá, por la prestación de un servicio comunitario…” 
 
Comentario: Pese a que se trata de una sentencia de tutela, cuyos efectos son 
inter partes, nos parece interesante, pues se acude a mecanismos alternos para  
que la condenada pague la pena de multa, porque su condición económica no le 
permite  cosa diferente; también resaltamos que en este caso el Juez de 
ejecución de penas se interesa por verificar el pago de la multa, incluso se niega 
a decretar la extinción de la pena, y ofrece alternativas a la usuaria, en las 
consultas que se han hecho en la región- departamento de Risaralda-, se 
declara la extinción de  la pena de prisión e incluso se expide paz y salvo por 
parte de los jueces de ejecución de pena sin tener en consideración el pago de 
la multa. 
 
Jurisprudencia Corte Suprema De Justicia 
• Datos Identificadores de la Sentencia:  AP6446-2014-43717 
Magistrado ponente: José Luis Barceló Camacho 
Fecha: Veintidós (22) de octubre de dos mil catorce (2014)  
 






En el caso se advierte que el Juzgado Penal del Circuito de Chiriguaná que, 
luego de celebrar las audiencias preparatoria y pública, emitió sentencia 
condenatoria el 27 de junio de 2013, imponiendo a los acusados la pena 
principal de prisión por setenta y dos (72) meses y las accesorias de multa de 
doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales e inhabilitación para el 
ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término de la sanción 
privativa de la libertad, al hallarlos autores responsables de la conducta punible 
por la que fueron convocados a juicio. 
 
La Corte en esta sentencia de oficio corrige el yerro del fallador de primera 
instancia en consideración a que principio de legalidad de las penas es una 
garantía fundamental que constituye un baremo al poder sancionatorio del 
Estado, en la medida que “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes 
preexistentes al acto que se le imputa”. En consecuencia, la Corte procede a 
casar de modo parcial la sentencia en el sentido de aclarar que las penas de 
multa e inhabilitación de derechos y funciones públicas proceden como penas 
principales 
 
Comentario:  Esta sentencia resulta útil para nuestra investigación,  porque nos 
muestra cómo pese al carácter principal de la pena de multa, se suele 
denominar como accesoria, es una confusión en la que en este caso incurrió el 
juez de conocimiento, pero que también es repetitiva en la ley  tenemos varios 
ejemplos artículos 471 y 474 del Código de Procedimiento penal y art 3 de la ley 
1709 de 2014  el legislador de manera errónea habla de la multa como pena 




• Datos Identificadores de la Sentencia:  Rad 36154  
 
Magistrado ponente: Gustavo Enrique Malo Fernández  
           Fecha:  Diez (10) julio, dos mil trece (2013) 
 
 
Problema Jurídico.    ¿ Puede el Juez imponer una  pena de multa por un 
monto inferior a la pena mínima establecida por  el legislador, en consideración 
a la condición económica del procesado? 
El Juzgado Penal del Circuito Especializado de Descongestión de Valledupar 






de prisión y multa en cuantía de dos salarios mínimos legales mensuales, en 
calidad de autor del delito de concierto para delinquir agravado, esta decisión 
fue confirmada en su integridad por el Tribunal Superior de ese Distrito. 
 
El Ministerio Público interpuso  la demanda de Casación  por considerar que la 
pena de  multa impuesta desconoce el  principio de legalidad,  pues lo jueces de 
instancia decidieron imponer una pena de dos salarios mínimos legales 
mensuales, para lo cual se adujo que debía considerarse la situación personal y 
económica del acusado, conforme lo dispone el artículo 371 de la Ley 600 de 
2000; ello resulta violatorio de la ley ya que el  tipo penal que regula el concierto 
para delinquir –art. 340-  señala, como pena en lo que al tópico pecuniario 
concierne, entre 2.000 y 20.0000 salarios mínimos legales mensuales. 
 
Para dar solución al problema jurídico la corte translitera la norma que fue 
utilizada por el Juez de primera instancia y que ningún reparo tuvo por el fallador 
de segunda instancia para imponer una pena de multa muy inferior a l señalada 
por el legislador:  
 
Art. 371 ley 600 de 2000 “Pago de multas y cauciones. Las cauciones y 
las multas que se impongan durante la actuación procesal se depositarán 
en dinero a órdenes de los despachos correspondientes, en las cuentas 
de depósitos judiciales del Banco Agrario de la localidad del depositante 
o, si no existiere sucursal de esta entidad, de aquél que autorice el 
funcionario judicial, dentro del plazo fijado por el funcionario competente. 
Teniendo en cuenta las condiciones económicas del sindicado, el 
funcionario judicial podrá, mediante resolución motivada contra la que no 
procede recurso alguno, imponer una multa inferior al mínimo señalado o 
prescindir de ella”. 
 
Aclara la Corte que esta norma de ninguna manera hace referencia a la pena de 
multa  se trata de cauciones y multas “que se impongan dentro de la actuación 
procesal”, esto es, por consecuencia de la facultad sancionadora del juez en los 
casos en los cuales hace uso de su potestad correccional, o cuando se 
incumplen las obligaciones propias de la libertad provisional, considera que 
aplicar el inciso segundo del artículo 371 a la pena de multa es un verdadero 
despropósito el que sin más, a partir de un examen ligero y descontextualizado 
de la norma, se pretenda hacerle producir efectos sustanciales, al punto de 
variar al mero arbitrio del juez los montos previamente establecidos por el 
legislador como pena por la comisión de delitos.  






por fuera de los parámetros establecidos por el legislador, dice la corte “una 
sanción pecuniaria inferior a la determinada por las instancias sería, ni más ni 
menos, una pena ilegal”. La Corte, en consecuencia, casa parcialmente la 
sentencia atacada, a efectos de modificar el numeral segundo de la parte 
resolutiva, en el sentido de imponer como pena de multa la de dos mil salarios 
mínimos legales mensuales, en lugar de los dos salarios mínimos legales 
mensuales allí fijados. 
 
Comentario:  Uno de los temas  importantes  en la  pena de multa es si la 
misma debe fijarse o mejor imponerse tomando como parámetro de 
cuantificación la situación económica del procesado;  El código Penal tiene un 
gran número de tipos penales  en los cuales la pena de prisión está 
acompañada de pena de multa cuyo mínimo resulta excesivo y  no son pocos 
los esfuerzos que hace la judicatura para cumplir los principios que rigen la pena 
especialmente el de proporcionalidad; este caso es un ejemplo de una pena 
desmedida  $ 2.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes, una suma 
impagable,  el juez considero razonable dos salarios y la Corte dijo  “es una 
pena ilegal”. Ello indica claramente que la solución está en una reforma 
legislativa que permita al juez fijar penas de multa proporcionales, razonables, 










6. Diseño Metodológico 
6.1. Enfoque de la Investigación 
La investigación que se desarrolló tenía como propósito analizar el estado actual 
de cumplimiento de las penas de multa impuestas por los Jueces del Distrito 
Judicial de Pereira (Colombia) en el periodo 2009 – 2017; para tales efectos se 
realizó un estudio de las normas que regulan la pena multa, los cuales fueron 
confrontados con la forma en la que las autoridades judiciales la imponen y a 
renglón seguido se constató el proceso de recaudo de las mismas. 
Dado la finalidad perseguida por esta investigación, la misma se enmarca en el 
contexto socio jurídico, pues el estudio no se limitó al contenido y alcance de la 
norma jurídica, sino que involucró la forma en la que las disposiciones normativas 
se aplican en el contexto social. 
Además, como para el desarrollo de los objetivos propuestos se emplearon 
instrumentos de corte cualitativo y métodos de análisis del enfoque cuantitativo, 
esta investigación es de tipo mixto. 
 
6.2. Alcance de la Investigación 
 
En cuanto al alcance de la investigación, este es analítico, ello en virtud a que se 
propone el abordaje de disposiciones normativas, concretamente las que regulan 
la imposición de la pena de multa, tomando como referente lo que se ha 
desarrollado en mundo del conocimiento sobre el tema, para lograr la 
interpretación y revisión de la aplicación de la misma en la práctica judicial. 
 
6.3. Unidad de Análisis 
En la investigación se plantearon tres (3) objetivos específicos, a saber,  
• Identificar los criterios establecidos por el legislador para determinar el 
quantum de la pena de multa en Colombia,  
• Revisar los criterios utilizados por los jueces penales del Distrito Judicial de 







• Verificar el procedimiento de recaudo de la pena de multa que imponen los 
jueces penales del Distrito Judicial de Pereira (Colombia) periodo 2009 – 
2017. 
Para alcanzar el primer objetivo se realizó una revisión de cada uno de los 
artículos del Código Penal, encontrando que de las conductas punibles 
comprendidas entre los artículos 101 a 476, sólo 380 eran susceptibles de 
análisis, puesto que muchos delitos se repiten en otros artículos con un agregado 
alfabético, algunos no están vigentes porque fueron derogados o declarados 
inexequibles, y hay otro grupo de normas que contiene conceptos, circunstancias 
de agravación o de atenuación punitiva. 
 
A partir de allí se constató que, los delitos con pena de multa podían clasificarse 
de acuerdo a los criterios que la autoridad judicial debía utilizar para imponerla. La 
legislación prevé dos (2) modalidades: (i) multa como acompañante de la pena de 
prisión, caso en el cual la norma establece el monto de la respectiva sanción, y (ii) 
multa como pena única o modalidad progresiva, en la que se fija de acuerdo a los 
ingresos del infractor en el último año. 
 
El grupo halló que el legislador utilizaba los parámetros establecidos para la pena 
única en conductas punibles que la traían como acompañante de la pena de 
prisión, y viceversa; a estos eventos el grupo los llamó casos especiales de la 
pena de multa. 
 
Con esa información se elaboró un cuadro separando cada uno de los artículos y 
al final se pusieron las casillas “pena de prisión” y “pena de multa”, esta última a 
su vez clasificada en única, mínimos y máximos y casos especiales, así: 
 
Tabla 1: Clasificación de los delitos de acuerdo a las penas1 
 
Artículo Delito Pena de 
Prisión 
Pena de multa 






Adicionalmente, con apoyo en la parte general del Código Penal, especialmente 
los artículos 39 y 61, y con cada uno de los artículos de la parte especial del 
 
1 En el cuadro elaborado el grupo de investigación clasificó cada uno de los delitos, artículo por artículo, y 






mismo estatuto, se explicaron los elementos que la ley prevé para la dosificación 
de la pena de multa. 
 
Finalmente, se contabilizaron el número de delitos que correspondía a cada una 
de las categorías empleadas en el cuadro de análisis, y se discriminó 
porcentualmente la proporción de delitos que utilizaban cada uno de los criterios 
identificados en la investigación. 
Para alcanzar el objetivo dos, esto es, revisar los elementos utilizados por los 
jueces penales del Distrito Judicial de Pereira (Colombia) para individualizar la 
pena de multa, se utilizaron dos instrumentos de recolección de información: (i) 
entrevista semi estructurada dirigida a jueces y magistrados, y (ii) revisión de 
procesos penales. 
En la entrevista se indagaron por los elementos que considera el juzgador al 
momento de imponer la pena de multa, si la capacidad de pago de la persona a 
condenar era tenida en cuenta para la imposición de esta sanción, la percepción 
que tenían sobre la efectividad del procedimiento de cobro coactivo e ideas sobre 
las reformas que debían realizarse para garantizar el pago efectivo de la multa. 







Ficha entrevista semiestructurada operadores judiciales  
Investigación Maestría en Derecho Penal 
Universidad Libre Seccional Pereira 
Proyecto titulado “Cumplimiento de la pena de multa impuesta por los 


















1. Nombre del entrevistado: *****  
2. Institución a la que pertenece:  *****  
3. Cargo que ejecuta: ****** 
4. Departamento: ****** 5. Ciudad: ***** 
6. Área geográfica de operación: 
 A Municipal                         E Internacional           
x B Departamental     F Andina 
 C Regional   G Latinoamericana 
 D Nacional  H Otra, cuál? 
 
7. Correo electrónico: **** 
8. Dirección de Correspondencia: ***** 
9. Teléfono: (opcional) ***** 
10. Otro: **** 
 
Guion de Entrevista 
Esta guía corresponde a una entrevista semiestructurada, por lo tanto, las 
preguntas expuestas forman parte de un guion preparativo flexible, que variará de 
acuerdo a los temas que surjan en el marco de la misma, así como de la 
experiencia profesional y la especialización de los participantes.  
 
Introducción: El proyecto que se viene desarrollando se relaciona con la pena de 
multa en el derecho penal colombiano, esta investigación se orienta a verificar el 
cumplimiento de la pena de multa por parte de las personas encontradas 
penalmente responsables en el Distrito Judicial de Pereira (Colombia).  
 
Para tales efectos se aborda en él la normatividad vigente relacionada con el 
proceso de determinación de esta sanción, la forma en la que se impone y el 
proceso de recaudo de este emolumento por parte de los órganos competentes. 
 
Característica de la entrevista: La participación es este estudio es estrictamente 
voluntaria. La información que se recoja será confidencial y no se usará para 
ningún otro propósito fuera de los de esta investigación. Sus respuestas a la 





La imposición y ejecución de las penas entraña la limitación de ciertas libertades 
individuales, como la locomoción, en el caso de la pena de prisión o la libertad 
económica, en el caso de la pena de multa. Hay dos momentos en la 
determinación del quantum de las diferentes sanciones penales, uno legislativo, en 
el que se determinan criterios generales, y uno judicial, cuando se individualiza la 







En el contexto descrito, y teniendo en cuenta su experiencia profesional y/o 
académica, así como los procesos que ha conocido entre el 2009 y 2016, favor 
sírvase responder las siguientes preguntas: 
 
1. En lo que a la pena de multa se refiere, ¿alguna vez se ha apartado de los 
mínimos y máximos establecidos en la parte especial del Código Penal? 
¿Por qué? 
 
2. Cuando profiere una decisión judicial, concretamente cuando individualiza 
la pena de multa, ¿tiene usted en cuenta la capacidad económica del 
penalmente responsable? ¿Por qué? 
 
3. ¿De qué criterios se vale usted para individualizar la pena de multa? 
 
4. Haciendo una aproximación ¿qué porcentaje de las personas a las 
personas a las que ha condenado a pena de multa tienen los recursos 
económicos para asumir este valor? 
 
5. ¿Considera que el recaudo de las multas impuestas por los jueces penales 
del Distrito Judicial de Pereira es efectivo, esto es, si los penalmente 
responsables consignan a favor de la Rama Judicial el monto al que 
asciende la pena de multa? ¿Por qué considera que se presenta esta 
situación? 
 
6. Si pudiera presentar un proyecto de reforma integral frente al sistema de 




Categoría Nombre Firma Cédula 
Entrevistado    
Entrevistador    
 
 
Ayde Patricia Arciniegas Mañosca 
Lucelly Amparo Marín Martínez 












Este instrumento se aplicó a treinta y cuatro (34) Jueces penales, promiscuos 
municipales y del circuito del Distrito de Pereira, así como a tres (3) Magistrados 
de la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito de Pereira; y las resultas de la 
información fueron tabuladas en un cuadro. (Anexo 2: cuadro tabulación de 
entrevistas de la matriz de análisis). 
Por otro lado, se auscultaron once (11) expedientes judiciales en los cuales se 
emitió sentencia condenatoria y se declaró extinta la pena, seleccionando de 
manera aleatoria aquellos que fueron tramitados entre el año 2009 y 2016 por los 
jueces del Distrito de Pereira. Allí se verificó qué aspectos consideró el juez para 
imponer la pena de multa y si se hizo mención de las condiciones económicas del 
condenado. 
Este período de tiempo se escogió teniendo en cuenta el término prescriptivo 
previsto para la pena de multa, esto es, cinco (5) años – artículo 89 del Código 
Penal-, a efectos de verificar si durante ese lapso, las autoridades judiciales 
realizaron algún tipo de gestión relacionada con el recaudo de la multa. 
Adicionalmente, con los expedientes también se recaudó información relacionada 
con el proceso de cobro coactivo de la multa, concretamente si el juzgado de 
ejecución de penas constató el pago de la multa antes de declarar extinta la pena. 
Como instrumento de recolección de información se diseñó una ficha de análisis, 
así: 
Tabla 2: Ficha de seguimiento para los procesos penales de los municipios 
de Risaralda, periodo 2009-2016 
Caso Número   
Despacho Judicial  
Municipio   
Radicado   
Condenado (A)  
Delito  
Fecha de ejecutoria de la sentencia  
Bien jurídico tutelado  
Pena impuesta   
Criterios utilizados por  el juez para 
fijar la multa  
 
Se hizo mención de las condiciones 







Fechas de extinción de la pena   
Ejecución de penas constato el pago 
de la multa para extinguir la  pena 
 
 
Por otra parte, para logro del último de los objetivos propuestos – estudiar el 
procedimiento de recaudo de la multa- se utilizaron varios elementos: (i) entrevista 
semi estructurada al Director Seccional de Administración Judicial, persona 
encargado del cobra la multa; (ii) revisión de expedientes, para verificar lo ocurrido 
con la multa antes de la declaratoria de la extinción definitiva de la pena; (iii) 
entrevistas a tres (3) de los cuatro (4) jueces de ejecución de penas del Distrito de 
Pereira, para precisar  las actuaciones que adelantaron con relación a este 
sanción (iv) revisión normativa de las medidas cautelares en el proceso penal. 
Las entrevistas antes referidas tenían la siguiente estructura: 
 
Ficha entrevista semiestructurada operadores judiciales  
Investigación Maestría en Derecho Penal 
Universidad Libre Seccional Pereira 
Proyecto titulado “Cumplimiento de la pena de multa impuesta por los 










1. Nombre del entrevistado: *****  
2. Institución a la que pertenece:  *****  
3. Cargo que ejecuta: ****** 
4. Departamento: ****** 5. Ciudad: ***** 
6. Área geográfica de operación: 
 A Municipal                         E Internacional           
x B Departamental     F Andina 
 C Regional   G Latinoamericana 
 D Nacional  H Otra, cuál? 
 
7. Correo electrónico: **** 
8. Dirección de Correspondencia: ***** 
9. Teléfono: (opcional) ***** 







Guion de Entrevista 
Esta guía corresponde a una entrevista semiestructurada, por lo tanto, las 
preguntas expuestas forman parte de un guion preparativo flexible, que variará de 
acuerdo a los temas que surjan en el marco de la misma, así como de la 
experiencia profesional y la especialización de los participantes.  
 
Introducción: El proyecto que se viene desarrollando se relaciona con la pena de 
multa en el derecho penal colombiano, esta investigación se orienta a verificar el 
cumplimiento de la pena de multa por parte de las personas encontradas 
penalmente responsables en el Distrito Judicial de Pereira (Colombia).  
 
Para tales efectos se aborda en él la normatividad vigente relacionada con el 
proceso de determinación de esta sanción, la forma en la que se impone y el 
proceso de recaudo de este emolumento por parte de los órganos competentes. 
 
Característica de la entrevista: La participación es este estudio es estrictamente 
voluntaria. La información que se recoja será confidencial y no se usará para 
ningún otro propósito fuera de los de esta investigación. Sus respuestas a la 





La imposición y ejecución de las penas entraña la limitación de ciertas libertades 
individuales, como la locomoción, en el caso de la pena de prisión o la libertad 
económica, en el caso de la pena de multa. Hay dos momentos en la 
determinación del quantum de las diferentes sanciones penales, uno legislativo, en 
el que se determinan criterios generales, y uno judicial, cuando se individualiza la 
pena en el caso concreto. 
 
En el contexto descrito, y teniendo en cuenta su experiencia profesional y/o 
académica, así como los procesos que ha conocido entre el 2009 y 2016, favor 
sírvase responder las siguientes preguntas: 
 
1. ¿Cuándo recibe un proceso para vigilancia de la pena, verifica que se esté 
recaudando el dinero correspondiente a la pena de multa?  
 
2. En caso de que la anterior respuesta sea afirmativa, por favor indique 
¿cómo realiza esta verificación? En caso de que la respuesta anterior sea 
negativa, por favor indique ¿por qué motivo no comprueba que se esté 
recaudando la multa? 
 
3. ¿Cuándo declara la extinción de la pena por cumplimiento, comprueba que 







4. En caso de que la pena de multa no haya sido cancelada por el condenado 
al momento de declarar la extinción de la pena, ¿qué actuación o 
actuaciones realiza su Despacho para garantizar la ejecución de esta 
pena? 
 
Categoría Nombre Firma Cédula 
Entrevistado    
Entrevistador    
 
Ayde Patricia Arciniegas Mañosca 
Lucelly Amparo Marín Martínez 
Jennifer Mosquera Rentería 
Investigadoras 






Ficha entrevista semiestructurada operadores judiciales 
Investigación Maestría en Derecho Penal 
Universidad Libre Seccional Pereira 
Proyecto titulado “Cumplimiento de la pena de multa impuesta por los 




Fecha: ***    Hora: ***** 






1. Nombre del entrevistado:  
2. Institución a la que pertenece:   
3.  Cargo que ejecuta:  
4. Departamento: Risaralda 5. Ciudad: Pereira 
6. Área geográfica de operación: 
 A Municipal                         E Internacional           






 C Regional   G Latinoamericana 
 D Nacional  H Otra, cuál? 
 
7. Correo electrónico:  
8. Dirección de Correspondencia:  
9. Teléfono: (opcional) 
10. Otro: 
 
Guion de Entrevista 
Esta guía corresponde a una entrevista semiestructurada, por lo tanto, las 
preguntas expuestas forman parte de un guion preparativo flexible, que variará de 
acuerdo a los temas que surjan en el marco de la misma, así como de la 
experiencia profesional y la especialización de los participantes.  
 
Introducción: El proyecto que se viene desarrollando se relaciona con la pena de 
multa en el derecho penal colombiano, esta investigación se orienta a verificar el 
cumplimiento de la pena de multa por parte de las personas encontradas 
penalmente responsables en el Distrito Judicial de Pereira (Colombia).  
 
Para tales efectos se aborda en él la normatividad vigente relacionada con el 
proceso de determinación de esta sanción, la forma en la que se impone y el 
proceso de recaudo de este emolumento por parte de los órganos competentes. 
 
Característica de la entrevista: A petición suya la entrevista no será gravada, 
pero se transcribirán sus apreciaciones, por lo que se le remitirá el documento final 
para que pueda presentar las observaciones que considere pertinentes.  
 
La participación es este estudio es estrictamente voluntaria. La información que se 
recoja será confidencial y no se usará para ningún otro propósito fuera de los de 
esta investigación. Sus respuestas a la entrevista serán codificadas usando un 
número de identificación. 
 
Observaciones generales: A la entrevista acude el Director Seccional de 
Administración Judicial de Risaralda, Dr. Lucas Ignacio Arbeláez Cifuentes y la 
jurídica de Cobro Coactivo de la Dirección de Administración Seccional Risaralda, 
Dra. Vanesa Villa Franco; y manifiestan que con posterioridad suministrarán los 





1. A petición del entrevistado, se escucha una contextualización sobre la 
dinámica del proceso de recaudo de las multas impuestas por los jueces 















4. Los jueces de ejecución de penas se encargan de la vigilancia de las 
sanciones penales, ¿qué rol cumplen en el procedimiento de recaudo de la 
pena de multa? 
 
5. ¿Cómo verifican los jueces de ejecución de penas el pago de la multa? 
 
6. ¿Considera que las autoridades públicas colombianas no están interesadas 
en el recaudo de la pena de multa? 
 
7. ¿Cuáles son las facultades que tienen la Direcciones de Administración 
Judicial para el recaudo de la pena de multa? 
 
8. ¿Considera que las decisiones de los jueces penales de Risaralda cumplen 
con los requisitos de exigibilidad, esto es, fijan el plazo en el cual debe 
pagarse la multa a efectos de que sea considerada un título ejecutivo? 
 
9. Ilústrenos un poco sobre el procedimiento de cobro coactivo 
 
10.  ¿Cuál es el porcentaje de recaudo efectivo de la pena de multa? 
 
11. ¿Cuál es el costo operativo del proceso de recaudo que se desarrolla en 
esta Seccional de Administración Judicial? 
 
12. Existe un sistema para la determinación de la pena de multa denominado 
días – multa, en el cual el juez debe determinar un número de días de 
acuerdo a la gravedad del delito, luego establece el valor del día – multa de 
acuerdo a la capacidad económica del procesado y la multa se determina 
por la multiplicación de los dos factores mencionados. ¿Qué piensa con 
respecto a este sistema y a que se estudie la posibilidad de aplicar multas 
como penas sustitutivas de las privativas de la libertad? 
 
13. ¿Qué considera debe modificarse para que el recaudo de las multas sea 
efectivo? 
 
14. ¿Cuáles son las funciones desplegadas por el profesional universitario que 
participar del proceso de recaudo? 
 







16. ¿Las personas que tienen recursos económicos evaden el pago de la 
multa? 
 
Categoría Nombre Firma Cédula 
Entrevistado    
Entrevistador    
Ayde Patricia Arciniegas Mañosca 
Lucelly Amparo Marín Martínez 
Jennifer Mosquera Rentería 
Investigadora 
Fecha 
Los datos recolectados en las entrevistas se consignaron en un cuadro de análisis. 
(Anexo 2: cuadro tabulación de entrevistas de la matriz de análisis). 
Finalmente, se construyó una discusión a partir de los datos analizados y su 
confrontación con algunas consideraciones de expertos en derecho penal, entre 
los que se encuentra una miembro del equipo redactor del proyecto del Código 
Penal vigente, un Magistrado Auxiliar de la Corte Suprema de Justicia, un 
doctrinante reconocido y un reconocido docente universitario. 
A los expertos se les interrogó sobre los elementos que el legislador consideraba 
determinantes para la imposición de la multa; la posible afectación de los 
principios de las sanciones penales, esto es, razonabilidad, proporcionalidad y 
necesidad cuando la multa se impone sin considerar la capacidad de pago del 
procesado; y la posibilidad de que el juez aplique la capacidad económica, por 
encima de los límites establecidos por el legislador. 
E-EXPERTOS 






1. Nombre del entrevistado: *****  
2. Institución a la que pertenece:  *****  
3. Cargo que ejecuta: ****** 
4. Departamento: ****** 5. Ciudad: ***** 
6. Área geográfica de operación: 






x B Departamental     F Andina 
 C Regional   G Latinoamericana 
 D Nacional  H Otra, cuál? 
 
7. Correo electrónico: **** 
8. Dirección de Correspondencia: ***** 
9. Teléfono: (opcional) ***** 
10. Otro: **** 
 
Guión de Entrevista 
Esta guía corresponde a una entrevista semiestructurada, por lo tanto, las 
preguntas expuestas forman parte de un guion preparativo flexible, que variará de 
acuerdo a los temas que surjan en el marco de la misma, así como de la 
experiencia profesional y la especialización de los participantes.  
 
Introducción: El proyecto que se viene desarrollando se relaciona con la pena de 
multa en el derecho penal colombiano, esta investigación se orienta a verificar el 
cumplimiento de la pena de multa por parte de las personas encontradas 
penalmente responsables en el Distrito Judicial de Pereira (Colombia).  
 
Para tales efectos se aborda en él la normatividad vigente relacionada con el 
proceso de determinación de esta sanción, la forma en la que se impone y el 
proceso de recaudo de este emolumento por parte de los órganos competentes. 
 
Característica de la entrevista: La participación es este estudio es estrictamente 
voluntaria. La información que se recoja será confidencial y no se usará para 
ningún otro propósito fuera de los de esta investigación. Sus respuestas a la 





La imposición y ejecución de las penas entraña la limitación de ciertas libertades 
individuales, como la locomoción, en el caso de la pena de prisión o la libertad 
económica, en el caso de la pena de multa. Hay dos momentos en la 
determinación del quantum de las diferentes sanciones penales, uno legislativo, en 
el que se determinan criterios generales, y uno judicial, cuando se individualiza la 
pena en el caso concreto. 
 
En el caso de la pena de multa, el legislador ha establecido dos sistemas de 
determinación: i) cuando se impone como pena única, se fijará de acuerdo a 
diversos criterios, dentro de los que se encuentra la capacidad económica del 
procesado; y ii) cuando se impone como acompañante de la pena de prisión, en la 
mayoría de los casos se establecen unos mínimos y máximos dentro de los que 








En el contexto descrito, y teniendo en cuenta su experiencia profesional y/o 
académica favor sírvase responder las siguientes preguntas: 
 
1. ¿Cuál de los dos sistemas establecidos por el legislador colombiano para la 
fijación de la pena de multa considera más adecuado? ¿Por qué? 
 
2. ¿Teniendo en cuenta que la pena de multa busca afectar la capacidad 
económica del condenado, estima que se atenta contra los principios de las 
sanciones penales, esto es, razonabilidad, proporcionalidad y necesidad 
cuando no se tiene en cuenta este aspecto del procesado para 
individualizarla? 
 
3. El Estado Social y Democrático de Derecho supone una carga axiológica 
que autoriza a las autoridades judiciales a interpretar los contenidos 
normativos expedidos por el legislativo a efectos de armonizarlas con el 
texto constitucional. En este sentido, ¿considera ajustado a derecho que un 
juez penal de conocimiento en el marco de un proceso penal imponga una 
pena de multa inferior a la mínima fijada por el legislador, atendiendo las 
normas rectoras que orientan la imposición y ejecución de las penas 
(artículo 3 y 4 del Código Penal)? 
 
 
Categoría Nombre Firma Cédula 
Entrevistado    
Entrevistador    
 
Ayde Patricia Arciniegas Mañosca 
Lucelly Amparo Marín Martínez 
Jennifer Mosquera Rentería 
Investigadoras 










Capítulo I: Criterios establecidos por el legislador para la determinación de la 
pena de multa   
A partir de la revisión inicial del Código Penal, se pudo establecer que los delitos 
podían clasificarse por la forma en la que se determinaba la multa, y para 
comprobar esa percepción inicial, se elaboró un cuadro separando cada uno de 
los artículos y al final se pusieron las casillas “pena de prisión” y “pena de multa”, 
esta última a su vez clasificada en única, mínimos y máximos y casos especiales; 
así: 
 
Artículo Delito Pena de 
Prisión 
Pena de multa 






Luego se estudiaron todas las disposiciones de la parte especial del Código Penal, 
en las que se regulan las conductas punibles, encontrando que de los delitos 
comprendidos entre los artículos 101 a 476, sólo 380 eran susceptibles de 
análisis, puesto que a muchos tipos penales se les asigna un título Bis o se repiten 
artículos con un agregado alfabético, otros se han declarado inexequibles o fueron 
derogados y otro grupo de normas contiene conceptos, circunstancias de 
agravación o de atenuación punitiva. 
 
En cuanto a la pena de multa, el legislador la clasificó en dos (2) categorías, (i) 
como acompañante de la pena de prisión, y (ii) como pena única, está última fue 
denominada modalidad progresiva de unidad de multa en el artículo 39 del Código 
Penal. 
 
Sin embargo, uno de los principales hallazgos de esta investigación, es que, si 
bien el legislador no clasificó la pena de multa cuando que aparece como 
acompañante de la pena de prisión, del desarrollo normativo de ella se infiere que, 
aquella se divide en dos (2) grupos: (i) el primero, en el que la multa se impone en 
atención a unos mínimos y máximos, y (ii) el segundo, en el que la multa se aplica 







El tratadista Fernando Velásquez Velásquez estudió un caso del segundo de los 
grupos explicados, pero en el marco de esta investigación se dilucidaron veintiún 
(21) delitos más. 
 
Para facilitar la comprensión de la información, el grupo nombró las clases de 
multa de la siguiente manera: (i) pena única multa, (ii) multa en mínimos y 
máximos, y (iii) casos especiales de la pena de multa. 
 
(i) Pena única multa 
 
El artículo 39 del Código Penal establece que, cuando el delito solo tenga pena de 
multa o en la modalidad progresiva de unidad de multa, la ley únicamente hará 
mención a ella sin señalar el monto de la misma; y el quantum punitivo dependerá 
del ingreso promedio del infractor en el último año, así:  
 
2. Unidad multa. La unidad multa será de: 
1. Primer grado. Una unidad multa equivale a un (1) salario mínimo legal 
mensual. La multa oscilará entre una y diez (10) unidades multa. 
En el primer grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos 
promedio, en el último año, hasta diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
2. Segundo grado. Una unidad multa equivale a diez (10) salarios mínimos 
legales mensuales. La multa oscilará entre una y diez (10) unidades multa. 
En el segundo grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos 
promedio, en el último año, superiores a diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes y hasta cincuenta (50). 
3. Tercer grado. Una unidad multa equivale a cien (100) salarios mínimos 
legales mensuales. La multa oscilará entre una y diez (10) unidades multa. 
En el tercer grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos 
promedio, en el último año, superiores a cincuenta (50) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
La unidad multa se duplicará en aquellos casos en que la persona haya sido 
condenada por delito doloso o preterintencional dentro de los diez (10) años 
anteriores. 
 
Además, el numeral 3 de la disposición que se estudia, dice que el operador 
judicial también debe tener en cuenta los siguientes aspectos: 
 
1. Daño causado por la infracción. 






3. El valor del objeto del delito o el beneficio que haya reportado. 
4. La situación económica del procesado, para lo cual verificara su 
patrimonio, sus obligaciones, sus cargas familiares. 
5. Demás circunstancias que indiquen la posibilidad de pagar. 
 
(ii) Pena multa en mínimos y máximos 
 
Esta modalidad aparece en todos los casos como acompañante de la pena de 
prisión, la fijación del quantum punitivo depende únicamente de los mínimos y 
máximos establecidos por el legislador, y para su imposición se aplica el sistema 
de cuartos regulado por el artículo 61 del Código Penal.  
El mencionado artículo establece que el juez debe establecer unos ámbitos de 
movilidad, a saber, un cuarto mínimo, dos (2) cuarto medios, y el cuarto máximo, y 
luego debe seleccionar uno de ellos.  
Para determinar cuál cuarto debe aplicar, el operador judicial debe considerar las 
circunstancias de agravación o de atenuación punitiva; en el cuarto mínimo se 
ubicará cuando no se imputen ninguna de las anteriores condiciones, o cuando se 
endilguen únicamente atenuantes; en los cuartos medios, cuando se enrostren 
tanto agravantes como atenuantes; y en el cuarto máximo, en los casos en los 
que sólo concurran agravantes. 
Veamos un ejemplo con el inciso 2 del artículo 376 del Código Penal – tráfico, 
fabricación o porte de estupefaciente-, en el que la pena de multa oscila entre dos 
(2) y ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales vigentes, así: 





2- 39 39,1 – 76 76,1 – 113 113,1 - 150 
Fuente: Cuadro de elaboración propia. 
En esta clase de pena de multa, la capacidad económica del infractor no es un 
criterio tenga que considerar el juez. 
 







Durante la investigación se encontraron casos en los que multa no puede 
encuadrarse en las clases atrás estudiadas.  
1) El artículo 39 del Código Penal dice que, cuando la pena de multa es 
acompañante de la pena de prisión, cada tipo penal consagrará su monto; 
sin embargo, se encontraron delitos en los que se sanciona con prisión y 
multa, pero sin determinar a cuánto asciende la sanción económica, por lo 
que la dosificación deberá hacerse conforme a los casos en que la multa es 
pena única. Un ejemplo de ello es el delito de perturbación de actos 
oficiales previsto en el artículo 430 del Código Penal. 
 
2) Por otro lado, se encontraron delitos en los que la multa es la única 
sanción, y su monto debería depender de la capacidad económica del 
infractor, pero el legislador estableció unos márgenes mínimos y máximos 
de movilidad, propios de la multa acompañante de la pena de prisión. V.gr. 
El tipo penal de omisión de denuncia contemplado en el artículo 219 B.  
 
3) Adicionalmente se encontraron delitos en los que sólo se establece un 
límite máximo, como ocurre con los delitos de estafa – inciso 2 del artículo 
246 del Código Penal- y daño en bien ajeno – inciso 2 del artículo 265 del 
Código Penal-, en los que se impone hasta 10 y 15 salarios mínimos 
mensuales legales vigentes, respectivamente; de manera que el juez bien 
puede imponer un (1) peso, siempre que no supere el máximo indicado por 
el legislador. 
 
Ahora bien, si se recurre al sistema de cuartos previsto en el artículo 61 del 
Código Penal, el límite mínimo de la multa quedará al arbitrio del operador judicial. 
 
Incluso en este evento se verificaron otras particularidades, como el artículo 313 
del Código Penal, en el que el legislador fija la multa en hasta 1.020 unidades de 
valor tributario y no en salarios mínimos; o como el artículo 377 B, donde se 
determina que la multa será hasta de 70.000 salarios mínimos, pese a que el 
numeral 1 del artículo 39 ibídem dice que la multa nunca será superior a cincuenta 
mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
 
4) Finalmente, el grupo de investigación logró identificar grupos de delitos en 
los que la multa se fija en consideración al valor del bien objeto del delito. 
V.gr. En el artículo 319 la multa va del 200% al 300% del valor aduanero de 
los hidrocarburos o sus derivados; en el inciso 1 del 319 se dice que la 
multa no puede ser inferior a 200% del valor aduanero de los hidrocarburos 
o sus derivados objeto del delito; en el artículo 397 la multa equivalente al 






smmlv; en el artículo 402 la multa equivale al doble de lo no consignado, sin 
que supere el equivalente a 1.020.000 unidades de valor tributario; y en el 
artículo 412 la multa equivale al doble del valor del enriquecimiento, sin que 
supere 50.000 smmlv. 
 
A continuación, se presente el cuadro de análisis, con la clasificación atrás 
indicada, así: 
 
(i) Delitos sin pena de multa 
Sólo 113 delitos están sancionados exclusivamente con pena de prisión, como lo 
reflejan el siguiente cuadro clasificación de los delitos: 
 
Tabla 3: Delitos sancionados exclusivamente con pena de prisión 
Caso Artículo Delito Margen punitivo 
1.  103 Homicidio De doscientos ocho (208) a cuatrocientos 
cincuenta (450) meses. 
2.  104A Feminicidio De doscientos cincuenta (250) meses a 
quinientos (500) meses. 
3.  105 Homicidio preterintencional Pena imponible de acuerdo con los dos 
artículos anteriores disminuida de una 
tercera parte a la mitad. 
4.  106 Homicidio por piedad De dieciséis (16) a cincuenta y cuatro 
(54) meses 
5.  107 Inducción o ayuda al 
suicidio 
Inciso 1 de treinta y dos (32) meses a 
ciento ocho (108) meses. 
Inciso 2 De dieciséis (16) a treinta y seis 
(36) meses.  
6.  108 Muerte de hijo fruto de 
acceso carnal violento, 
abusivo, o de inseminación 
artificial o transferencia de 
óvulo fecundado no 
consentidas 







7.  122  Aborto De (16) a cincuenta y cuatro (54) meses.  
8.  123 Aborto sin consentimiento.  De cuatro (64) a ciento ochenta (180) 
meses.  
9.  125 Lesiones al feto De dos (32) a setenta y dos (72) meses 
10.  126 Lesiones culposas al feto De dieciséis (16) a treinta y seis (36) 
meses 
11.  127 Abandono De treinta y dos (32) a ciento ocho (108) 
meses 
12.  128 Abandono de hijo fruto de 
acceso carnal violento, 
abusivo, o de inseminación 
artificial o transferencia de 
óvulo fecundado no 
consentidas 
De dieciséis (16) a cincuenta y cuatro 
(54) meses 
13.  131 Omisión de socorro De treinta y dos (32) a setenta y dos (72) 
meses 
14.  132 Manipulación genética De dieciséis (16) a noventa (90) meses 
15.  133 Repetibilidad del ser 
humano 
De treinta y dos (32) a ciento ocho (108) 
meses 
16.  134 Fecundación y tráfico de 
embriones humanos 
De dieciséis (16) a cincuenta y cuatro 
(54) meses 
17.  174 Privación ilegal de la 
libertad 
De cuarenta y ocho (48) a noventa (90) 
meses.  
18.  175 Prolongación ilícita de 
privación de la libertad 
De cuarenta y ocho (48) a noventa (90) 
meses.  
19.  176 Detención arbitraria 
especial 
De cuarenta y ocho (48) a noventa (90) 
meses. 
20.  177 Desconocimiento de 
Hábeas corpus 
De treinta y dos (32) meses a noventa 






21.  182 Constreñimiento ilegal De dieciséis (16) a treinta y seis (36) 
meses 
22.  184 Constreñimiento para 
delinquir 
De dieciséis (16) a cincuenta y cuatro 
(54) meses 
23.  187 Inseminación artificial o 
transferencia de óvulo 
fecundado no consentidas 
De treinta y dos (32) a ciento ocho (108) 
meses.  
24.  188D Uso de menores de edad 
para la comisión de delitos 
De diez (10) a veinte (20) años 
25.  192 Violación ilícita de 
comunicaciones 
Inciso 1 De dieciséis (16) a cincuenta y 
cuatro (54) meses.                                                                
Inciso 2 De treinta y dos (32) a setenta y 
dos (72) meses. 




Inciso 1 De cuarenta y ocho (48) a ciento 
ocho (108) meses.                                                              
Inciso 2 La pena anterior se aumentará 
hasta en una tercera parte 
27.  197 Utilización ilícita de redes 
de comunicaciones 
Inciso 1 De cuatro (4) a ocho (8) años.                                                           
Inciso 2 La pena anterior se duplicará 
28.  201 Violación a la libertad 
religiosa 
De dieciséis (16) a treinta y seis (36) 
meses.  
29.  205 Acceso carnal violento De doce  (12) a veinte (20) años 
30.  206 Acto sexual violento De ocho (8) a dieciséis  (16) años 
31.  207 Acceso carnal o acto 
sexual en persona puesta 
en incapacidad de resistir 
Inciso 1 De doce (12) a veinte (20) años.            
Inciso 2 De ocho (8) a dieciséis  (16) 
años 
32.  208 Acceso carnal abusivo con 
menor de catorce años 






33.  209 Actos sexuales con menor 
de catorce años 
De nueve (9) a trece (13) años 
34.  210 Acceso carnal o acto 
sexual abusivos con 
incapaz de resistir 
Inciso 1 De doce (12) a veinte (20) años.          
Inciso 2 De ocho (8) a dieciséis  (16) 
años. 
35.  210A Acoso sexual De uno (1) a tres (3) años 
36.  217A Demanda de explotación 
sexual comercial de 
persona menor de 18 años 
de edad 
Inciso 1 De catorce  (14) a veinticinco 
(25) años. 
Inciso 2 De una tercera parte a la mitad 
37.  219 Turismo sexual Inciso 1 de cuatro (4) a ocho (8) años.                    
Inciso 2 Se aumentará en la mitad. 
38.  229 Violencia intrafamiliar Inciso 1 De cuatro (4) a ocho (8) años.                         
Inciso 2 Se aumentará de la mitad a las 
tres cuartas partes. 
39.  232 Adopción irregular Inciso  1 de dieciséis  (16) a noventa (90) 
meses.      
Inciso 2 Se aumentará de la mitad a las 
tres cuartas partes. 
40.  237 Incesto De dieciséis (16) a setenta y dos (72) 
meses. 
41.  238 Supresión, alteración o 
suposición del estado civil 
De dieciséis (16) a noventa (90) meses  
42.  239 Hurto Inciso 1 De treinta y dos (32) a ciento 
ocho (108) meses. 
Inciso 2  de dieciséis (16) a treinta y seis 
(36) meses. 
43.  240 Hurto calificado Inciso 1 De seis (6) a catorce (14) años. 







Inciso 3 De siete (7) a quince (15) años. 
Inciso 4 De cinco (5) a doce (12) años. 
44.  252 Aprovechamiento de error 
ajeno o caso fortuito. 
Inciso 1 De (16) a cincuenta y cuatro (54) 
meses. 
Inciso 2 De dieciséis (16) a treinta y 
treinta y seis (36) meses. 
45.  259 Malversación y 
dilapidación de bienes. 
De dieciséis (16) a treinta y seis (36) 
meses. 
46.  260 Gestión indebida de 
recursos sociales 
De cuarenta y ocho (48) a ciento ocho 
(108) meses. 
47.  269C Interceptación de datos 
informáticos 
De treinta y seis (36) a setenta y dos (72) 
meses. 
48.  269I Hurto por medios 
informáticos y semejantes. 
Inciso 1 De seis (6) a catorce (14) años. 
Inciso 2 De ocho (8) a dieciséis (16) 
años. 
Inciso 3 De siete (7) a quince (15) años. 
Inciso 4 será De cinco (5) a doce (12) 
años.  
49.  273 Falsificación de moneda 
nacional o extranjera 
De noventa y seis (96) a ciento ochenta 
(180) meses. 
50.  275 Tráfico, elaboración y 
tenencia de elementos 
destinados a la 
falsificación de moneda 
De cuarenta y ocho (48) a ciento ocho 
(108) meses 
51.  276 Emisiones ilegales De cuarenta y ocho (48) a ciento ochenta 
(180) meses 
52.  277 Circulación ilegal de 
monedas 
De treinta y dos (32) a setenta y dos (72) 
meses.                                              






una tercera parte a la mitad. 
53.  280 Falsificación de efecto 
oficial timbrado 
De diez y seis (16) a ciento  ocho (108)  
meses. 
54.  282 Emisión ilegal de efectos 
oficiales 
De diez y seis (16) a noventa (90) meses. 
55.  286 Falsedad ideológica en 
documento público 
De sesenta y cuatro (64) a ciento 
cuarenta y cuatro (144) meses. 
56.  287 Falsedad material en 
documento público 
De cuarenta y ocho (48) a ciento y ocho 
(108) meses.  
Servidor público: De sesenta y cuatro 
(64) a ciento y cuarenta y cuatro (144) 
meses. 
57.  288 Obtención de documento 
público falso 
De cuarenta y ocho (48) a ciento y ocho 
(108) meses. 
58.  289 Falsedad en documento 
privado 
De diez y seis (16) a ciento ocho (108) 
meses. 
59.  291 Uso de documento falso De cuatro (4) a doce (12) años.                                       
Medios motorizados: incrementará en la 
mitad. 
60.  292 Destrucción, supresión u 
ocultamiento de 
documento público. 
De treinta y dos (32) a ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses.                                 
Servidor público: De cuarenta y ocho (48) 
a ciento ochenta (180) meses.                                           
Documento constitutivo de pieza procesal 
de carácter judicial: aumentará de una 
tercera parte a la mitad. 
61.  293 Destrucción, supresión u 
ocultamiento de 
documento privado 







62.  311 Aplicación fraudulenta de 
crédito oficialmente 
regulado 
De diez y seis (16) a cincuenta y cuatro 
(54) meses. 
63.  356 Disparo de arma de fuego 
contra vehículo. 
De dieciséis (16) a noventa (90) meses. 
64.  356A Adicionado De uno (1) a cinco (5) años. 
65.  365 Fabricación, tráfico y porte 
de armas de fuego o 
municiones. 
De nueve (9) a doce (12) años. 
66.  366 Fabricación, tráfico y porte 
de armas, municiones de 
uso restringido, de uso 
privativo de las Fuerzas 
Armadas o explosivos 
De once (11) a quince (15) años. 
67.  368 Violación de medidas 
sanitarias 
De cuatro (4) a ocho (8) años. 
68.  369 Propagación de epidemia De cuatro (4) a diez (10) años. 
69.  370 Propagación del virus de 
inmunodeficiencia humana 
o de la hepatitis B. 
De seis (6) a doce (12) años. 
70.  371 Contaminación de aguas Inciso 1 de cuatro (4) a diez (10) años.       
Inciso 2 de cuatro (4) a ocho (8) años. 
71.  380 Suministro o formulación 
ilegal a deportistas 
De dieciséis (16) a  cincuenta y cuatro 
(54) meses.  
72.  381 Suministro a menor De noventa y seis (96) a doscientos 
dieciséis (216) meses.  
73.  382 Tráfico de sustancias para 
el procesamiento de 
narcóticos 
De noventa y seis (96) a ciento ochenta 
(180) meses. 







75.  386 Perturbación de certamen 
democrático  
Inciso 1 De cuatro (4) a nueve (9) años.  
Inciso 2 De (6) a doce (12) años.                   
Inciso 3. La pena se aumentara de una 
tercera parte a la mitad cuando la 
conducta sea realizada por servidor 
público. 
76.  387 Constreñimiento al 
sufragante 
Inciso 1 De cuarenta y ocho (48) a ciento 
ocho (108) meses.  
Inciso 2 La pena se aumentara de una 
tercera parte a la mitad cuando la 
conducta sea realizada por un servidor 
público. 
77.  388 Fraude al sufragante De cuatro (4) a ocho (8) años 
78.  389 Fraude en inscripción de 
cédulas  
Inciso 1 De cuarenta y ocho (48) a ciento 
ocho (108) meses.                                                   
Inciso 2 La pena se aumentara de una 
tercera parte a la mitad cuando la 
conducta sea realizada por un servidor 
público. 
79.  390 Corrupción de sufragante Inciso 1 De cuarenta y ocho (48) a 
noventa (90) meses.                                      
Inciso 3 De dieciseis (16) a treinta y seis 
(36) meses.                                                              
Inciso 4 La pena aumentara de una 
tercera parte a la mitad cuando la 
conducta sea realizada por un servidor 
público. 
80.  391 Voto fraudulento De cuatro (4) a ocho (8) años. 
81.  392 Favorecimiento de voto 
fraudulento 






82.  393 Mora en la entrega de 
documento relacionado 
con una votación 
De dieciséis (16) a cincuenta y cuatro 
(54) meses. 
83.  394 Alteración de resultados 
electorales 
Inciso 1 De cuatro (4) a ocho (8) años, 
salvo que la conducta constituya delito 
sancionada con pena mayor.  
Inciso 2 La pena se aumentara de una 
tercera parte a la mitad cuando la 
conducta sea realizada por un servidor 
público. 
84.  395 Ocultamiento, retención y 
posesión ilícita de cédula 
De cuatro (4) a ocho (8) años, salvo que 
la conducta constituya delito sancionado 
con pena mayor. 
85.  396 Denegación de inscripción De dieciséis(16)  a cincuenta y cuatro 
(54) meses. 
86.  398 Peculado por uso De dieciséis (16) a setenta y dos (72) 
meses. 
87.  399A Peculado por aplicación 
oficial diferente frente a 
recursos de la seguridad 
social 
Se aumentará de una tercera parte a la 
mitad. 
88.  400A Peculado culposo frente a 
recursos de la seguridad 
social integral 
Se aumentará de una tercera parte a la 
mitad. 
89.  424 Omisión de apoyo De dieciséis  (16) a setenta y dos (72) 
meses. 
90.  425 Usurpación de funciones 
públicas  
De dieciséis  (16) a treinta y dos (32) 
meses. 
91.  427 Usurpación y abuso de 
funciones públicas con 
fines terroristas 
De cuatro (4) a ocho (8) años. 







93.  429 Violencia contra servidor 
público 
De cuatro (4) a ocho (8) años. 
94.  434 Asociación para la 
comisión de un delito 
contra la administración 
pública  
De dieciséis  (16)  a cincuenta y cuatro 
(54) meses. 
95.  441 Omisión de denuncia de 
particular 
De tres (3) a ocho (8) años. 
96.  442 Falso testimonio  De seis (6) a doce (12) años. 
97.  445 Infidelidad a los deberes 
profesionales 
De dieciséis (16) a setenta y dos (72) 
meses.  
98.  446 Favorecimiento Inciso 1 De dieciséis (16) a setenta y dos 
(72) meses.                                                             
Inciso 2 De sesenta y cuatro (64) a 
doscientos dieciséis (216) meses de 
prisión.  
99.  448 Fuga de presos De cuarenta y ocho (48) a ciento ocho 
(108) meses.  
100.  449 Favorecimiento a la fuga De ochenta (80) a ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses. 
101.  450 Modalidad culposa De treinta y dos (32) a setenta y dos (72) 
meses. 
102.  455 Menoscabo de la 
integridad nacional 
Trescientos veinte (320) a quinientos 
cuarenta (540) meses.  
103.  456 Hostilidad militar Ciento sesenta (160) a trescientos 
sesenta (360) meses. 
104.  457 Traición diplomática Ochenta (80) a doscientos setenta (270) 
meses.  






(360) meses.  
106.  459 Atentados contra hitos 
fronterizos 
Sesenta y cuatro (64) a ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses.  
107.  460 Actos contrarios a la 
defensa de la nación 
Ochenta (80) a doscientos setenta (270) 
meses. 
108.  463 Espionaje Cuatro (64) a doscientos dieciséis (216) 
meses.  
109.  464 Violación de tregua o 
armisticio 
 Dieciséis (16) a noventa (90) meses.  
110.  466 Ofensa a diplomáticos Dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) 
meses. 
111.  469 Asonada Dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses.  
112.  471 Conspiración Dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses. 
113.  472 Seducción, usurpación y 
retención ilegal de mando  
Dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses. 
 
 
(ii) Delitos con pena de multa 
 
A su vez se encontraron 267 tipos penales que contemplan multa en las siguientes 
modalidades (a) 32 con pena de multa únicamente, (b) 213 con pena de multa 
establecida en mínimos y máximos, y (c) 22 casos especiales; así lo reflejan los 
siguientes cuadros: 
 
Tabla 4: Delitos sancionados con pena de multa únicamente 
Caso Artículo Delito Margen punitivo 
1 189 Violación de habitación ajena Multa única. 
2 190 Violación de habitación ajena 







3 191 Violación en lugar de trabajo Se disminuirá a la mitad, sin que 
sea inferior a una unidad de multa. 
4 193 Ofrecimiento, venta o compra 
de instrumento apto para 
interceptar la comunicación 
privada entre personas 
Multa única. 
5 194 Divulgación y empleo de 
documentos reservados 
Multa única. 
6 198 Violación de la libertad de 
trabajo 
Multa única                  
Inciso 2 Se aumentará hasta en una 
tercera parte, sin sobrepasar las 
diez (10) unidades multa. 
7 202 Impedimento y perturbación de 
ceremonia religiosa 
Multa única. 
8 203 Daños o agravios a personas o 
a cosas destinadas al culto 
Multa única. 
9 204 Irrespeto a cadáveres  Multa única                  
Inciso 2 Se aumentará hasta en una 
tercera parte, sin sobrepasar las 
diez (10) unidades multa. 
10 242 Hurto para usar ,hurto entre 
condueños 
Multa única. 
Numeral 1 no inferior a una unidad. 
11 248 Emisión y transferencia ilegal de 
cheque. 
Multa única, siempre que la cuantía 
no exceda de diez (10) smmlv.                
12 254 Sustracción de bien propio Multa única. 
13 279 Falsificación o uso fraudulento 
de sello oficial 
Multa única. 
14 281 Circulación y uso de efecto 







15 283 Supresión de signo de 
anulación de efecto oficial 
Multa única. 
16 284 Uso y circulación de efecto 
oficial anulado 
Multa única. 
17 295 Falsedad para obtener prueba 
de hecho verdadero 
Multa única. 
18 296 Falsedad personal Multa única. 
19 300 Ofrecimiento engañoso de 
productos y servicios 
Multa única. 
20 355 Pánico Multa única. 
21 416 Abuso de autoridad por acto 
arbitrario e injusto 
Multa única. 
22 417 Abuso de autoridad por omisión 
de denuncia  
Inciso 1 Multa Única. 
23 419 Utilización de asunto sometido a 
secreto o reserva 
Multa única. 
24 420 Utilización indebido de 
información oficial privilegiada  
Multa única. 
25 421 Asesoramiento y otras 
actuaciones ilegales 
Inciso 1 Multa única. 
26 422 Intervención en política  Multa única. 
27 431 Utilización de información 
obtenida en el ejercicio de 
función pública  
Multa única. 
28 432 Utilización indebida de 
influencias derivadas del 
ejercicio de función pública  
Multa única. 
29 439 Reducción cualitativa de pena 







30 461 Ultraje a emblema o símbolos 
patrios 
Multa única 
31 462 Aceptación indebida de honores Multa única 






Tabla 5: Pena de multa acompañante de la pena de prisión en mínimos y 
máximos 
Caso  Artículo Delito Prisión Margen punitivo de la multa 
1.  101 Genocidio Inciso 1 De 
cuatrocientos ochenta 
(480) a seiscientos 
(600) meses.                               
Inciso 2 De ciento 




Inciso 1 De dos mil seiscientos 
sesenta y seis punto sesenta y 
seis (2.666,66) a quince mil 
(15.000) smmlv.                                            
Inciso 2 De mil trescientos 
treinta y tres punto treinta tres 
(1.333.33) a quince mil (15.000) 
smmlv. 
2.  102 Apología 
del 
genocidio 
De noventa y seis (96) 
a ciento ochenta (180) 
meses. 
De seiscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (666,66) a 
mil quinientos (1.500) smmlv. 
3.  109 Homicidio 
culposo 
Inciso 1 De treinta y 
dos (32) meses a 
ciento ocho (108) 
meses.          
De veinte y seis punto sesenta y 
seis (26.66) a ciento cincuenta 
(150) smmlv. 





Inciso 1 De dieciséis 
(16) a treinta y seis 
(36) meses.                                              
Inciso 2 De dieciséis 
(16) a cincuenta y 
Inciso 2 De seis puntos sesenta 
y seis (6.66) a quince (15) 
smmlv.                          
Inciso 3 De trece punto treinta y 






cuatro (54) meses.                                   
Inciso 3 De treinta y 
dos (32) a noventa 
(90) meses. 
smmlv.
5.  113 Deformida
d 
Inciso 1 De dieciséis 
(16) a ciento ocho 
(108) meses.                                                    
Inciso 2 De treinta y 
dos (32) a ciento 
veintiséis (126) meses.  
Inciso 1 De veinte (20) a treinta 
y siete puntos cinco (37.5) 
smmlv.     
Inciso 2 De treinta y cuatro 
punto sesenta y seis (34.66) a 
cincuenta y cuatro (54) smmlv. 
6.  114 Perturbaci
ón 
funcional 
Inciso 1 De treinta y 
dos (32) a ciento 
veintiséis (126) meses.                                             
Inciso 2 De cuarenta y 
ocho (48) a ciento 
cuarenta y cuatro 
(144) meses . 
Inciso 1 De veinte (20) a treinta 
y siete puntos cinco (37.5) 
smmlv.          
Inciso 2 De treinta y cuatro 
punto sesenta y seis (34.66) a 
cincuenta y cuatro (54) smmlv. 
7.  115 Perturbaci
ón 
psíquica 
Inciso 1 De treinta y 
dos (32) a ciento 
veintiséis (126) meses.                                            
Inciso 2 De cuarenta y 
ocho (48) a ciento 
sesenta y dos (162) 
meses. 
Inciso 1 De treinta y cuatro 
punto sesenta y seis (34.66) a 
sesenta (60) smmlv.                                          
Inciso 2 De treinta y seis (36) a 
setenta y cinco (75) smmlv. 






De noventa y seis (96) 
a ciento ochenta (180) 
meses. 
De treinta y tres punto treinta y 
tres (33.33) a ciento cincuenta 
(150) smmlv. 





Inciso 1 De ciento 
cincuenta (150) meses 
a doscientos cuarenta 
(240) meses. 
Inciso 2 De doscientos 
Inciso 1 De ciento veinte (120) a 
doscientos cincuenta (250) 
smmlv.                                                     









cincuenta y un (251) 
meses a trescientos 
sesenta (360) meses. 




Las penas imponibles 
según los artículos 
precedentes, se 
aumentarán de una 
tercera parte a la 
mitad.  
Las penas imponibles según los 
artículos precedentes, se 
aumentarán de una tercera 
parte a la mitad.  
11.  120 Lesiones 
culposas 
Inciso 1 Pena de los 
artículos anteriores 
disminuida de las 
cuatro quintas a las 
tres cuartas partes.                                                              
Inciso 2 De dieciséis 
(16) a cincuenta y 
cuatro (54) meses. 
Inciso 1 Pena de los artículos 
anteriores disminuida de las 
cuatro quintas a las tres cuartas 
partes.                                                              
Inciso 2 De dieciséis (16) a
cincuenta y cuatro (54) meses. 




De doce (12) a treinta 
y seis (36) meses. 
De diez (10) a quince 
(15) smmlv. 











De doce (12) a treinta 
y seis (36) meses. 











ochenta (480) a 
seiscientos (600) 
meses. 
De dos mil seiscientos sesenta 
y seis punto sesenta y seis 
(2666.66) a  siete mil quinientos 
(7500)  smmlv. 
15.  136 Lesión en 
persona 
protegida 
Incrementa hasta en 
unas tercera parte.  
Incrementa hasta en unas 
tercera parte.  
16.  137 Tortura en 
persona 
protegida 
De ciento sesenta 
(160) a trescientos 
sesenta (360) meses. 
De seiscientos sesenta y seis  
punto sesenta y seis (666.66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 





De ciento sesenta 
(160) a trescientos 
veinticuatro  (324) 
meses. 
De seiscientos sesenta y seis  
punto sesenta y seis (666.66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 








De ciento sesenta 
(160) a trescientos 
veinticuatro  (324) 
meses. 
De seiscientos sesenta y seis  
punto sesenta y seis (666.66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 





De sesenta y cuatro 
(64) a  ciento sesenta 
y dos (162) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
setecientos cincuenta (750) 
smmlv. 







De sesenta y cuatro 
(64) a  ciento sesenta 
y dos (162) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 











De sesenta y cuatro 
(64) a  ciento sesenta 
y dos (162) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
setecientos cincuenta (750) 
smmlv. 




De ciento sesenta 
(160) a trescientos 
veinticuatro  (324) 
meses. 
De seiscientos sesenta y seis  
punto sesenta y seis (666.66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 




De sesenta y cuatro 
(64) a  ciento sesenta 
y dos (162) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
setecientos cincuenta (750) 
smmlv. 




De ciento sesenta 
(160) a trescientos 
veinticuatro  (324) 
meses. 
De seiscientos sesenta y seis  
punto sesenta y seis (666.66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 




De ciento sesenta 
(160) a trescientos 
veinticuatro  (324) 
meses. 
De seiscientos sesenta y seis  
punto sesenta y seis (666.66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 




De ciento sesenta 
(160) a trescientos 
veinticuatro  (324) 
meses. 
De seiscientos sesenta y seis  
punto sesenta y seis (666.66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 









De ciento cincuenta y 
seis (156) a doscientos 
setenta y seis (276) 
meses. 
De ochocientos (800) a mil 











De noventa y seis (96) 
a ciento ochenta (180) 
meses 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
trescientos (300) smmlv.  
29.  143 Perfidia De cuarenta y ocho 
(48) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a ciento cincuenta  
(150) smmlv. 
30.  144 Actos de 
terrorismo 
De doscientos 
cuarenta (240) a 
cuatrocientos 
cincuenta  (450) 
meses 
De dos mil seiscientos sesenta 
y seis punto sesenta y seis 
(2666.66) a cincuenta mil 
(50000) smmlv. 
31.  145 Actos de 
barbarie 
De ciento sesenta 
(160) a doscientos 
setenta (270) meses 
De doscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (266.66) a 
setecientos cincuenta (750) 
smmlv. 










De ochenta  (80) a 
ciento ochenta  (180) 
meses 
De doscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (266.66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 
33.  147 Actos de 
discriminac
ión racial 
De ochenta  (80) a 
ciento ochenta  (180) 
meses 
De doscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (266.66) a 






34.  148 Toma de 
rehenes 
De trescientos veinte 
(320) a quinientos 
cuarenta (540) meses 
De dos mil seiscientos sesenta 
y seis punto sesenta y seis 
(2666.66) a seis mil (6000) 
smmlv. 





De ciento sesenta 
(160) a doscientos 
setenta  (270) meses 
De mil trescientos treinta y tres 
punto treinta y tres (133.33) a 
tres mil (3000) smmlv. 




De cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho 
(108) meses 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
cuatrocientos cincuenta  (450) 
smmlv. 




De cuarenta y ocho 
(48)  a ciento ocho 
(108) meses 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
cuatrocientos cincuenta  (450) 
smmlv. 








De cuarenta y ocho 
(48)  a noventa (90) 
meses 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a ciento cincuenta 
(150) smmlv. 






as    
Inciso 1 De cuarenta y 
ocho (48) a ciento 
ocho (108) meses.                                                      
Inciso 2 Se 
incrementará hasta en 
la mitad. 
Inciso 1 ciento treinta y tres 
punto treinta y tres (133.33) a 













De ochenta (80) a 
ciento ochenta (180) 
meses. 
De seiscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (666.66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 







De ochenta (80) a 
ciento ochenta (180) 
meses. 
De seiscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (666.66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 









De cuarenta y ocho 
(48) a ciento ochenta 
(180) meses 
De doscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (266.66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 








Inciso 1 De ciento 
sesenta (160) a 
doscientos setenta 
(270) meses.                      
Inciso 2 De doscientos 
cuarenta (240) a 
trescientos sesenta 
(360) meses. 
Inciso 1 mil trescientos treinta y 
tres punto treinta y tres 
(1333.33) a cuatro mil 
quinientos (4500) smmlv. Inciso 
2 dos mil seiscientos sesenta y 
seis punto sesenta y seis 
(2666.66) a seis mil (6000) 
smmlv. 
44.  158 Represalia
s 
De treinta y dos (32) a 
noventa (90) meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
















De ciento sesenta 
(160) a trescientos 
sesenta (360) meses. 
De mil trescientos treinta y tres  
(1333.33) a tres mil (3000) 
smmlv. 






De ochenta (80)  a 
ciento ochenta (180) 
meses. 
De seiscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (666.66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 








De sesenta y cuatro 
(64) a ciento cuarenta 
y cuatro  (144) meses. 
De doscientos sesenta y seis 
(266.66) a mil quinientos (1500) 
smmlv. 
48.  162 Reclutamie
nto ilícito  
De noventa y seis (96) 
a ciento ochenta (180) 
meses. 
De ochocientos (800)  a mil 
quinientos (1500) smmlv. 




De noventa y seis (96) 
a doscientos setenta 
(270) meses. 
De seiscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (666.66) a 
cuatro mil quinientos (4500) 
smmlv. 




De ciento sesenta 
(160) a doscientos 
setenta (270) meses 
De seis mil seiscientos sesenta 
y seis punto sesenta y seis 







51.  165 Desaparici
ón forzada 
De trescientos veinte 
(320) a quinientos 
cuarenta (540) meses. 
De mil trescientos treinta y tres 
punto treinta y tres  (1333.33) a 
cuatro mil quinientos (4500) 
smmlv. 
52.  168 Secuestro 
simple 
De ciento noventa y 
dos (192) a trescientos 
sesenta (360) meses. 
De ochocientos (800) a mil 
quinientos (1500) smmlv. 
53.  169 Secuestro 
extorsivo 
De trescientos veinte 
(320) a quinientos 
cuatro (504) meses. 
De dos mil seiscientos sesenta 
y seis punto sesenta y seis 
(2.666.66) a seis mil (6.000) 
smmlv. 







De ciento sesenta 
(160) a doscientos 
setenta (270) meses.  
De mil trescientos treinta y tres 
punto treinta y tres (1333.33) a 
cuatro mil quinientos (4.500) 
smmlv. 
55.  178 Tortura  De ciento veintiocho 
(128) a doscientos 
setenta (270) meses 
De mil sesenta y seis punto 
sesenta y seis (1066.66) a tres 
mil (3000) smmlv. 
56.  180 Desplazam
iento 
forzado 
De noventa y seis (96) 
a doscientos dieciséis 
(216) meses 
De ochocientos (800) a dos mil 
doscientos cincuenta (2.250) 
smmlv. 








Inciso 1 De dieciséis 
(16) a treinta y seis 
(36) meses.                                                                          
Inciso 2 de treinta y 
dos (32) a cincuenta 
(54) meses.        
Inciso 1 De trece puntos treinta 
y tres (13.33) a ciento cincuenta 
(150) smmlv.
Inciso 2 De veinte (20) a 







58.  188 Del tráfico 
de 
migrantes 
De noventa y seis (96) 
a ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a ciento cincuenta 
(150) smmlv. 
59.  188A Trata de 
personas 
De trece (13) a 
veintitrés (23) años. 
De ochocientos (800) a mil 
quinientos (1.500) smmlv. 





De treinta (30) a 
sesenta (60) años.  
De mil (1.000) a dos mil (2.000) 
smmlv. 
61.  199 Sabotaje Inciso 1 De dieciséis 
(16) a ciento ocho 
(108) meses.                                                                 
Inciso 2 La pena se 
aumentará hasta en 
una tercera parte.  
De seis punto sesenta y seis 
(6.66) a treinta (30) smmlv. 






Inciso 1 De uno (1) a 
dos (2) años.                    
Inciso 2 De tres (3) a 
cinco (5) años. 
Inciso 1 De cien (100) a 
trescientos (300) smmlv.                                            
Inciso 2 De trescientos (300) a 
quinientos (500) smmlv. 




De diez (10)  a 
veintidós  (22) años. 
De sesenta y seis (66) a 
setecientos cincuenta (750) 
smmlv. 




De catorce (14) a 
veinticinco (25) años. 
De sesenta y siete (67) a 
setecientos cincuenta  (750) 
smmlv. 
65.  214 Constreñi
miento a la 
prostitució
De nueve (9) a trece 
(13) años. 
De sesenta y seis (66) a 













Inciso 1 De diez (10) a 
catorce  (14) años.         
Inciso 2 Se aumentará 
de una tercera parte a 
la mitad. 
Inciso 1 De sesenta y seis (66) 
a setecientos cincuenta (750) 
smmlv.                               Inciso 
2 Se aumentará de una tercera 
parte a la mitad. 




de 18 años 
Inciso 1-2 De diez (10) 
a veinte (20) años.              
Inciso 3 Se aumentará 
de una tercera parte a 
la mitad. 
Inciso 1-2 De ciento cincuenta 
(150) a mil quinientos (1500) 
smmlv.                         Inciso 3 
Se aumentará de una tercera 
parte a la mitad. 













de 18 años 
Inciso 1 De diez (10) a 
catorce  (14) años.               
Inciso 2  Se aumentará 
hasta en la mitad (1/2).  
Inciso 1 De sesenta y siete  (67) 
a setecientos cincuenta (750) 
smmlv.                              Inciso 
2 Se aumentarán hasta la mitad 
(1/2). 
69.  220 Injuria De dieciséis  (16) a 
cincuenta y cuatro (54) 
meses. 
De trece punto treinta y tres 
(13.33) a mil quinientos (1500) 
smmlv. 
70.  221 Calumnia De dieciséis  (16) a 
setenta y dos (72) 
meses. 
De trece punto treinta y tres 







71.  222 Injuria y 
calumnia 
indirectas 
Injuria indirecta: De 
dieciséis  (16) a 
cincuenta y cuatro (54) 
meses.                                        
Calumnia indirecta: De 
dieciséis  (16) a 
setenta y dos (72) 
meses. 
Injuria indirecta: De trece punto 
treinta y tres (13.33) a mil 
quinientos (1500) smmlv.                                                            
Calumnia indirecta: De trece 
punto treinta y tres (13.33) a mil 
quinientos (1500) smmlv. 
72.  226 Injuria por 
vías de 
hecho 
De dieciséis  (16) a 
cincuenta y cuatro (54) 
meses. 
De trece punto treinta y tres 
(13.33) a mil quinientos (1500) 
smmlv. 






De dieciséis  (16) a 
treinta y seis (36) 
meses. 
De uno punto treinta y tres 
(1.33) a veinticuatro (24) smmlv. 







 De uno (1)  a tres (3) smmlv. 
De uno (1) a dieciséis  (16) 
smmlv. 
75.  233 Inasistenci
a 
alimentaria 
Inciso 1 de dieciséis  
(16) a cincuenta y 
cuatro (54) meses.                                                                 
Inciso 2 de treinta y 
dos (32) a setenta y 
dos (72) meses. 
Inciso 1 de trece punto treinta y 
tres (13.33) a treinta (30) 
smmlv.
Inciso 2 de veinte (20) a treinta 
y siete punto cinco (37.5) 
smmlv. 





De dieciséis  (16) a 
treinta y seis (36) 
meses. 
De uno punto treinta y tres 














De dieciséis (16) a 
treinta y seis (36) 
meses. 
Se trece punto treinta y tres 
(13.33) a treinta  (30) smmlv. 
78.  244 Extorsión De ciento noventa y 
dos (192) a doscientos 
ochenta y ocho (288) 
meses. 
De ochocientos (800) a mil 
ochocientos (1.800) smmlv. 
79.  249 Abuso de 
confianza 
Inciso 1 de dieciséis 
(16) a setenta y dos 
(72) meses.                                                                     
Inciso 2 de dieciséis 
(16) a treinta y seis 
(36) meses. 
Inciso 1 De trece punto treinta y 
tres (13.33) a trescientos (300) 
smmlv.         Inciso
2 quince (15) smmlv. 
80.  250 Abuso de 
confianza 
calificado 
De cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho 
(108) meses. 
De cuarenta (40) a setecientos 
cincuenta (750) smmlv. 




Inciso 1 De (16) a 
setenta y dos (72) 
meses. 
Inciso 2 será de treinta 
y dos (32) a noventa 
(90) meses.   
Inciso 1 De seis punto sesenta y 
seis (6.66) a setenta y cinco 
(75) smmlv.                         
Inciso 2 De trece punto treinta y 
tres (13.33) a trescientos (300) 
smmlv. 
82.  253 Alzamiento 
de bienes.  
De dieciséis (16) a 
cincuenta y cuatro (54) 
meses.  
De trece punto treinta y 







83.  255 Disposició





De dieciséis (16) a 
setenta y dos (72) 
meses. 
De trece punto treinta y tres 
(13.33) a ciento cincuenta (150) 
smmlv. 
84.  256 Defraudaci
ón de 
fluidos 
De dieciséis (16) a 
setenta y dos (72) 
meses. 
De uno punto treinta y tres 
(1.33) a ciento cincuenta (150) 
smmlv. 









De cuatro (4) a diez 
(10) años  
De quinientos (500) a mil 
(1.000)SMMLV 







De uno (1) a tres (3) 
años 
De cinco (5) a cincuenta 
(50)SMMLV 
87.  261 Usurpació
n de 
inmuebles 
De cuarenta y ocho 
(48) a cincuenta y 
cuatro (54) meses.  
 De trece punto treinta y tres 
(13.33) a setenta y cinco 
(75) smmlv. 
88.  262 Usurpació
n de aguas 
De dieciséis (16) a 
cincuenta y cuatro (54) 
meses. 
 De trece punto treinta y tres 







89.  263 Invasión 
de tierras o 
edificacion
es. 
Inciso 1 de treinta y 
dos (32) a noventa 
(90) meses.                                                                 
Inciso 2 De cuatro (4) 
a ocho (8) años. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a trescientos 
(300) smmlv.
90.  264 Perturbaci




De dieciséis (16) a 
treinta y seis (36) 
meses. 
De seis punto sesenta y seis 
(6.66) a treinta (30) smmlv. 




De prisión de cuarenta 
y ocho (48) a noventa 
y seis (96) meses.  
De cien (100) a mil (1.000) 
smmlv.  





o red de 
telecomuni
cación 
De prisión de cuarenta 
y ocho (48) a noventa 
y seis (96) meses.  
De cien (100) a mil (1.000) 
smmlv.  
93.  269D Daño 
Informático 
De prisión de cuarenta 
y ocho (48) a noventa 
y seis (96) meses.  
De cien (100) a mil (1.000) 
smmlv.  
94.  269E Uso de 
software 
malicioso 
De prisión de cuarenta 
y ocho (48) a noventa 
y seis (96) meses.  
De cien (100) a mil (1.000) 
smmlv.  
95.  269F Violación 
de datos 
personales 
De prisión de cuarenta 
y ocho (48) a noventa 
y seis (96) meses.  














De prisión de cuarenta 
y ocho (48) a noventa 
y seis (96) meses.  
De cien (100) a mil (1.000) 
smmlv. 




De cuarenta y ocho 
(48) a ciento veinte 
(120) meses.  
De 200 a 1.500 smmlv. 





De treinta y dos (32) a 
noventa (90) meses.  
De veinte seis punto sesenta y 
seis (26.66) a trescientos (300) 
smmlv. 




es de autor 
y derechos 
conexos 
De cuatro (4) a ocho 
(8) años. 
De veintiséis punto sesenta y 
seis ( 26.66) a  mil (1.000) 
smmlv. 












De cuatro (4) a ocho 
(8) años. 
De veintiséis punto sesenta y 







101.  274 Tráfico de 
moneda 
falsificada 
De cuarenta y ocho 
(48) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses. 
Que supere los cien (100) 
smmlv, la pena se duplicará. 
102.  285 Falsedad 
marcaria 
De diez y seis (16) a 
noventa (90) meses                                              
Medio motorizado: De 
sesenta y cuatro (64) a 
ciento y cuarenta y 
cuatro (144) meses. 
De uno punto treinta y tres 
(1.33) a treinta (30) smmlv. 
103.  297 Acaparami
ento 
De cuarenta y ocho 
(48) a ciento  ocho 
(108) meses. 
De veintiséis punto sesenta y 
seis (26.66) a trescientos ( 300) 
smmlv. 
104.  298 Especulaci
ón 
De cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho 
(108) meses.                       
Medicamento: de cinco 
(5) a diez (10) años.                        
De veintiséis puntos sesenta y 
seis (26.66) a trescientos (300) 
smmlv.
Medicamento: de cuarenta (40) 
a mil (1.000) smmlv. 








De diez y seis (16) a 
cincuenta y cuatro (54) 
meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a mil quinientos 
(1.500) smmlv. 
106.  301 Agiotaje De treinta y dos (32) a 
ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses.  
Medicamento: de cinco 
(5) a diez (10) años.                                       
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a setecientos 
cincuenta (750) smmlv. 
Medicamento: de cuarenta (40) 
a mil (1.000) smmlv. 
107.  302 Pánico 
económico 
De treinta y dos (32) a 
ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses.                                            
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a setecientos 










De diez y seis (16) a 
setenta y dos (72) 
meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a trescientos 
(300) smmlv. 







De treinta y dos (32) a 
ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a setecientos 
cincuenta (750) smmlv. 
110.  305 Usura Inciso 1 De treinta y 
dos (32) a noventa 
(90) meses.                                                               
Inciso 2 De cuarenta y 
ocho (48) a ciento 
veintiséis (126) meses.                                 
Bancos: la pena se 
aumentará de la mitad 
a las tres cuartas 
partes. 
Inciso 1 De sesenta y seis punto 
sesenta y seis (66.66) a 
trescientos (300) smmlv. 
Inciso 2 De ciento treinta y tres 
punto treinta y tres (133.33) a 
seiscientos (600) smmlv. 












De cuatro (4) a ocho ( 
8) años. 
De veintiséis punto sesenta y 











De diez y seis (16) a 
setenta y dos (72) 
meses. 
De veintiséis punto sesenta y 
seis (26.66) a mil quinientos 
(1.500) smmlv. 




De treinta y dos (32) a 
noventa (90) meses.                                             
Provecho propio: 
prisión de cuarenta y 
ocho (48) a ciento 
veintiséis (126) meses.                          
De veintiséis punto sesenta y 
seis (26.66) a tres mil (3.000) 
smmlv. 
Provecho propio: de ciento 
treinta y tres punto treinta y tres 
(133.33)  a cuatro mil quinientos 
(4.500) smmlv. 
114.  309 Sustracció








De diez y seis (16) a 
cincuenta y cuatro (54) 
meses.                                                       
Si la cosa fuera 
destruida:  prisión  de 
treinta y dos (32) a 
setenta y dos (72) 
meses. 
De veintiséis punto sesenta y 
seis (26.66) a ciento cincuenta 
(150) smmlv.
Si la cosa fuera destruida: de 
sesenta y seis punto sesenta y 
seis (66.66) a trecientos (300) 
smmlv. 




De treinta y dos (32) a 
ciento cuarenta y 
cuatro(144) meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a setecientos 
cincuenta (750) smmlv. 







De seis (6) a ocho (8) 
años.                    
Representante legal: 
se aumentará en una 
tercera parte. Servidor 
público: hasta la mitad. 
De quinientos (500) a mil 
(1.000) smmlv. 
117.  316A Negativa 
de 
reintegro 
De noventa y seis ( 96) 
a ciento ochenta (180) 
meses 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a quince 











ros o sus 
derivados 
Inciso 1 De tres (3) a 
cinco (5) años.                                                              
Inciso 2 De cuatro (4) 
a ocho (8) años.                    
Inciso 3 De diez (10) a 
catorce (14) años.              
Inciso 4 De doce (12) 
a dieciséis (16) años. 
Inciso 1 De ciento cincuenta 
(150) a setecientos cincuenta
(750) smmlv.                                         
Inciso 2-3-4. de trescientos 
(300) a mil quinientos (1.500) 
smmlv.                                                                   
119.  321 Fraude 
aduanero 
De ocho (8) a doce 
(12) años. 
Inciso 1-2-3. de mil (1.000) a 
cincuenta mil (50.000) smmlv. 




Inciso 1. De cuatro (4) 
a ocho (8) años. 
Inciso 2  De nueve (9) 
a trece (13) años.              
Inciso 3 De once (11) 
a quince (15) años. 
Inciso 1-2-3. de mil (1.000) a 
cincuenta mil (50.000) smmlv. 







ros o sus 
derivados 
Inciso 1 De cinco (5) a 
nueve (9) años.                    
Inciso 2 De diez (10) a 
catorce (14) años.               
Inciso 3 De doce (12) 
a dieciséis (16) años. 
De mil (1.000) a cincuenta mil 
(50.000) smmlv. 
122.  323 Lavado de 
activos 
De diez (10) a treinta 
(30) años.                                                     
Comercio exterior: 
Aumentará de una 
tercera parte a la mitad 
De seiscientos cincuenta (650) 






123.  325 Omisión 
de control 
De treinta y ocho (38) 
a ciento veintiocho 
(128) meses 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a quince 
mil (15.000) smmlv. 













De treinta y ocho (38) 
a ciento veintiocho 
(128) meses 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a quince 
mil (15.000) smmlv. 





De treinta y ocho (38) 
a ciento veintiocho 
(128) meses 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a quince 
mil (15.000) smmlv. 
126.  326 Testaferrat
o 
De noventa y seis (96) 
A doscientos setenta 
(270) meses 
De seiscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (666.66) a 
cincuenta mil (50.000) smmlv. 
Secuestro extorsivo: seis punto 
seiscientos sesenta y seis punto 
sesenta y seis (6.666.66) a 
cincuenta mil (50.000) smmlv. 





De noventa y seis (96) 
a ciento y ocho (108) 
meses. 
Doble del incremento ilícito 
logrado, no supere los cincuenta 
















De ocho (8) a quince 
(15) años. 
De mil trescientos (1.300) a 
doce mil (12.000) smmlv. 








De cinco (5) a doce 
(12) años. 
De setecientos (700) a seis mil 
(6.000) smmlv. 
130.  327C Receptació
n 
De seis (6) a doce ( 
12) años. 
De mil (1.000) a seis mil (6.000) 
smmlv. 





De seis (6) a doce (12) 
años. 
De mil (1.000) a seis mil (6.000) 
smmlv. 







De cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho 
(108) meses.                              


















De sesenta y cuatro 
(64) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta  y tres (133.33) a 
cuarenta y cinco mil (45.000) 
smmlv. 












De sesenta (60) a 
ciento ocho (108) 
meses.                                                     
Enfermedad: 
aumentará en una 
tercera parte. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a quince 
mil (15.000) smmlv. 




De cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho 
(108) meses.                                 
Enfermedad: 
aumentará en una 
tercera parte. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a quince 
mil (15.000) smmlv. 




De cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho 
(108) meses.                                 
Enfermedad: 
aumentará en una 
tercera parte. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a quince 






137.  332 Contamina
ción 
ambiental 
De cincuenta y cinco 
(55) a ciento doce 
(112) meses.                                   
Fines terroristas, 
contaminación: 
aumentará de una 
tercera parte a la 
mitad. 
De ciento cuarenta (140) a 
cincuenta mil (50.000) smmlv. 







De dos (2) a nueve (9) 
años. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
cincuenta mil (50.000) smmlv. 










De cinco (5) a diez 
(10) años. 
De treinta mil (30.000) a 
cincuenta mil (50.000) smmlv. 









De sesenta (60) a 
ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 






141.  335 Ilícita 
actividad 
de pesca 
De cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho 
(108) meses. 
Hasta cincuenta mil (50.000) 
smmlv. 
142.  336 Caza ilegal De diez y seis (16) a 
cincuenta y cuatro (54) 
meses. 
De veinte y seis punto sesenta y 
seis (26.66) a setecientos 
cincuenta (750) smmlv. 







De cuarenta y ocho 
(48) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses.                                    
Se afecten los 
componentes 
naturales: se 
aumentará de una 
tercera parte a la 
mitad.                                                           
Promover: prisión de 
sesenta (60) a ciento 
ochenta (180) meses 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
cincuenta mil (50.000) SMLMV.                   
Promover: de trescientos (300) 
a cincuenta mil (50.000) smmlv. 
144.  338 Explotació





De treinta y dos (32) a 
ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
cincuenta mil (50.000) smmlv. 
145.  339 Modalidad 
culposa 
Disminuye hasta la 
mitad.  
Disminuye hasta la mitad. 








De doce (12) a treinta 
y seis (36) meses. 












cuarenta (240) a 
trescientos sesenta 
(360) meses. 
De mil trescientos treinta y tres 
punto treinta y tres (1.333.33) a 
treinta mil (30.000) smmlv. 
148.  343 Terrorismo Inciso 1 De ciento 
sesenta (160) a 
doscientos setenta 
(270) meses.                  
Inciso 2 De treinta y 
dos (32) a noventa 
(90) meses.  
Inciso 1 De mil trescientos 
treinta y tres punto treinta y tres 
(1.333.33) a quince mil (15.000) 
smmlv.                                                                      
Inciso 2 De ciento treinta y tres 
punto treinta y tres (133.33) a 
setecientos cincuenta (750) 
smmlv. 




















De trece (13) a 
veintidós (22) años. 
De mil trescientos (1.300) a 
quince mil (15.000) smmlv. 




De cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho 
(108) meses.  
De sesenta y seis punto sesenta 







151.  347 Amenazas De cuatro (4) a ocho 
(8) años. 
De trece punto treinta y tres 
(13.33) a ciento cincuenta (150) 
smmlv. 
152.  348 Instigación 
a delinquir 
De ochenta (80) a 
ciento ochenta (180) 
meses.  
De seiscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (666.66) a 
mil quinientos (1.500) smmlv. 





De treinta y dos (32) a 
noventa (90) meses.  
De trece punto treinta y tres 
(13.33) a ciento cincuenta (150) 
smmlv. 
154.  350 Incendio De dieciséis (16) a 
ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses.  
De trece punto treinta y tres 
(13.33) a ciento cincuenta (150) 
smmlv. 




De treinta y dos (32) a 
ciento ochenta (180) 
meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
setecientos cincuenta (750) 
smmlv. 





De dieciséis (16) a 
ciento ochenta (180) 
meses.  
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a setecientos 
cincuenta (750) smmlv. 






De cuatro (4) a ocho 
(8) años. 
De trece punto treinta y tres 
(13.33) a setenta y cinco (75) 
smmlv. 
158.  353A Obstrucció




De veinticuatro (24) a 
cuarenta y ocho (48) 
meses. 









159.  354 Siniestro o 
daño de 
nave 
De dieciséis (16) a 
ciento veintiséis (126) 
meses.  
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a setecientos 
cincuenta (750) smmlv. 











De treinta y dos (32) a 
noventa (90) meses. 
De trece punto treinta y tres 
(13.33) a ciento cincuenta (150) 
smmlv. 
161.  358 Tenencia, 
fabricación 




De cuarenta y ocho 
(48) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a treinta 
mil (30.000) smmlv. 






Inciso 1-2 De dieciséis  
(16) a noventa (90) 
meses. 
Inciso 3 De ochenta 
(80) a ciento ochenta 
(180) meses.  
Inciso 2 De cinco (5) a diez (10) 
smmlv. 
Inciso 3 De ciento treinta y 
cuatro (134) a setecientos 
cincuenta (750) smmlv.                          
Inciso 5 de cinco (5) a diez (10) 
smmlv. 




reducirá de una 
tercera parte a la 
La pena correspondiente se 















De cuarenta y ocho 
(48) a ciento ochenta 
(180) meses  
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a treinta 
mil (30.000) smmlv. 





De cuarenta ocho (48) 
a ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a treinta 
mil (30.000) smmlv. 









Inciso 1 De treinta y 
dos (32) a ciento ocho 
(108) meses.                                                       
Inciso 2 De cuarenta y 
ocho (48) a ciento 
cuarenta y cuatro 
(144) meses.  
Inciso 1 De veintiséis punto 
sesenta y seis (26.66) a ciento 
cincuenta (150) smmlv. 
Inciso 2 De sesenta y seis punto 
sesenta y seis (66.66) a 
trescientos (300) smmlv. 
167.  364 Obstrucció




De dieciséis (16) a 
setenta y dos (72) 
meses. 
De trece punto treinta y tres 
(13.33) a setenta y cinco (75) 
smmlv.  








De noventa y seis (96) 
a ciento ochenta (180) 
meses.  
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a treinta 



















De ciento sesenta 
(160) a doscientos 
setenta (270) meses.  
De seiscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (666,66) a 
mil quinientos (1500) smmlv. 










De noventa y seis (96) 
a ciento ochenta (180) 
meses.  
De doscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (266,66) a 
setecientos cincuenta (750) 
smmlv. 







Inciso 1 De (5) a doce 
(12) años                             
Inc4 de ocho (8) a 
quince (15) años. 
Inciso 1-2 De doscientos (200) a 
mil quinientos (1.500) smmlv. 






De cinco (5) a once 
(11) años. 
De doscientos (200) a mil 















De cinco (5) a once 
(11) años. 
De doscientos (200) a mil 
quinientos (1500) smmlv. 
174.   374 A Enajenació
n ilegal de 
medicame
ntos 
De veinticuatro(24) a 
cuarenta y ocho (48) 
meses. 
De cincuenta (50) a doscientos 
(200) smmlv. 






Inciso 1 De noventa y 
seis (96) a doscientos 
dieciseises (216) 
meses.                          
Inciso 2 De sesenta y 
cuatro (64) a ciento 
ocho (108) meses. 
Inciso 1 De doscientos sesenta 
y seis punto sesenta y seis 
(266.66) a dos mil doscientos 
cincuenta (2.250) smmlv.                                
Inciso 2 De trece punto treinta y 
tres (13.33) a setenta y cinco 
(75) smmlv. 
176.  376 Trafico, 
fabricación 
o porte de 
estupefaci
entes 
Inciso 1 De ciento 
veintiocho (128) a 
trescientos sesenta 
(360) meses.                                       
Inciso 2 De sesenta y 
cuatro (64) a ciento 
ocho (108) meses.                                            
Inciso 3 De noventa y 
seis (96) a ciento 
cuarenta y cuatro 
(144) meses. 
Inciso 1 De mil trecientos treinta 
y cuatro (1.334) a cincuenta mil 
(50.000) smmlv. 
Inciso 2 De dos (2) a ciento 
cincuenta (150) smmlv. 
Inciso 3 De ciento veinte y 







177.  377 Destinació
n ilícita de 
muebles o 
inmuebles 
De noventa y seis (96) 
a doscientos dieciséis 
(216) meses.  
De mil trecientos treinta y tres 
punto treinta y tres  (1333.33) a 
cincuenta mil (50.000) smmlv. 











De seis (6) a doce (12) 
años. 
De mil (1000) a cincuenta mil 
(50.000) smmlv. 
179.  378 Estímulo al 
uso ilícito  
De cuarenta y ocho 
(48) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a mil 
quinientos (1500) smmlv. 




De cuarenta y ocho 
(48) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a mil 
quinientos (1500) smmlv. 







De sesenta y cuatro 
(64) a ciento ochenta 
(180) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
tres (133.33)  a mil quinientos 
(1.500) smmlv. 





De dieciséis (16) a 
cincuenta y cuatro (54) 
meses. 
De trece punto treinta y tres 







183.  400 Peculado 
culposo 
De dieciséis (16) a 
cincuenta y cuatro (54) 
meses. 
De trece punto treinta y tres 
(13.33) a setenta y cinco (75) 
smmlv. 














De treinta y dos (32) a 
noventa (90) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
setecientos cincuenta (750) 
smmlv. 
185.  403A Fraude de 
subvenció
n 
De cinco (5) a nueve 
(9) años. 
De doscientos (200) a mil 
(1000) smmlv. 
186.  404 Concusión De noventa y seis (96) 
a ciento ochenta (180) 
meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a ciento cincuenta 
(150) smmlv. 
187.  405 Cohecho 
propio 
De ochenta (80) a 
ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses.  
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a ciento cincuenta 
(150) smmlv. 
188.  406 Cohecho 
impropio 
Inciso 1 De sesenta y 
cuatro (64) a ciento 
veinte seis (126) 
meses.     
Inciso 2 De treinta y 
dos (32) a noventa 
(90) meses.  
Inciso 1 De sesenta y seis punto 
sesenta y seis a ciento 
cincuenta (150) smmlv. 
Inciso 2 De cuarenta (40)  a 






189.  407 Cohecho 
por dar u 
ofrecer 
De cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho 
(108) meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a ciento cincuenta 
(150) smmlv. 










De sesenta y cuatro  
(64) a doscientos 
dieciséis  (216) meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a trescientos 
smmlv. 






De sesenta y cuatro 
(64) a doscientos 
dieciséis  (16) meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a trescientos 
(300) smmlv. 






De sesenta y cuatro 
(64) a doscientos 
dieciséis  (216) meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a trescientos 
(300) smmlv. 




De sesenta y cuatro 
(64) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
trescientos (300) smmlv. 




De cuatro (4) a ocho 
(8) años. 







195.  413 Prevaricat
o por 
acción  
De cuarenta y ocho 
(48) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a trescientos 
(300) smmlv. 
196.  414 Prevaricat
o por 
omisión 
De treinta y dos (32) a 
noventa (90) meses. 
De trece punto treinta y tres 
(13.33) a setenta y cinco (75) 
smmlv. 
197.  418 Revelación 
de secreto 
De dieciséis  (16) a 
cincuenta y cuatro (54) 
meses. 
De veinte (20) a noventa (90) 
smmlv. 
198.  423 Empleo 
ilegal de la 
fuerza 
pública  
De dieciséis  (16) a 
setenta y dos (72) 
meses. 
De trece punto treinta y tres 
(13.33) a setenta y cinco (75) 
smmlv.  




Incisos 1-2 De dos (2) 
a cuatro (4) años.                                           
Inciso 3 Se duplicará.  
Inciso 1-2 de tres (3) a quince 
(15) smmlv.         Inciso 3 
Se duplicará.  
200.  433 Soborno 
transnacio
nal  
De nueve (9) a quince 
(15) años. 
De cien (100) a doscientos 
(200) smmlv. 
201.  435 Falsa 
denuncia 
De dieciséis  (16) a 
treinta y seis (36) 
meses. 
De dos punto sesenta y seis 
(2.66) a quince (15) smmlv. 






De sesenta y cuatro 
(64) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses. 
De dos punto sesenta y seis 
(2.66) a treinta (30) smmlv. 
203.  437 Falsa auto 
acusación 
De dieciséis  (16)  a 
treinta y seis (36) 
meses. 
De dos punto sesenta y seis 






204.  444 Soborno De seis (6) a doce (12) 
años. 
De cien (100) a mil (1.000) 
smmlv. 




 De seis (6) a doce 
(12) años. 
De Cincuenta (50) a dos mil 
(2.000) smmlv. 
206.  447 Receptació
n 
Inciso 1 De Cuatro (4) 
a doce (12) años.                              
Inciso 2 De seis (6) a 
trece (13) años. 
Inciso 1 De Seis punto sesenta 
y seis (6.66) a setecientos 
cincuenta (750) smmlv. 
Inciso 2 De siete (7) a 
setecientos (700) smmlv. 
207.  453 Fraude 
procesal 
Seis (6) a doce (12) 
años. 
De doscientos (200) a mil 
(1.000) smmlv. 






Dieciséis (16) a 
setenta y dos (72) 
meses. 
De seis punto sesenta y seis 
(6.66) a setenta y cinco (75) 
smmlv. 
209.  454A Amenazas 
a testigo 
Inciso 1 De cuatro (4) 
a ocho (8) años.                                 
Inciso 2 De cinco (5) a 
doce (12) años. 
Inciso 1 De cincuenta (50) a dos 
mil (2.000) smmlv. 
Inciso 2 De cien (100) a cuatro 
mil (4.000) smmlv. 









De cuatro (4) a doce 
(12) años. 







211.  454C Impedimen
to o 
perturbació





De tres (3) a seis (6) 
años. 
De cien (100) a dos mil (2.000) 
smmlv. 
212.  467 Rebelión De noventa y seis (96) 
a ciento sesenta y dos 
(162) meses. 
De ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 
trescientos (300) smmlv. 
213.  468 Sedición Treinta y dos (32) a 
ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses. 
De sesenta y seis punto sesenta 
y seis (66.66) a ciento cincuenta 
(150) smmlv. 
 
(c) Casos especiales de la pena de multa como acompañante de la pena de 
prisión 
 
En esta categoría se agrupan aquellas sanciones en las cuales el margen punitivo 
no está determinado por mínimos y máximos, sino que se fija de acuerdo a 
porcentajes y en algunos casos se determinan topes máximos para esta sanción. 
 
Tabla 6: Casos especiales de la pena de multa como acompañante de la pena 
de prisión 
 
Caso Artículo Delito Prisión Costo Inciso Margen 
punitivo 
1.  219B Omisión 
de 
denuncia 














2.  246 Estafa Inciso 1 De 
treinta y dos 
(32) a ciento 
cuarenta y 
cuatro (144) 
meses.            






  Inciso 1 De 
sesenta y seis 
punto sesenta y 
seis (66.66) a 
mil quinientos 
(1.500) smmlv.                
Inciso 2 hasta 
15 smmlv. 
3.  250A Corrupció
n privada 
Inciso 1 De 
cuatro (4) a 
ocho (8) 
años. 
Inciso 2 De 
seis (6) a 
diez (10) 
años. 
    De diez (10) 
hasta de mil 
(1.000) 
smmlv. 




(4) a ocho 
(8) años. 
    De diez (10) 
hasta de mil 
(1.000) 
smmlv. 
5.  265 Daño en 
bien 
ajeno 




(90) meses.                                                            
Inciso 2 de 
dieciséis 
(16) a 
  Inciso 1 de seis 
punto sesenta y 
seis (6.66) a 
treinta y siete 
punto cinco
(37.5) smmlv. 

















De uno (1) a 
seis (6) 
años.  




7.  313 Evasión 
fiscal 
De cinco (5) 
a diez (10) 
años. 












De treinta y 
















De treinta y 
dos (32) a 
ciento  ocho 
(108) 
meses. 























meses.                                




















De treinta y 
dos (32) a 
ciento ocho 
(108) 
meses.                                                            
Se 
aumentará 
hasta en la 
mitad. 
















hasta en la 
mitad.  
    0 




(4) a ocho 
(8) años.    
Inciso 3.  De 
nueve (9) a 


























De tres (3) a 
cinco (5) 
años.           
Inciso 4 De 
cuatro (4) a 
ocho (8) 
años.             
Inciso 5 De 
diez (10) a 
catorce (14) 
años.             
Inciso 6. De 
doce (12) a 
dieciséis 
(16) años.  





smmlv.              
Inciso 4 De 
trescientos 
(300) a mil 
quinientos 
(1.500) smmlv.                                                                




(50.000) smmlv.  
Inciso 4-5-6. 
Sin que en 
ningún caso 


















Inciso 1. de 
prisión de 
tres (3) a 
seis (6) 
años.                                                              
Inciso 2. de 
seis (6) a 
diez (10) 
años. 





















Inciso 1 De 
quince (15) 
a treinta 
(30) años.     





parte a la 
mitad. 
    Setenta mil 
(70.000) 
smmlv. 
17.  340 Concierto 
para 
delinquir 
Inciso 1 de 
cuarenta y 
ocho (48) a 
ciento ocho 
(108) 
meses.                                               
Inciso 2 de 
ocho (8) a 
dieciocho 
(18) años 
Inc4 de seis 
(6) a doce 
(12) años. 






smmlv.                               










Inciso 1 De 
noventa y 




meses.                                          







    Inciso 1 Multa 
equivalente al 
valor de lo 
apropiado sin 






















(50) smmlv..  







De cuarenta  











20.  410A Acuerdos 
restrictivo
s de la 
competen
cia 
Inciso 1 de 







  Inciso 1 de 
doscientos 
(200) a mil 
(1000) smmlv. 
Parágrafo. 
Un 40% de la 
multa a 
imponer. 




(9) a quince 
(15) años. 
    Equivalente 
al doble del 
valor del 
enriquecimie






22.  430 Perturbac
ión de 
actos 
Inciso 1 de 
dos (2)  a 
cuatro (4) 
años.        









oficiales  Inciso 2 de 





De la información atrás referida se puede colegir que: 
 
- La imposición de la pena de multa en el 88,1% de los delitos no depende de 
la capacidad económica real del infractor de la ley penal, únicamente se 
considera esta circunstancia en el 11,9% de los delitos.  
 
En el cuadro que a continuación se presenta se discriminan los delitos de acuerdo 




Fuente: Elaboración propia. 
 
En las condiciones antes analizadas no resultaría extraño encontrar que una 
persona de escasos recursos, como los habitante de calle, se pueda hacer 
acreedor de una multa que no tiene la capacidad de pagar. 
 
- Para el legislador, la pena de multa es una sanción de suma importancia, 
pues de los 380 delitos analizados, 267 (70.2%) tienen consagrada esta 
sanción.  
 
- En la parte general del Código Penal, el legislador dice que la multa sólo se 
clasifica en acompañante de la pena de prisión -y en este caso el legislador 
Clasificación pena de multa en el Código Penal 
Delitos con multa (pena única) 32 Delitos con multa (mín -max) 213








fijará su monto- y modalidad progresiva de unidad multa – donde se 
determina por los criterios establecidos en el artículo 39 del Código Penal y 
el tipo penal sólo hace mención a ella- ; sin embargo en la parte especial se 
confunden ambas clases, estableciendo penas de multa como 
acompañantes de la pena de prisión con los criterios de la modalidad 
progresiva y viceversa; eventos a los que el grupo de investigación asignó 
el nombre de casos especiales.  
 
- La regulación de la pena de multa denota una falta de técnica legislativa, 
pues algunas de las sanciones no respetan el tope máximo general de esta 
sanción, es decir, aquel que no puede superar ninguna pena de multa; y los 
casos especiales demuestran que el legislador confunde la clasificación que 
estableció en el artículo 39 del Código Penal, y que el operador judicial en 
la actualidad no tiene lineamientos claros para imponerla, pues en algunos 
casos no establece límite mínimo y en otros ni siquiera la establece en 








Capítulo II: Criterios utilizados por las autoridades judiciales para la 
imposición de la pena de multa. 
 
Para dilucidar este aspecto durante el 2017 se realizaron entrevistas a 33 de los 
36 jueces que administran justicia en lo penal en el Distrito de Pereira, así como a 
los 3 magistrados que integran la Sala Penal del Tribunal Superior de ese Distrito. 
Todas ellas se encuentran debidamente documentadas y se cuenta con el 
respectivo formato de consentimiento informado. 
 
Estos funcionarios fueron interrogados sobre los siguientes aspectos: 
 
1) Si se han apartado de los mínimos y máximos establecidos por el legislador 
para imponer la pena de multa, a lo que 5 (13,8%) autoridades respondieron 
afirmativamente, 30 (83,3%) negativamente y solo 1 (2,7%) no dio respuesta. 
 
2) Si consideraban las condiciones económicas del infractor para determinar la 
multa 11 (30,5%) respondieron que sí, 24 (66,6%) que no y 1 (2,7%) no 
resolvió el interrogante. 
 
3) Cuando se preguntaron por los criterios empleados para la fijación de esta 
sanción respondieron así: 27 (75%) que la ley, 4 (11,11%) la gravedad de la 
conducta, 1 (2,7%) la intensidad del dolo, 5 (13,8%) las condiciones del 
infractor y 2 (5,5%) el daño. Es de anotar que los jueces interrogados en 
algunos casos escogieron más de un criterio. 
 
4) En lo relacionado con el porcentaje de personas con capacidad para pagar la 
multa, de acuerdo a los casos conocidos por el Juzgado, se tuvo lo siguiente: 
 
20 (55,5%) personas respondieron que los procesados sí tenían la posibilidad 
de pagar; 6 (16,6%) jueces indicaron que 10% de la población puede pagar; 2 
(5,5%) que el 0.5%; 1 (2,7%) que 2%, 4 (11,11%) que el 20%, 1 (2,7%) que el 
3%, 1 (2,7%) que el 30%, 2 (5,5%) que el 50% y 4 (11,11%) que el 1%); 9 
(25%) indicaron que los condenados no tenían recursos y 7 (19,3%) no sabían 
esa información. 
5) En cuanto a la efectividad del recaudo de la multa 18 (50%) jueces afirmaron 
que no era eficiente y 18 (50%) indicaron que desconocían esa información. 
 
6) Los interrogados formularon propuestas para garantizar el cumplimiento de la 
pena de multa: (i) eliminarla para delitos menores y aumentarla para los que 
atentan contra mujeres y niños; (ii) hacer que la multa responda a las 






(iv) abolirla; (v) imponerla únicamente en delitos relacionados con tráfico de 
estupefacientes, lavado de activos, corrupción, en los que se afecte el dinero 
público y en los que se genere un incremento patrimonial; (vi) adoptar medidas 
cautelares para frenar la insolvencia; (vii) fortalecer la administración de 
justicia; (viii) reducir los topes mínimos; (ix) utilizar penas alternativas; (x) tener 
en cuenta grados de antijuridicidad y daño; y (xi) permitir que el juez se aparte 
de los mínimos y máximos. 
 
Adicionalmente se auscultaron once (11) expedientes escogidos al azar de los 
diferentes juzgados del Departamento, con el fin de verificar los criterios que 
tuvieron en cuenta las autoridades judiciales al momento de imponer la multa. 
 
Para tales efectos se diseñó una ficha de análisis con las siguientes categorías: 
despacho judicial, municipio, radicado, condenado(a), delito, fecha de ejecutoria 
de la sentencia, bien jurídico tutelado, pena impuesta, criterios utilizados por el 
juez para fijar la multa, se hizo mención de las condiciones económicas del 
condenado, fechas de extinción de la pena, ejecución de penas constato el pago 
de la multa para extinguir la pena.  
 
Con dicho cuadro se pudo determinar que en el 81,8% (9) de los casos, no se 
consideró la capacidad de pago del condenado, solo en el 18,18% (2) de los 
expedientes se hizo mención a esa situación; sin embargo, en la totalidad de los 
eventos analizados se acudió a la ley como criterio determinador de la multa.  
 
De lo anotado se desprende que: 
 
- La mayoría de las autoridades judiciales del Distrito de Risaralda 
manifestaron que utilizaban la ley como principal elemento para determinar 
la pena de multa, adicionalmente indicaron que empleaban otros criterios 
como la gravedad de la conducta, la intensidad del dolo, las condiciones 
económicas del infractor y el daño causado con el delito; sin embargo, 
estas también fueron previstas por el legislador para la imposición de la 
pena de multa en los artículos 39 y 61 del Código Penal. Además, el grueso 
de entrevistados indicó que no se aparta de la ley para determinar el 
importe de esta sanción, de lo que se colige que, en la fijación de la multa 
en sede judicial, también se presentan las contradicciones precisadas en el 
capítulo anterior. 
 
Adicionalmente, se aprecia cierta confusión por parte de las autoridades judiciales 






alusión a varios criterios contemplados en la ley como si se trataran de aspectos 
derivados de la sana crítica. 
 
- En cuanto a la capacidad económica de los infractores, el 44.5% de jueces 
consideró que no tenía la forma de sufragar la multa y que un limitado 
porcentaje si constaba con los recursos suficientes para pagarla; pero a 
pesar de ello, solo el 30,5% de los jueces tuvo en cuenta esta circunstancia 
para imponerla.  
 
En los expedientes judiciales revisados se encontró que la capacidad económica 
sólo fue analizada en el 18,18% de los casos. 
Lo que lleva a concluir que los jueces del Distrito Judicial de Risaralda imponen la 
pena de multa, sin considerar la posibilidad o probabilidad real de pago; es más, 
de antemano conocen que las limitadas oportunidades de pago de los penalmente 









Capítulo III: Procedimiento de recaudo.  
 
La vigilancia del recaudo del importe de la multa fue asignado por el artículo 41 de 
la Ley 599 de 2000 a los Jueces de Ejecución Fiscales, sin embargo, dichas 
autoridades judiciales no fueron creadas por la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura, entidad que de acuerdo con el artículo 257 numeral 2 de 
la Constitución Política de Colombia, cumple esta función. 
 
Lo anterior puede deberse a que cuando se dispuso la creación de tales 
autoridades judiciales, no se previó que también debía ser contempladas en la Ley 
270 de 1996 – Ley estatutaria de Administración de Justicia-, disposición que no 
hace ninguna alusión a este tipo de autoridades, únicamente prevé a los jueces de 
ejecución de penas y medida de seguridad.  
 
Esta función ha sido asumida por los Consejos de la Judicatura a través de las 
Direcciones Seccionales de Administración Judicial, de conformidad con el artículo 
136 de la Ley 6 de 1992; excepto las sanciones penales que se imponían por la 
infracción al Estatuto Nacional de Estupefacientes, las cuales fueron asignadas al 
Ministerio de Justicia, pero con la Ley 1743 de 2014, fueron reasignadas al 
Consejo Superior. 
 
De lo anterior se desprende que existe una entidad encargada de ejecutar la 
sanción pecuniaria, pero no hay una autoridad judicial que la vigile, pues a los 
jueces de ejecución de penas no se les atribuyen funciones con relación a la 
multa, tema que cobra vital importancia en lo relacionado con la conversión de la 
multa en arresto o trabajo. 
 
Para confrontar la anterior información, se entrevistaron a 3 de los 4 jueces de 
ejecución de penas que tiene el Departamento y al Director Seccional de 
Administración Judicial de Pereira. 
 
Los jueces de ejecución de penas en cuanto a la verificación del pago de la multa 
antes de declarar la extinción de la pena, el 66% (2) de los entrevistados indicaron 
que no lo hacían porque no era de su competencia y correspondía a cobro 
coactivo. Solo 1 (33,3%) de ellos informó que, si se percataba de que la multa no 
había sido cancelada, oficiaba a los órganos encargados del cobro coactivo. 
 
Este aspecto guarda relación con la información recaudada a partir del estudio de 






con el cual en el 100% (11) de los expedientes estudiados se constató que 
ejecución de penas no verificó el pago de la multa antes de declarar la extinción 
de la sanción penal; sin embargo como dato importante, el Juzgado Primero de 
Ejecución de Penas de Manizales celebró a un acuerdo de pago con el justiciable, 
no obstante lo cual declaró igualmente la extinción.  
 
Por otro lado, la Dirección Seccional de Administración Judicial de Pereira, sobre 
el trámite que se adelanta para el cobro coactivo de las diferentes multas que 
imponen los jueces de Risaralda, aseguró que para el año 2017 el recaudo 
ascendía al 5% de las sanciones, porcentaje que cobijaba tanto sentencias de 
carácter penal como otras.  
 
Indica que para el recaudo tiene la posibilidad de embargar directamente bienes, 
en general todas las potestades que contempla el Estatuto Tributario. Agrega que 
no todas las decisiones de los jueces señalan el plazo, y si no lo dice el plazo, se 
debe entender que la multa debe pagarse a partir de la ejecutoria de la sentencia 
 
Agrega que el cobro coactivo tiene dos fases: Inicialmente es un cobro persuasivo, 
en el que se cita a la persona para llegar a un acuerdo de pago; y luego se sigue 
el registro de bienes, se hace cada 6 meses (DIAN, entre otras instituciones).  
 
Como gastos de este trámite indica que son básicamente los dineros invertidos en 
el salario del abogado ejecutor, más o menos tres millones mensuales o sesenta 
millones al año, y lo que logra recaudarse son alrededor de noventa millones. 
 
Las funciones desempeñadas por el profesional universitario son las mismas que 
las de un juzgado de ejecución civil, pero adicionalmente debe apoyar la defensa 
judicial de la Rama Judicial. El profesional de cobro coactivo debe concentrarse en 
lo recaudable. Con lo que se recupera no se obtiene el valor de los costos 
generados con el cobro (profesionales, cartas de verificación, edictos). Se genera 
una disyuntiva entre la gestión procedimental y el recaudo efectivo, pues nos 
exigen que agotemos un procedimiento de cobro en casos que de entrada se sabe 
que la persona no cuenta con los recursos para pagar. 
 
Asegura además que los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad no 
intervienen en este asunto, solo lo hacían cuando el pago de la multa era requisito 
para la concesión de beneficios penales. 
 
Para mejorar el porcentaje de recaudo considera que como primera medida la 






investigado, para una eventual condena y que el pago sea real y efectivo; en 
segundo lugar, se deberían implementar medidas cautelares efectivas para evitar 
la insolvencia económica del potencial de deudor; y, en tercer lugar, deben 
imponerse multas asequibles, no exageradas, que el deudor pueda pagar sin 
sacrificar su sustento y el de su familia. 
 
Medidas cautelares para garantizar el pago de la multa. 
 
Otro de los elementos que se encontró es que la legislación no tiene previstas 
medidas cautelares que permitan el pago efectivo de la multa, como sí se hace 
con la pena privativa de la libertad. 
 
En el presente cuadro se relacionan los artículos del Código de Procedimiento 
Penal – Ley 906 de 2004 – y del Código Penal – Ley 599 de 2000- que establecen 
medidas para el cumplimiento de la pena de prisión y el recaudo de dinero. 
 
Se aclara que las cautelas desarrollados por el Código en contra de los bienes del 
encartado, tiene como finalidad la adjudicación en favor del Estado o la reparación 
de las víctimas. 
 
 
Tabla 7: Medidas cautelares en materia penal 
 Medidas para hacer 
efectiva pena de prisión 
Medidas contempladas en el 
ordenamiento jurídico penal 











Artículo 2: El juez de control 
de garantías, previa solicitud 
de la Fiscalía General de la 
Nación, ordenará la 
restricción de la libertad del 
imputado cuando resulte 
necesaria para garantizar su 
comparecencia o la 
preservación de la prueba o 
la protección de la 
comunidad, en especial, de 
Artículo 22. Restablecimiento 
del derecho. Cuando sea 
procedente, la Fiscalía General 
de la Nación y los jueces 
deberán adoptar las medidas 
necesarias para hacer cesar los 
efectos producidos por el delito 
y las cosas vuelvan al estado 
anterior, si ello fuere posible, de 







las víctimas. (inciso 2). 
 
Artículo 297. Reformado por 
la Ley 1142 de 2007, artículo 
19. Requisitos generales. 
Para la captura se requerirá 
orden escrita proferida por un 
juez de control de garantías 
con las formalidades legales 
y por motivos 
razonablemente fundados, 
de acuerdo con el artículo 
221, para inferir que aquel 
contra quien se pide librarla 
es autor o partícipe del delito 
que se investiga, según 
petición hecha por el 
respectivo fiscal. (…) 
  
Artículo 298. Modificado por 
la Ley 1453 de 2011, artículo 
56. Contenido y vigencia. El 
mandamiento escrito 
expedido por el juez 
correspondiente indicará de 
forma clara y sucinta los 
motivos de la captura, el 
nombre y los datos que 
permitan individualizar al 
indiciado o imputado, cuya 
captura se ordena, el delito 
que provisionalmente se 
señale, la fecha de los 
hechos y el fiscal que dirige 
la investigación. 
  
La orden de captura tendrá 
una vigencia máxima de un 
(1) año, pero podrá 
prorrogarse tantas veces 
independientemente de la 
responsabilidad penal. 
 
Artículo 25. Integración. En 
materias que no estén 
expresamente reguladas en 
este código o demás 
disposiciones complementarias, 
son aplicables las del Código de 
Procedimiento Civil y las de 
otros ordenamientos procesales 
cuando no se opongan a la 
naturaleza del procedimiento 
penal. 
 
Artículo 82. Comiso. 
Procedencia. El comiso 
procederá sobre los bienes y 
recursos del penalmente 
responsable que provengan o 
sean producto directo o 
indirecto del delito, o sobre 
aquellos utilizados o destinados 
a ser utilizados en los delitos 
dolosos como medio o 
instrumentos para la ejecución 
del mismo, sin perjuicio de los 
derechos que tengan sobre 
ellos los sujetos pasivos o los 
terceros de buena fe. (Subrayas 
fuera de texto) (…) 
  
Sin perjuicio también de los 
derechos de las víctimas y 
terceros de buena fe, el comiso 
procederá sobre los bienes del 
penalmente responsable cuyo 
valor corresponda o sea 
equivalente al de bienes 






como resulte necesario, a 
petición del fiscal 
correspondiente, quien 
estará obligado a comunicar 
la prórroga al organismo de 
Policía Judicial encargado de 
hacerla efectiva. 
  
La Policía Judicial puede 
divulgar a través de los 
medios de comunicación las 
órdenes de captura. 
  
De la misma forma el juez 
determinará si la orden podrá 
ser difundida por las 
autoridades de policía en los 
medios de comunicación, 
durante su vigencia. (…)  
  
Parágrafo 2°. Cuando existan 
motivos razonables para 
sospechar que una nave está 
siendo utilizada para el 
tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas, los miembros 
uniformados de la Armada 
Nacional deberán aplicar el 
procedimiento de interdicción 
marítima y conducir 
inmediatamente la nave y las 
personas que estén a bordo 
al puerto para que se 
verifique el carácter ilícito de 
delito, cuando de estos no sea 
posible su localización, 
identificación o afectación 
material, o no resulte 
procedente el comiso en los 
términos previstos en los incisos 
precedentes. (Subrayas fuera 
de texto). 
  
Decretado el comiso, los bienes 
pasarán en forma definitiva a la 
Fiscalía General de la Nación a 
través del Fondo Especial para 
la Administración de Bienes2, a 
menos que la ley disponga su 
destrucción o destinación 
diferente. 
  
Parágrafo. Para los efectos del 
comiso se entenderán por 
bienes todos los que sean 
susceptibles de valoración 
económica o sobre los cuales 
pueda recaer derecho de 
dominio, corporales o 
incorporales, muebles o 
inmuebles, tangibles o 
intangibles, así como los 
documentos o instrumentos que 
pongan de manifiesto el 
derecho sobre los mismos. 
 
Artículo 83. Medidas cautelares 
sobre bienes susceptibles de 
comiso. Se tendrán como 
 
2 Ley 1615 de 2013 (enero 15)  por la cual  se crea el Fondo Especial para la Administración de 
Bienes de la Fiscalía  General de la Nación,  se establecen los Sistemas de Administración de 







las sustancias transportadas. 
En este caso, el término 
señalado en el parágrafo 
anterior se contará a partir 
del momento en el cual se 
verifique que las sustancias 
transportadas son ilícitas en 
el puerto, siempre y cuando 
se cumpla el procedimiento 
de interdicción marítima y se 
hayan respetado los 
derechos fundamentales de 
los involucrados.  
 
Artículo 299. Reformado por 
la Ley 1142 de 2007, artículo 
20. Trámite de la orden de 
captura. Proferida la orden 
de captura, el juez de control 
de garantías o el de 
conocimiento, desde el 
momento en que emita el 
sentido del fallo o profiera 
formalmente la sentencia 
condenatoria, la enviará 
inmediatamente a la Fiscalía 
General de la Nación para 
que disponga el o los 
organismos de policía judicial 
encargados de realizar la 
aprehensión física, y se 
registre en el sistema de 
información que se lleve para 
el efecto. De igual forma 
deberá comunicarse cuando 
por cualquier motivo pierda 
su vigencia, para descargarla 
de los archivos de cada 
organismo, indicando el 
motivo de tal determinación. 
medidas materiales con el fin de 
garantizar el comiso la 
incautación y ocupación, y 
como medida jurídica la 
suspensión del poder 
dispositivo. 
  
Las anteriores medidas 
procederán cuando se tengan 
motivos fundados para inferir 
que los bienes o recursos son 
producto directo o indirecto de 
un delito doloso, que su valor 
equivale a dicho producto, que 
han sido utilizados o estén 
destinados a ser utilizados 
como medio o instrumento de 
un delito doloso, o que 
constituyen el objeto material 
del mismo, salvo que deban ser 
devueltos al sujeto pasivo, a las 
víctimas o a terceros. 
  
Artículo 84. Trámite en la 
incautación u ocupación de 
bienes con fines de comiso. 
Dentro de las treinta y seis (36) 
horas siguientes a la 
incautación u ocupación de 
bienes o recursos con fines de 
comiso, efectuadas por orden 
del Fiscal General de la Nación 
o su delegado, o por acción de 
la Policía Judicial en los eventos 
señalados en este código, el 
fiscal comparecerá ante el juez 
de control de garantías para 
que realice la audiencia de 









Artículo 300. Reformado por 
la Ley 1142 de 2007, artículo 
21. Captura excepcional por 
orden de la Fiscalía. El Fiscal 
General de la Nación o su 
delegado podrá proferir 
excepcionalmente orden de 
captura escrita y motivada en 
los eventos en los que 
proceda la detención 
preventiva, cuando por 
motivos serios y de fuerza 
mayor no se encuentre 
disponible un juez que pueda 
ordenarla, siempre que 
existan elementos materiales 
probatorios, evidencia física 
o información que permitan 
inferir razonablemente que el 
indiciado es autor o partícipe 
de la conducta investigada, y 
concurra cualquiera de las 
siguientes causales:  
  
1. Riesgo inminente de que 
la persona se oculte, se 
fugue o se ausente del lugar 
donde se lleva a cabo la 
investigación.  
  
2. Probabilidad fundada de 
alterar los medios 
probatorios. 
  
3. Peligro para la seguridad 
de la comunidad o de la 
víctima en cuanto a que, si 
no es realizada la captura, el 
 
Artículo 85. Suspensión del 
poder dispositivo. En la 
formulación de imputación o en 
audiencia preliminar el fiscal 
podrá solicitar la suspensión del 
poder dispositivo de bienes y 
recursos con fines de comiso, 
que se mantendrá hasta tanto 
se resuelva sobre el mismo con 
carácter definitivo o se disponga 
su devolución. 
  
Presentada la solicitud, el juez 
de control de garantías 
dispondrá la suspensión del 
poder dispositivo de los bienes 
y recursos cuando constate 
alguna de las circunstancias 
previstas en el artículo 83. Si 
determina que la medida no es 
procedente, el fiscal examinará 
si el bien se encuentra dentro 
de una causal de extinción de 
dominio, evento en el cual 
dispondrá en forma inmediata lo 
pertinente para que se 
promueva la acción respectiva. 
  
En todo caso, para solicitar la 
suspensión del poder 
dispositivo de bienes y recursos 
con fines de comiso, el fiscal 
tendrá en cuenta el interés de la 
justicia, el valor del bien y la 
viabilidad económica de su 
administración. 
  
Artículo 86. Reformado por 






indiciado realice en contra de 
ellas una conducta punible. 
  
La vigencia de esta orden 
está supeditada a la 
posibilidad de acceso al juez 
de control de garantías para 
obtenerla. Capturada la 
persona, será puesta a 
disposición de un juez de 
control de garantías 
inmediatamente o a más 
tardar dentro de las treinta y 
seis (36) horas siguientes 
para que efectúe la audiencia 
de control de legalidad a la 
orden y a la aprehensión. 
 
Artículo 301. Reformado por 
la Ley 1453 de 2011, artículo 
57. Flagrancia. Se entiende 
que hay flagrancia cuando: 
  
1. La persona es sorprendida 
y aprehendida durante la 
comisión del delito. 
  
2. La persona es sorprendida 
o individualizada durante la 
comisión del delito y 
aprehendida inmediatamente 
después por persecución o 
cuando fuere señalado por la 
víctima u otra persona como 
autor o cómplice del delito 
inmediatamente después de 
su perpetración. 
5º. Administración de los 
bienes. Los bienes y recursos 
que sean objeto de medidas 
con fines de comiso quedarán a 
disposición del Fondo Especial 
para la Administración de 
Bienes de la Fiscalía General 
de la Nación para su 
administración de acuerdo con 
los sistemas que para tal efecto 
desarrolle el Fiscal General de 
la Nación, y deberán ser 
relacionados en un Registro 
Público Nacional de Bienes. 
Tales medidas deberán 
inscribirse dentro de los tres (3) 
días siguientes a su adopción 
en las oficinas de registro 
correspondientes cuando la 
naturaleza del bien lo permita. 
  
Parágrafo 1°. Se exceptúan de 
la administración del Fondo 
Especial para la Administración 
de Bienes de la Fiscalía 
General de la Nación3 los 
bienes que tienen el carácter de 
elemento material probatorio y 
evidencia física, que serán 
objeto de las normas previstas 
en este código para la cadena 
de custodia. 
  
Parágrafo 2°. Los bienes y 
recursos afectados en procesos 
penales tramitados en vigencia 
de leyes anteriores a la Ley 906 
 







3. La persona es sorprendida 
y capturada con objetos, 
instrumentos o huellas, de 
los cuales aparezca 
fundadamente que acaba de 
cometer un delito o de haber 
participado en él. 
  
4. La persona es sorprendida 
o individualizada en la 
comisión de un delito en un 
sitio abierto al público a 
través de la grabación de un 




La misma regla operará si la 
grabación del dispositivo de 
video se realiza en un lugar 
privado con consentimiento 
de la persona o personas 
que residan en el mismo. 
  
5. La persona se encuentre 
en un vehículo utilizado 
momentos antes para huir 
del lugar de la comisión de 
un delito, salvo que aparezca 
fundadamente que el sujeto 
no tenga conocimiento de la 
conducta punible. (…) 
 
Artículo 305. Registro de 
personas capturadas y 
detenidas. Los organismos 
con atribuciones de policía 
judicial, llevarán un registro 
actualizado de las capturas 
de 2004, que se encuentran 
bajo la custodia de la Fiscalía 
General de la Nación o de 
cualquier organismo que ejerza 
funciones de policía judicial al 
momento de entrar en vigencia 
la presente ley, deberán 
incorporarse al Fondo de que 
trata este artículo e inscribirse 
en el Registro Público Nacional 
de Bienes. 
 
Artículo 89. Reformado por 
la Ley 1142 de 2007, artículo 
7º. Bienes o recursos no 
reclamados. Ordenada la 
devolución de bienes o 
recursos, se comunicará de la 
manera más inmediata o en el 
término de la distancia a quien 
tenga derecho a recibirlos para 
que los reclame dentro de los 
quince (15) días siguientes a la 
efectiva recepción de la 
comunicación. Transcurrido el 
término anterior sin que los 
bienes sean reclamados, se 
dejarán a disposición del Fondo 
Especial para la Administración 
de Bienes de la Fiscalía 
General de la Nación. 
  
De la misma forma se 
procederá si se desconoce al 
titular, poseedor o tenedor de 
los bienes que fueron 
afectados, caso en el cual la 
Fiscalía General de la Nación 
deberá instaurar la acción para 






de todo tipo que realicen, con 
los siguientes datos: 
identificación del capturado, 
lugar, fecha y hora en la que 
se llevó a cabo su captura, 
razones que la motivaron, 
funcionario que realizó o 
formalizó la captura y la 
autoridad ante la cual fue 
puesto a disposición. 
  
Para tal efecto, cada entidad 
deberá remitir el registro 
previsto en el inciso anterior 
a la Fiscalía General de la 
Nación, para que la 
dependencia a su cargo 
consolide y actualice dicho 
registro con la información 
sobre las capturas realizadas 
por cada organismo. 
  
  
Artículo 305A. Adicionado 
por la Ley 1453 de 2011, 
artículo 4º. Registro nacional 
de órdenes captura. Existirá 
un registro único nacional en 
el cual deberán inscribirse 
todas las órdenes de captura 
proferidas en el territorio 
nacional y que deberá estar 
disponible para las 
autoridades que ejerzan 
funciones de Policía Judicial 
y la Fiscalía General de la 
Nación. El gobierno 
reglamentará la materia. 
 
Artículo 306. Modificado por 
mostrencos y sean adjudicados 
al Fondo Especial para la 
Administración de Bienes de la 
Fiscalía General de la Nación. 
  
Las demandas podrán ser 
presentadas por lotes, teniendo 
en cuenta la naturaleza o 
características de los bienes y 
recursos. 
  
Lo dispuesto en este artículo se 
entiende sin perjuicio de lo 
establecido en normas 
especiales. 
 
Artículo 89A. Adicionado por 
la Ley 1142 de 2007, artículo 
8º. Prescripción especial. 
Pasados tres (3) años para 
bienes muebles y cinco (5) años 
para inmuebles, contados a 
partir de la ejecutoria de la 
providencia que ordena la 
devolución de bienes o recursos 
con dueño, poseedor o tenedor 
conocido, sin que estos hayan 
sido reclamados, se presumirá 
legalmente que el titular del bien 
o recurso no le está dando la 
función social a la que se refiere 
el artículo 58 de la Constitución 
Política y la Fiscalía General de 
la Nación deberá instaurar la 
acción civil para que se 
reconozca la prescripción 
especial a la que se refiere este 
artículo. 
  






la Ley 1453 de 2011, artículo 
59. Solicitud de imposición 
de medida de 
aseguramiento. El fiscal 
solicitará al Juez de Control 
de Garantías imponer 
medida de aseguramiento, 
indicando la persona, el 
delito, los elementos de 
conocimiento necesarios 
para sustentar la medida y su 
urgencia, los cuales se 
evaluarán en audiencia 
permitiendo a la defensa la 
controversia pertinente. 
  
Escuchados los argumentos 
del fiscal, el ministerio 
público, la víctima o su 
apoderado y la defensa, el 
juez emitirá su decisión. 
  
La presencia del defensor 
constituye requisito de 
validez de la respectiva 
audiencia. 
  
La víctima o su apoderado 
podrán solicitar al Juez de 
Control de Garantías, la 
imposición de la medida de 
aseguramiento, en los 
eventos en que esta no sea 
solicitada por el fiscal. 
  
En dicho caso, el Juez 
valorará los motivos que 
sustentan la no solicitud de la 
medida por parte del Fiscal, 
para determinar la viabilidad 
anterior, mediante sentencia 
judicial, se reconocerá la 
prescripción especial adquisitiva 
de dominio a favor del Fondo 
Especial para la Administración 
de Bienes de la Fiscalía 
General de la Nación. 
  
Artículo 90. Omisión de 
pronunciamiento sobre los 
bienes. Si en la sentencia o 
decisión con efectos 
equivalentes se omite el 
pronunciamiento definitivo sobre 
los bienes afectados con fines 
de comiso, la defensa, el fiscal 
o el Ministerio Público podrán 
solicitar en la misma audiencia 
la adición de la decisión con el 
fin de obtener el respectivo 
pronunciamiento. 
 
Artículo 92. Medidas cautelares 
sobre bienes. El juez de control 
de garantías, en la audiencia de 
formulación de la imputación o 
con posterioridad a ella, a 
petición del fiscal o de las 
víctimas directas podrá decretar 
sobre bienes del imputado o del 
acusado las medidas cautelares 
necesarias para proteger el 
derecho a la indemnización de 
los perjuicios causados con el 
delito.  
  
La víctima directa acreditará 
sumariamente su condición de 
tal, la naturaleza del daño 






de su imposición. 
  
Escuchados los argumentos 
del fiscal, Ministerio Público y 
defensa, el juez emitirá su 
decisión. 
  
La presencia del defensor 
constituye requisito de 




Artículo 307. Medidas de 
aseguramiento. Son medidas 
de aseguramiento: 
  
A. Privativas de la libertad 
  
1. Detención preventiva en 
establecimiento de reclusión. 
  
2. Detención preventiva en la 
residencia señalada por el 
imputado, siempre que esa 
ubicación no obstaculice el 
juzgamiento; (Subrayas fuera 
de texto). (…) 
  
Parágrafo 1°. Adicionado por 
la Ley 1760 de 2015, artículo 
1º. Este modificado por la 
Ley 1786 de 2016, artículo 
1º. Salvo lo previsto en los 
parágrafos 2° y 3° del artículo 
317 del Código de 
Procedimiento Penal (Ley 
906 de 2004), el término de 
las medidas de 
aseguramiento privativas de 
pretensión.  
  
El embargo y secuestro de los 
bienes se ordenará en cuantía 
suficiente para garantizar el 
pago de los perjuicios que se 
hubieren ocasionado, previa 
caución que se debe prestar de 
acuerdo al régimen establecido 
en el Código de Procedimiento 
Civil, salvo que la solicitud sea 
formulada por el fiscal o que 
exista motivo fundado para 
eximir de ella al peticionante. El 
juez, una vez decretado el 
embargo y secuestro, designará 
secuestre y adelantará el 
trámite posterior conforme a las 
normas que regulan la materia 
en el Código de Procedimiento 
Civil. 
  
Cuando las medidas afecten un 
bien inmueble que esté 
ocupado o habitado por el 
imputado o acusado, se dejará 
en su poder a título de depósito 
gratuito, con el compromiso de 
entregarlo a un secuestre o a 
quien el funcionario indique si 
se profiere sentencia 
condenatoria en su contra. 
  
Parágrafo. En los procesos en 
los que sean víctimas los 
menores de edad o los 
incapaces, el Ministerio Público 
podrá solicitar el embargo y 
secuestro de los bienes del 






la libertad no podrá exceder 
de un (1) año. Cuando el 
proceso se surta ante la 
justicia penal especializada, 
o sean tres (3) o más los 
acusados contra quienes 
estuviere vigente la 
detención preventiva, o se 
trate de investigación o juicio 
de actos de corrupción de los 
que trata la Ley 1474 de 
2011 o de cualquiera de las 
conductas previstas en el 
Título IV del Libro Segundo 
de la Ley 599 de 2000 
(Código Penal), dicho 
término podrá prorrogarse, a 
solicitud del fiscal o del 
apoderado de la víctima, 
hasta por el mismo término 
inicial. Vencido el término, el 
Juez de Control de 
Garantías, a petición de la 
Fiscalía, de la defensa o del 
apoderado de la víctima 
podrá sustituir la medida de 
aseguramiento privativa de la 
libertad de que se trate, por 
otra u otras medidas de 
aseguramiento no privativas 
de la libertad de que trata el 
presente artículo. 
 
Texto inicial del parágrafo 1º. 
Adicionado por la Ley 1760 
de 2015, artículo 1º. (éste 
entra a regir en un (1) año 
contado a partir de la fecha 
de su promulgación.). “Salvo 
lo previsto en los parágrafos 
condiciones señaladas en este 
artículo, salvo la obligación de 
prestar caución.  
(Subrayas fuera de texto).  
  
Artículo 93. Criterios para 
decretar medidas cautelares. El 
juez al decretar embargos y 
secuestros los limitará a lo 
necesario, de acuerdo con las 
reglas establecidas en el 
Código de Procedimiento Civil. 
  
El juez a solicitud del imputado, 
acusado o condenado, deberá 
examinar la necesidad de las 
medidas cautelares y, si lo 
considera pertinente, sustituirlas 
por otras menos gravosas o 
reducirlas cuando sean 
excesivas. (Subrayas fuera de 
texto).  
Artículo 94. Proporcionalidad. 
No se podrán ordenar medidas 
cautelares sobre bienes del 
imputado o acusado cuando 
aparezcan desproporcionadas 
en relación con la gravedad del 
daño y la probable sentencia 
sobre la pretensión de 
reparación integral o tasación 
de perjuicios. (Subrayas fuera 
de texto).  
  
Artículo 95. Cumplimiento de las 
medidas. Las medidas 
cautelares se cumplirán en 
forma inmediata después de 
haber sido decretadas, y se 






2° y 3° del artículo 317 del 
Código de Procedimiento 
Penal (Ley 906 de 2004), el 
término de las medidas de 
aseguramiento privativas de 
la libertad no podrá exceder 
de un (1) año. Cuando el 
proceso se surta ante la 
justicia penal especializada, 
o sean tres (3) o más los 
acusados contra quienes 
estuviere vigente la 
detención preventiva, o se 
trate de investigación o juicio 
de actos de corrupción de los 
que trata la Ley 1474 de 
2011, dicho término podrá 
prorrogarse, a solicitud del 
fiscal o del apoderado de la 
víctima, hasta por el mismo 
término inicial. Vencido el 
término, el Juez de Control 
de Garantías, a petición de la 
Fiscalía o del apoderado de 
la víctima, podrá sustituir la 
medida de aseguramiento 
privativa de la libertad de que 
se trate, por otra u otras 
medidas de aseguramiento 
de que trata el presente 
artículo.” 
 
Parágrafo 2°. Adicionado por 
la Ley 1760 de 2015, artículo 
1º. Este modificado por la 
Ley 1786 de 2016, artículo 
1º. Las medidas de 
aseguramiento privativas de 
la libertad solo podrán 
imponerse cuando quien las 
afectan, una vez cumplidas. 
(Subrayas fuera de texto).  
  
Artículo 96. Modificado por 
la Ley 1395 de 2010, artículo 
85. Desembargo. Podrá 
decretarse el desembargo de 
bienes, cuando el imputado 
preste caución en dinero 
efectivo o mediante póliza de 
compañía de seguros o garantía 
bancaria, por el monto que el 
juez señale para garantizar el 
pago de los daños y perjuicios 
que llegaren a establecerse, 
como de las demás 
obligaciones de contenido 
económico a que hubiere lugar. 
  
La caución en dinero efectivo se 
considerará embargada para 
todos los efectos legales. 
Señalado el monto de la 
caución, el interesado deberá 
prestarla dentro de un término 
no mayor de veinte (20) días 
contados a partir de la fecha en 
que se impuso. 
  
Cuando se profiera preclusión o 
sentencia absolutoria se 
condenará al peticionario 
temerario al pago de los 
perjuicios que con la práctica de 
las medidas cautelares se 
hubieren ocasionado al 
imputado. 
  
También se levantará el 






solicita pruebe, ante el Juez 
de Control de Garantías, que 
las no privativas de la libertad 
resultan insuficientes para 
garantizar el cumplimiento de 
los fines de la medida de 
aseguramiento. 
  
Artículo 308. Requisitos. El 
juez de control de garantías, 
a petición del Fiscal General 
de la Nación o de su 
delegado, decretará la 
medida de aseguramiento 
cuando de los elementos 
materiales probatorios y 
evidencia física recogidos y 
asegurados o de la 
información obtenidos 
legalmente, se pueda inferir 
razonablemente que el 
imputado puede ser autor o 
partícipe de la conducta 
delictiva que se investiga, 
siempre y cuando se cumpla 
alguno de los siguientes 
requisitos:  
  
1. Que la medida de 
aseguramiento se muestre 
como necesaria para evitar 
que el imputado obstruya el 
debido ejercicio de la justicia. 
  
2. Que el imputado 
constituye un peligro para la 
seguridad de la sociedad o 
de la víctima. 
  
3. Que resulte probable que 
preclusión o sentencia 
absolutoria o vencidos los 
treinta días previstos en el 
artículo 106 sin que se hubiere 
promovido el incidente de 
reparación integral o 
trascurridos 60 días contados a 
partir de la ejecutoria de la 
providencia del artículo 105 
condenatoria en perjuicios sin 
que se presentare demanda 
ejecutiva ante el juez civil. 
(Subrayas fuera de texto).  
 
Artículo 97. Prohibición de 
enajenar. El imputado dentro 
del proceso penal no podrá 
enajenar bienes sujetos a 
registro durante los seis (6) 
meses siguientes a la 
formulación de la imputación, a 
no ser que antes se garantice la 
indemnización de perjuicios o 
haya pronunciamiento de fondo 
sobre su inocencia. 
  
Esta obligación deberá ser 
impuesta expresamente en la 
audiencia correspondiente. 
Cualquier negociación que se 
haga sobre los bienes sin 
autorización del juez será nula y 
así se deberá decretar. 
  
Para los efectos del presente 
artículo el juez comunicará la 
prohibición a la oficina de 
registro correspondiente. 
  






el imputado no comparecerá 
al proceso o que no cumplirá 
la sentencia. (Subrayas fuera 
de texto) (…) 
negocios jurídicos realizados 
con anterioridad y que deban 
perfeccionarse en el transcurso 
del proceso y de los derechos 
de los terceros de buena fe, 
quienes podrán hacerlos valer, 
personalmente o por intermedio 
de abogado dentro de una 
audiencia preliminar que deberá 
proponerse, para ese único fin, 
desde la formulación de la 
imputación hasta antes de 
iniciarse el juicio oral, con base 
en los motivos existentes al 
tiempo de su formulación. El 
juez que conozca del asunto 
resolverá de plano. (Subrayas 
fuera de texto).  
 
Artículo 98. Autorizaciones 
especiales. El juez podrá 
autorizar que se realicen 
operaciones mercantiles sobre 
los bienes descritos en el 
artículo anterior, cuando 
aquellas sean necesarias para 
el pago de los perjuicios. Igual 
autorización procederá para los 
bienes entregados en forma 
provisional. El negocio jurídico 
deberá ser autorizado por el 
funcionario, y el importe deberá 
consignarse directamente a 
órdenes del despacho judicial. 
  
Cuando la venta sea necesaria 
en desarrollo del giro ordinario 
de los negocios del sindicado o 
esté acreditada la existencia de 






una eventual indemnización, se 
podrá autorizar aquella. 
(Subrayas fuera de texto).  
  
Artículo 100 Afectación de 
bienes en delitos culposos. Es 
de anotar que el cometido de 
esta norma es garantizar el 
pago de perjuicios a la víctima y 
que salvo que se decrete el 
embargo y secuestro, son 
entregados provisionalmente a 
quien acredite una condición 
especial.  
 
Artículo 101. Suspensión y 
cancelación de registros 
obtenidos fraudulentamente. En 
cualquier momento y antes de 
presentarse la acusación, a 
petición de la Fiscalía, el juez 
de control de garantías 
dispondrá la suspensión del 
poder dispositivo de los bienes 
sujetos a registro cuando 
existan motivos fundados para 







o de la 
sentencia  
Código de Procedimiento 
Penal 
 
Artículo 450. Acusado no 
privado de la libertad. Si al 
momento de anunciar el 
sentido del fallo el acusado 
declarado culpable no se 
hallare detenido, el juez 
podrá disponer que continúe 
CÓDIGO PENAL (Congreso 
de la República, 2004) 
 
Artículo 39  
5. Pago. La unidad multa 
deberá pagarse de manera 
íntegra e inmediata una vez que 
la respectiva sentencia haya 
quedado en firme, a menos que 






en libertad hasta el momento 
de dictar sentencia. 
  
Si la detención es necesaria, 
de conformidad con las 
normas de este código, el 
juez la ordenará y librará 
inmediatamente la orden de 
encarcelamiento. 
 
Artículo 453. Requerimiento 
por otra autoridad. En caso 
de que el acusado fuere 
requerido por otra autoridad 
judicial, emitido el fallo 
absolutorio, será puesto a 
disposición de quien 
corresponda. 
  
Si el fallo fuere condenatorio, 
se dará cuenta de esta 
decisión a la autoridad que lo 
haya requerido. 
 
Artículo 459. Ejecución de 
penas y medidas de 
seguridad. La ejecución de la 
sanción penal impuesta 
mediante sentencia 
ejecutoriada, corresponde a 
las autoridades 
penitenciarias bajo la 
supervisión y control del 
Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario, en 
coordinación con el juez de 
ejecución de penas y 
medidas de seguridad. 
 
Artículo 464. Remisión. Los 
mecanismos sustitutivos que a 
continuación se contemplan. 
  
6. Amortización a plazos. Al 
imponer la multa, o 
posteriormente, podrá el Juez, 
previa demostración por parte 
del penado de su incapacidad 
material para sufragar la pena 
en un único e inmediato acto, 
señalar plazos para el pago, o 
autorizarlo por cuotas dentro de 
un término no superior a dos (2) 
años. 
  
La multa podrá fraccionarse en 
cuotas cuyo número no podrá 
exceder de veinticuatro (24), 
con períodos de pago no 
inferiores a un mes. 
  
7. Amortización mediante 
trabajo. Acreditada la 
imposibilidad de pago podrá 
también el Juez autorizar, 
previa conformidad del penado, 
la amortización total o parcial de 
la multa mediante trabajos no 
remunerados en asunto de 
inequívoca naturaleza e interés 
estatal o social. 
  
Una unidad multa equivale a 
quince (15) días de trabajo. 
  
Los trabajos le obligan a prestar 
su contribución no remunerada 
en determinadas actividades de 







aspectos relacionados con la 
ejecución de la pena no 
regulados en este código se 
regirán por lo dispuesto en el 
Código Penal y el Código 
Penitenciario y Carcelario. 
Estos trabajos no podrán 
imponerse sin el consentimiento 
del penado y su ejecución se 
ceñirá a las siguientes 
condiciones: 
  
1. Su duración diaria no podrá 
exceder de ocho (8) horas. 
  
2. Se preservará en su 
ejecución la dignidad del 
penado. 
3. Se podrán prestar a la 
Administración, a entidades 
públicas, o asociaciones de 
interés social. Para facilitar su 
prestación la Administración 
podrá establecer convenios con 
entidades que desarrollen 
objetivos de claro interés social 
o comunitario. Se preferirá el 
trabajo a realizar en 
establecimientos penitenciarios. 
  
4. Su ejecución se desarrollará 
bajo el control del juez o tribunal 
sentenciador, o del juez de 
ejecución de penas en su caso, 
despachos que para el efecto 
podrán requerir informes sobre 
el desempeño del trabajo a la 
administración o a la entidad o 
asociación en que se presten 
los servicios. 
  
5. Gozará de la protección 
dispensada a los sentenciados 
por la legislación penitenciaria 







6. Su prestación no se podrá 
supeditar al logro de intereses 
económicos. 
Las disposiciones de la Ley 
Penitenciaria se aplicarán 
supletoriamente en lo no 
previsto en este Código. 
  
En los eventos donde se admite 
la amortización de la multa por 
los sistemas de plazos o 
trabajo, el condenado suscribirá 
acta de compromiso donde se 
detallen las condiciones 
impuestas por el Juez. 
 
Artículo 40. Conversión de la 
multa en arrestos progresivos. 
Cuando el condenado no 
pagare o amortizare 
voluntariamente, o incumpliere 
el sistema de plazos concedido, 
en el evento de la unidad multa, 
se convertirá ésta en arresto de 
fin de semana. Cada unidad 
multa equivale a cinco (5) 
arresto de fin de semana. 
 
La pena sustitutiva de arresto 
de fin de semana oscilará entre 
cinco (5) y cincuenta (50) 
arresto de fines de semana. 
 
El arresto de fin de semana 
tendrá una duración equivalente 
a treinta y seis (36) horas y su 
ejecución se llevará a cabo 
durante los días viernes, 
sábados o domingos en el 






domicilio del arrestado. 
 
El incumplimiento injustificado, 
en una sola oportunidad, por 
parte del arrestado, dará lugar a 
que el Juez que vigila la 
ejecución de la pena decida que 
el arresto se ejecute de manera 
ininterrumpida. Cada arresto de 
fin de semana equivale a tres 
(3) días de arresto 
ininterrumpido. 
 
Las demás circunstancias de 
ejecución se establecerán 
conforme a las previsiones del 
Código Penitenciario, cuyas 
normas se aplicarán 
supletoriamente en lo no 
previsto en este Código. 
 
El condenado sometido a 
responsabilidad personal 
subsidiaria derivada del impago 
de la multa, podrá hacer cesar 
la privación de la libertad, en 
cualquier momento en que 
satisfaga el total o la parte de la 
multa pendiente de pago. 
 
Artículo 41. Ejecución coactiva. 
Cuando la pena de multa 
concurra con una privativa de la 
libertad y el penado se 
sustrajere a su cancelación 
integral o a plazos, se dará 
traslado del asunto a los Jueces 
de Ejecuciones Fiscales para 
efectos de que desarrollen el 






coactiva de la multa. Igual 
procedimiento se seguirá 
cuando en una misma sentencia 
se impongan las diferentes 
modalidades de multa. 
 
Artículo 42. Destinación. Los 
recursos obtenidos por 
concepto del recaudo voluntario 
o coactivo de multas ingresarán 
al Tesoro Nacional con 
imputación a rubros destinados 
a la prevención del delito y al 
fortalecimiento de la estructura 
carcelaria. Se consignarán a 
nombre del Consejo Superior de 




La efectividad de las sanciones que imponen los jueces en el marco de los 
procedimientos penales, a más de ser una facultad derivada del ejercicio del ius 
puniendi4, se encamina a la realización de los fines de las penas; pues la certeza 
de la sanción frente al comportamiento delictivo disuade a la sociedad y al infractor 
de incurrir en comportamientos similares - prevención general y especial-, y 
posibilita la retribución, es decir el restablecimiento de los bienes jurídicos 
afectados. 
 
El ordenamiento jurídico penal colombiano contempla diversas herramientas que 
pretenden evitar que la persona se sustraiga del cumplimiento de la pena de 
prisión, mientras que otras se encuentran encaminadas a hacerla efectiva. 
 
El artículo 2 de la Ley 906 de 2004 regula el derecho a la libertad y establece que 
este podrá restringirse al imputado con el fin de garantizar su comparecencia, 
previa orden de juez de control de garantías. 
 
Los artículos 297 a 299 ibídem se ocupan de la orden de captura, vigencia y 
trámite; el artículo 300 reglamenta la captura excepcional, la cual opera a solicitud 
 






del Fiscal General de la Nación en aquellos eventos en que no sea posible acudir 
a juez de control de garantías; el artículo 301 contiene los eventos en los cuales 
es posible aprehender al presunto infractor de la ley penal, pese a que no medie 
orden expresa de juez de control de garantías; el artículo 305 desarrolla el sistema 
de “registro de personas capturadas y detenidas”; y los artículos 306 y siguientes 
regulan las medidas de aseguramiento, dentro de las que se encuentran las 
privativas de la libertad –en establecimiento carcelario o en sitio de residencia-, y 
proceden, entre otras, cuando resulte probable que el imputado no comparecerá al 
proceso o que no cumplirá la sentencia. 
 
Por otro lado, el artículo 450 reglamenta la detención inmediata de la persona 
declarada culpable, una vez se anuncia el sentido de fallo de carácter 
condenatorio, y obliga a los jueces a librar la respectiva orden de captura cuando 
la persona no asista a la audiencia en la que se enuncia el sentido de fallo. El 
artículo 453 señala que cuando el declarado culpable sea requerido por otra 
autoridad, se comunicará esta situación al juez respectivo, mientras que, si el fallo 
es de carácter absolutorio, se podrán a órdenes de la autoridad que lo requiere. Y 
finalmente el artículo 459 establece que la ejecución de la sentencia condenatoria 
le corresponde a las autoridades penitenciarias bajo la supervisión y control del 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, en coordinación con el juez de 
ejecución de penas y medidas de seguridad. 
 
Pese a que el legislador ha producido una serie de disposiciones normativas 
tendientes a hacer efectiva la pena de prisión, del cuadro presentado 
anteriormente, se desprende que el órgano legislativo no ha hecho los mismos 
esfuerzos con relación a la pena de multa. 
 
El artículo 39 del Código Penal establece que cuando la pena de multa, es la única 
sanción señalada en el tipo penal respectivo, deberá cancelarse de manera 
inmediata o podrá ser amortizada a plazos, que no pueden superar los 2 años; o 
con trabajo social. Finalmente, si aquella no es pagada en los anteriores términos, 
podrá ser convertida en arresto de fin de semana (artículo 40 del Código Penal). 
 
Cuando la multa aparece como acompañante de la pena de prisión, el impago 
genera el traslado del expediente a los jueces de ejecución fiscales a efectos de 
que aquellos adelanten el cobro coactivo; sin embargo, aquellos funcionarios solo 
existen de manera nominativa. 
 
Adicionalmente las estrategias que contempla el Código de Procedimiento Penal, 






cautelares, la prohibición de enajenar bienes –artículos 82 y siguientes-, no tienen 
como objetivo el cumplimiento de la pena de multa, sino la generación de ingresos 
para la Fiscalía General de la Nación y el restablecimiento de los derechos de las 
víctimas. 
 
Pese a lo anterior, la legislación penal colombiana no siempre ha estado 
desprovista de herramientas que permitan el recaudo efectivo de la pena de multa, 
pues el Estatuto Nacional de Estupefacientes disponía que, al imponer la medida 
de aseguramiento, el juez debía decretar el embargo y el secuestro de los bienes 
del sindicado para garantizar el pago de la multa, así: 
 
ARTICULO 40. <Artículo derogado por la Ley 599 de 2000 según lo 
dispuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia C-420-02> <Artículo 
modificado por el artículo 19 de la Ley 365 de 1997 El nuevo texto es el 
siguiente:> En la providencia en la que se imponga medida de 
aseguramiento por alguno de los delitos previstos en los 
artículos 33, 34 y 43 de esta Ley, el funcionario judicial decretar el embargo y 
secuestro preventivo de los bienes de propiedad del sindicado que no se 
hallen incautados con ocasión del hecho punible, en cuanto a que considere 
suficiente para garantizar el pago de la multa prevista en tales artículos, y 
designar secuestro. Una vez decretado el embargo y secuestro tanto su 
práctica como el régimen de formulación, decisión y trámite de las 
oposiciones a la misma, se adelantar conforme a las normas que regulan la 
materia en el Código de Procedimiento Civil. 
En la sentencia condenatoria se ordenar el remate de los bienes embargados 
y secuestrados dentro del proceso, para lo cual se tendrán en cuenta los 
trámites prescritos en el Código de Procedimiento Civil.5 (Congreso de la 
República, 1986) 
 
Sin embargo, la norma a la que se ha hecho referencia fue derogada por el actual 
Código Penal - Ley 599 de 2000 –. 
 
Aunado a lo anterior el impago de la multa no produce consecuencias negativas 
en la vida del condenado. El artículo 64 del Código Penal, relativo a la libertad 
condicional, supeditaba la concesión de este beneficio al pago efectivo de la 
multa, pero la Corte Constitucional declaró la exequibilidad condicionada de dicha 
disposición, en el entendido que el impago de la multa no podría ser un obstáculo 
 
5 http://www.creg.gov.co/html/Ncompila/htdocs/Documentos/Energia/docs/ley_0030_1986.htm 






para el otorgamiento de esta prerrogativa. Dicha interpretación más tarde fue 
acogida por la Ley 1709 de 2014, la cual eliminó por completo la exigencia en 
comento.  
 
Contrario sensu el artículo el 183 del actual Código Nacional de Policía – Ley 1801 
de 2016-, el cual dispone de una serie de sanciones por el incumplimiento de la 
multa: 
Artículo 183. Consecuencias por el no pago de multas. Si transcurridos seis 
meses desde la fecha de imposición de la multa, esta no ha sido pagada con 
sus debidos intereses, hasta tanto no se ponga al día, la persona no podrá: 
1. Obtener o renovar permiso de tenencia o porte de armas. 
2. Ser nombrado o ascendido en cargo público. 
3. Ingresar a las escuelas de formación de la Fuerza Pública. 
4. Contratar o renovar contrato con cualquier entidad del Estado. 
5. Obtener o renovar el registro mercantil en las cámaras de comercio. 
Las autoridades responsables de adelantar los trámites establecidos en el 
presente artículo deberán verificar que la persona que solicita el trámite se 
encuentra al día en el pago de las multas establecidas en el presente 
Código. Los servidores públicos que omitan esta verificación incurrirán en 
falta grave y a los que no ostenten esta calidad se les aplicará la multa tipo 4. 
Parágrafo. El cobro coactivo de que trata la presente ley se regulará por lo 
dispuesto en el artículo 100, numeral 2 de la Ley 1437 de 2011. (Congreso 
de la República, 2016) 
 
Colorario de lo anterior surge que no se han consagrado medidas para el recaudo 
de la pena de multa y la desatención de dicha sanción no genera consecuencia 
alguna para el condenado; además no hay una autoridad judicial que se encargue 
de hacer seguimiento a la ejecución de esta sanción, pues el Código de 
Procedimiento Penal no atribuye competencia a los jueces de ejecución de penas 
en este sentido, y los Jueces de Ejecuciones Fiscales no existen. 
 
De todo lo anotado en este capítulo se concluye que: 
 
- El Código Penal asigna la vigilancia de la pena de multa a los jueces de 
ejecuciones fiscales, sin embargo, estas autoridades no fueron creadas. 
Los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad consideran que 
no son competentes para revisar la ejecución de la multa, interpretación 
que resulta lógica, puesto que la Ley 906 de 2004 (Código de 







Lo anterior permite entender que la multa carece de un vigilante judicial, aspecto 
que además tiene implicaciones en otras temáticas, como la posibilidad de 
amortizar la multa a plazos o la conversión en arresto de fin de semana, pues solo 
un juez de la república puede tomar decisiones sobre esos asuntos; lo que 
convierte esas posibilidades en soluciones inoperantes para manejar la falta de 
pago de la multa. 
- El recaudo de las multas penales es bastante bajo; y si bien el Director 
Seccional de Administración Judicial no dijo de manera explícita que 
aquella se relacionaba con la capacidad de pago de los infractores, si se 
desprende de las recomendaciones que hizo para mejorar el proceso de 
cobro coactivo, cuando aseveró que la Fiscalía debía verificar el contexto 
socio económico del penalmente responsable para que el juez lo 
considerara en la sentencia. 
 
- Las normas penales vigentes no contemplan medidas cautelares tendientes 
a garantizar el pago de la multa, como sí se hace con la pena privativa de la 
libertad.  
 
- La multa es una pena inoperante, pues el incumplimiento de la misma no 
genera ninguna consecuencia para el condenado, es más, cuando se 
declara la extinción definitiva de la pena, no se verifica que la multa haya 
sido cancelada para tomar esa determinación. 
 
8. Discusión 
En Colombia el índice de pobreza multidimensional, el cual evalúa cinco 
dimensiones de necesidades de los hogares como educación – salud y nivel de 
vida, para el año 2015 ascendía al 20,2%, en el año 2016 correspondía al 17,08%, 
mientras que en el 2017 equivalía al 17,0% de la población, según la página oficial 
del DANE.  
 
Las condiciones de carácter económico en su esfera negativa, la pobreza, es uno 
de los elementos que necesariamente ha de auscultarse a la hora de revisar 
sanciones de carácter económico como la multa. Du Puit (1997), asegura que la…  
 
… eficacia de la multa depende de que el procesado tenga la capacidad 
suficiente para soportar la carga económica y de sentirla como una sanción 
racional y justa. Si estos presupuestos faltan, la razón de ser y la eficacia de 
la multa son seriamente cuestionados. No es racional imponer una obligación 
a quien se sabe que es incapaz de cumplirla. Si la dignidad de la persona ya 
está afectada por el hecho que no se concretice el derecho a un mínimum 






más su situación social y moral. (p.2) 
 
Por lo que concluye que el éxito de esta sanción se presenta en países 
desarrollados como Suiza. 
 
En la actualidad, diferentes medios de comunicación y entidades gubernamentales 
han anotado que el proceso de cobro de las multas que se imponen en el marco 
de los procesos penales es deficiente, lo que a su vez ha generado la percepción 
de que el Estado no se preocupa por el recaudo o cumplimiento de esta sanción. 
  
Según el periódico El Tiempo (2016) el Estado ha dejado de recaudar alrededor 
de 20 billones de pesos en multas judiciales, fenómeno que se debe a la cultura 
de no pago que campea en la sociedad colombiana, pues las personas que 
cuentan con los recursos económicos para cancelar el importe de esta sanción 
despliegan maniobras tendientes a insolventarse, como afirman que ocurrió con 
los señores Teodolindo Avendaño (condenado por la denominada “Yidispolítica), 
Emilio Tapia (condenado por el carrusel de la contratación), Inocencio Meléndez 
(ex director del IDU- condenado también por el carrusel de contratación), María del 
Pilar Hurtado (condenada por la chuzadas del DAS) y Rodrigo Jaramillo 
(condenado por el escándalo de Interbolsa); sin embargo reconocen que no todos 
los condenados cuentan con los ingresos suficientes para sufragar esta erogación. 
 
En el reconocido medio de comunicación se afirma: 
 
La cultura del no pago de las multas judiciales campea. No pagan los 
‘parapolíticos’, que tienen obligaciones incumplidas con las víctimas de las 
autodefensas por más de 120.000 millones, y tampoco lo hacen los capos 
del narcotráfico ni los corruptos. 
 
¿Qué pasa? Además de la criticada tendencia a imponer multas casi 
impagables –los capos del cartel de Cali llegaron a acumular un billón de 
pesos en multas que nunca cumplieron–, la abundancia de morosos se 
explica porque, en la práctica, las sanciones son inocuas. No afectan la 
posibilidad de recuperar la libertad u obtener beneficios de rebaja de penas, 
además de que la obligación de pago se extingue a los pocos años. 
 
En total, el Consejo Superior de la Judicatura está adelantando 46.876 
procesos de cobro coactivo, por un valor de 11,6 billones de pesos, que 







Las leyes vigentes tampoco castigan las maniobras de algunos condenados 
para declararse insolventes, como las ventas ficticias de bienes y las 
separaciones matrimoniales que solo existen en el papel. 
 
Hay condenados famosos por sus enormes fortunas que hoy son morosos 
del Estado. Uno de los casos más reconocidos es el de Enilse López, alias la 
Gata, que tiene una multa pendiente por 1.300 millones, pero que dice no 
poder pagar porque todos sus bienes están en extinción de dominio. Por 
varios crímenes de los ‘paras’ está condenada a 37 años de cárcel, que paga 
en un hospital como consecuencia de supuestos problemas de salud. 
 
Reconocidos abogados coinciden en asegurar que, en general, muchos 
colombianos no tienen cómo pagar esas multas, y que quienes sí lo pueden 
hacer no pagan porque, además de que el mecanismo de cobro no es 
efectivo, la prescripción es una vía demasiado atractiva. Por eso, algunos 
simplemente esperan a que se venza ese plazo. (El Tiempo, 2016) 
 
La Corte Constitucional en la sentencia C-396 del 2009 ha dicho que la política 
criminal es el conjunto de respuestas que un Estado estima necesario adoptar 
para hacerle frente a conductas consideradas reprochables o causantes de 
perjuicio social con el fin de garantizar la protección de los intereses esenciales del 
estado y de los derechos de los residentes en el territorio bajo su jurisdicción; y 
que aquella puede ser articulada por el legislador a través de la expedición de las 
normas.   
 
No se discute que el legislador, cuando crea la norma penal, lo que hace es 
expedir una manifestación concreta de la política criminal del Estado, sin duda 
cuando se crea el tipo penal se busca cumplir con los objetivos del sistema penal y 
la adecuada aplicación de los medios legales para luchar contra el crimen y 
alcanzar los mejores resultados. 
 
Siendo así, y partiendo de esa hipótesis se refleja que el legislador no se ha 
detenido a estudiar con profundidad la manera de hacer cumplir la pena de multa; 
pues si bien muestra un interés en fijar penas de multa severas para delitos 
graves, desconociendo incluso las probabilidades reales de pago de los 
responsables, no ha establecido un conjunto eficiente de medidas que garanticen 
el cobro de este dinero. 
 
Por otra parte, en sede judicial, tampoco se avizoran estrategias que apunten al 






suficientes para sufragar el importe de la multa, no es un asunto que se analice 
con frecuencia en los proceso penales; si la persona encontrada como 
responsable cuenta con recursos económicos, tampoco resulta muy factible el 
cobro de esta erogación, pues no existen medidas que garanticen el pago de la 
multa, y si no lo hace, tampoco hay una autoridad judicial que vigile esta sanción 
principal, y los más idóneos para hacerlo (jueces de ejecución de penas) 
consideran que no les corresponde esta función, pues la ley no les atribuyó 
competencias en este sentido. 
 
La solución más adecuada en este panorama, es una reforma normativa, pues la 
mayoría de expertos consultados (3 de 4) estimaron necesario permitir a los 
jueces apartarse de los mínimos y máximos establecido por el legislador, para que 
se considerara la capacidad económica de la persona a condenar. 
 
Finalmente, de los sistemas de tasación de la pena de multa 2 de los expertos 
consultados manifestaron que, de los sistemas de tasación de la pena de multa, el 
previsto en el artículo 39 del Código Penal es el más adecuado, mientras que 2 





La primera de las conclusiones que se coligen de esta investigación es que el nivel 
de cumplimiento de la pena de multa que imponen los jueces de conocimiento 
penales en Risaralda es bajo, pues tal y como lo asegura el Director del organismo 
encargado del recaudo de estos dineros, para el año 2017 solo alcanza a ser el 
5% de este concepto. 
 
De la investigación también se desprende que el incumplimiento de la pena de 
multa en Risaralda se origina en dos (2) situaciones: (i) que el importe de la 
sanción no responde a las condiciones sociales y económicas del infractor, ni del 
país; y (ii) no se cuentan con medidas tendientes a garantizar el pago de esta 
erogación, así como tampoco se tienen entidades encargadas de hacer 
seguimiento en caso de incumplimiento. 
 
En cuanto a las condiciones económicas de los justiciables, como obstáculo para 
el pago de la multa se encuentra que de los sistemas establecidos por el 
legislador, el menos nocivo es en el que la multa se tasa teniendo en 






formas de determinación se erigen en una barrera para condenados y autoridades 
judiciales, pues los primeros no tiene la forma material de satisfacer el importe de 
la condena y los segundos no cuentan con elementos normativos para apartes de 
los mínimos y máximos establecidos en la ley. 
 
Aunque un pequeño sector de las autoridades judiciales de Risaralda reconoce 
que se apartan de los montos establecidos por el legislador, lo cierto es que 
aquello se produce en los eventos de aceptaciones de cargos, en los que por 
expresa determinación legal, debe reducirse esta pena. En este aspecto impera el 
principio de legalidad estricta, de acuerdo con uno de los expertos consultados. 
 
Ahora bien, en lo que tiene que ver con la insuficiencia de las medidas 
encaminadas a recolectar el dinero de la multa, resulta pertinente poner en 
consideración del lector que los jueces encargados de la vigilancia de esta pena 
no fueron creados por el Consejo Superior de la Judicatura, y los jueces investidos 
de la facultad de ejecutar las penas estiman que son incompetentes para conocer 
de las multas. 
 
Para ilustrar este aspecto, se toma como ejemplo la pena de prisión, la cual es 
impuesta por los jueces penales, ejecutada por el Instituto Penitenciario y 
Carcelario y vigilada por los jueces de ejecución de penas y medidas de 
seguridad; pero en el caso de la multa no se han creado los jueces de ejecución 
fiscales consagrados en el artículo 41 del Código Penal. 
 
Es más, en el evento en que la multa sea susceptible de ser amortizada mediante 
trabajo, de acuerdo con lo establecido en el numeral 7 del artículo 39 del Código 
Penal, no se cuenta con una autoridad que pueda tomar una determinación al 
respecto; ya que los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad, 
fundamentándose en que las normas procedimentales, consideran que no les 
fueron atribuidas funciones con relación a la multa; y la Dirección de 
Administración Judicial tampoco puede hacerlo, pues en este tema opera reserva 




La recomendación que mejor se ajusta a las posturas tanto de autoridades 
judiciales como de expertos consultados, quienes se dividen en seguidores de la 
legalidad en estricto sentido y arbitrio judicial en la materia, sería impulsar una 







a. Las multas contempladas en la parte especial del Código Penal deben 
suprimirse, con el fin de que los únicos elementos con que cuente la 
autoridad judicial para imponer esta sanción sean los previstos en el 
artículo 39 del Código Penal. 
b. Consagrar la multa como pena alternativa en los delitos menos graves, y 
como acompañante de la pena de prisión en los delitos más graves. 
c. Incluir la posibilidad de que el operador judicial se abstenga de imponer la 
pena de multa, si la capacidad económica del penalmente responsable no 
alcance para satisfacer esta erogación sin menoscabar su propia 
subsistencia. 
d. Disponer la creación de los jueces de ejecución fiscales, o asignar esa 
competencia a los jueces de ejecución de penas. 
e. Incorporar al Código de Procedimiento Penal un conjunto de medidas que, 
como en el Código Nacional de Policía, busquen el pago de la multa. 
 
Las anteriores recomendaciones fueron condensadas por el grupo de 
investigación en un proyecto de ley, el cual fue presentado por la Dirección 
Seccional de Administración Judicial de Pereira al Consejo Superior de la 
Judicatura. 
 
El articulado del mismo es el siguiente: 
 
PROYECTO DE LEY No. __________ 
Por el cual se modifica el sistema normativo que informa la imposición de la pena 
de multa prevista en el Código Penal Colombiano y otras disposiciones. 
 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA: 
Artículo 1º. Objetivo. El presente proyecto pretende modificar los criterios 
normativos que regulan la imposición de la pena de multa, con el fin racionalizar el 
ejercicio del poder punitivo, garantizar y vigilar el cumplimiento de esta sanción, 
así como disminuir los gastos derivados de los procesos de cobro coactivo 
adelantados por la Direcciones Seccionales de Administración Judicial del país. 
 
Artículo 2º. Suprímase el quantum punitivo de la pena de multa previsto en los 
tipos penales de la Parte Especial del Código Penal. En adelante, la determinación 
de la multa en los delitos que la contemplen, se sujetará a los contenidos del 







Artículo 3º. Modifíquese el artículo 39 de la Ley 599 de 2000, que en adelante 
quedará así: 
 
Modifíquese el numeral 1: La multa se fijará en unidades, y su monto nunca será 
superior a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes al 
momento de la comisión de la conducta punible.  
 
Modifíquese el numeral 2:  Unidad multa. La unidad multa será de: 
1) Primer grado. Una unidad multa equivale a medio (1/2) salario mínimo legal 
mensual vigente. La multa oscilará entre una y diez (10) unidades multa. 
En el primer grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos promedio, 
en el último año, hasta diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
2) Segundo grado. Una unidad multa equivale tres (3) salarios mínimos legales 
mensuales. La multa oscilará entre una y diez (10) unidades multa. 
En el segundo grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos 
promedio, en el último año, superiores a diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes y hasta cincuenta (50). 
3) Tercer grado. Una unidad multa equivale a diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales. La multa oscilará entre una y diez (10) unidades multa. 
En el tercer grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos promedio, 
en el último año, superiores a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
 
Adiciónese un parágrafo al numeral 2: La Fiscalía General de la Nación estará 
obligada a acreditar los ingresos percibidos por el procesado durante el año 
anterior a la ejecución de la conducta, en todo caso a falta de prueba se presumirá 
que devengó menos de 10 smlmv. 
 
Modifíquese el numeral 5: La multa deberá pagarse de manera íntegra e 
inmediata una vez la respectiva sentencia haya quedado en firme a menos que se 
acuda a algunos de los mecanismos sustitutivos que a continuación se 
contemplan. A la persona que pague la multa durante los cinco (5) días hábiles 
siguientes a la ejecutoria de la sentencia, se le disminuirá el valor de la multa en 
un cincuenta (50%) por ciento, lo cual constituye un descuento por pronto pago. 
 
 
Modifíquese el numeral 7. Amortización mediante trabajo. Acreditada la 
imposibilidad de pago podrá también el Juez de ejecución de penas autorizar, 
previa conformidad del penado, la amortización total o parcial de la multa mediante 






social. El gobierno, dentro del año siguiente a la promulgación de esta ley, 
determinará las actividades de naturaleza e interés estatal o social que 
podrán desarrollar los condenados para amortizar la pena de multa, y 
celebrará los convenios respectivos. Se preferirá el trabajo a realizar en 
establecimientos penitenciarios.  
  
Una unidad multa equivale a quince (15) días de trabajo.  
  
Los trabajos le obligan a prestar su contribución no remunerada en determinadas 
actividades de utilidad pública o social.  
  
Estos trabajos no podrán imponerse sin el consentimiento del penado y su 
ejecución se ceñirá a las siguientes condiciones:  
  
1. Su duración diaria no podrá exceder de ocho (8) horas.  
  
2. Se preservará en su ejecución la dignidad del penado.  
  
Deróguese el numeral 3. Se podrán prestar a la Administración, a entidades 
públicas, o asociaciones de interés social. Para facilitar su prestación la 
Administración podrá establecer convenios con entidades que desarrollen 
objetivos de claro interés social o comunitario. Se preferirá el trabajo a realizar en 
establecimientos penitenciarios.  
  
Modifíquese el numeral 4: Su ejecución se desarrollará bajo el control del juez o 
tribunal sentenciador, o del juez de ejecución de penas de ejecuciones de penas 
en su caso, despachos que para el efecto podrán requerir informes sobre el 
desempeño del trabajo a la administración o a la entidad o asociación en que se 
presten los servicios.  
  
5. Gozará de la protección dispensada a los sentenciados por la legislación 
penitenciaria en materia de seguridad social.  
  
6. Su prestación no se podrá supeditar al logro de intereses económicos.  
  
Las disposiciones de la Ley Penitenciaria se aplicarán supletoriamente en lo no 







En los eventos donde se admite la amortización de la multa por los sistemas de 
plazos o trabajo, el condenado suscribirá acta de compromiso donde se detallen 
las condiciones impuestas por el Juez. 
 
Artículo 4º. Modifíquese el artículo 41 de la Ley 599 de 2000, que en adelante 
quedará así: 
 
Artículo 41. Ejecución coactiva. Cuando el delito contemple pena de multa, sea 
como única sanción o como acompañante de la pena de prisión, se dará traslado 
del asunto a los Jueces de Ejecución de Penas, para que, en asocio con la 
Dirección Seccional de Administración Judicial competente, desarrollen el 
procedimiento de ejecución coactiva de la multa.  
 
Artículo 5º. Adiciónese el artículo 91 de la Ley 599 de 2000, que en adelante 
quedará así: 
 
Interrupción del término de prescripción de la multa. El término prescriptivo de la 
pena de multa se interrumpirá con la decisión mediante la cual se inicia el 
procedimiento de ejecución coactiva de la multa o su conversión en arresto. 
  
Producida la interrupción el término comenzará a correr de nuevo por un lapso de 
cinco (5) años. 
 
Parágrafo. Para efectos de este artículo no se contabilizará el tiempo que el 
condenado hubiese estado privado de la libertad en virtud a la imposición de 
una pena de prisión. 
 
Artículo 7º. Adiciónese el artículo 38 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará así: 
 
Parágrafo 3º. Los jueces de ejecuciones penas también conocerán de los 
asuntos contemplados en los numerales 1, 2, 7, 8 y 9 del artículo 38 de la Ley 
906 de 2004, exclusivamente en lo que tiene que ver con la pena de multa. 
 
Artículo 8º. Adiciónese el artículo 96 A a la Ley 906 de 2004, el cual quedará así: 
 
Artículo 96 A. La Dirección Seccional de Administración Judicial podrá solicitar el 
ante el Juez de Control de Garantías la suspensión del poder dispositivo de bienes 
del imputado en los mismos términos que la víctima, con el fin de garantizar el 
pago del importe de la multa. Para tales efectos, la Fiscalía General de la Nación 






que contemplen este tipo de sanción, esto se hará inmediatamente, una vez se 
celebre la audiencia de formulación de imputación. 
 
Las medidas decretadas a favor de las víctimas tendrán prelación, pero a la vez 
estas prevalecerán sobre las medidas con fines de comiso. 
 
Artículo 9°. - Modifíquese el artículo 92 de la ley 906 de 2004, el cual quedará así  
 
ARTÍCULO 92. MEDIDAS CAUTELARES SOBRE BIENES El juez de control de 
garantías, en la audiencia de formulación de la imputación o con posterioridad a 
ella, a petición del fiscal, de las víctimas o de la Dirección de Administración 
Judicial competente podrá decretar sobre bienes del imputado o del acusado las 
medidas cautelares necesarias para proteger el derecho a la indemnización de los 
perjuicios causados con el delito o el pago de la pena de multa. 
 
La víctima directa acreditará sumariamente su condición de tal, la naturaleza del 
daño recibido y la cuantía de su pretensión. 
 
El embargo y secuestro de los bienes se ordenará en cuantía suficiente para 
garantizar el pago de los perjuicios que se hubieren ocasionado, previa caución 
que se debe prestar de acuerdo al régimen establecido en el Código General del 
Proceso, salvo que la solicitud sea formulada por el fiscal, la Dirección de 
Administración Judicial o que exista motivo fundado para eximir de ella al 
peticionante. El juez, una vez decretado el embargo y secuestro, designará 
secuestre y adelantará el trámite posterior conforme a las normas que regulan la 
materia en el Código General del Proceso. 
 
Cuando las medidas afecten un bien inmueble que esté ocupado o habitado por el 
imputado o acusado, se dejará en su poder a título de depósito gratuito, con el 
compromiso de entregarlo a un secuestre o a quien el funcionario indique si se 
profiere sentencia condenatoria en su contra. 
 
PARÁGRAFO. En los procesos en los que sean víctimas los menores de edad o 
los incapaces, el Ministerio Público podrá solicitar el embargo y secuestro de los 
bienes del imputado en las mismas condiciones señaladas en este artículo, salvo 
la obligación de prestar caución. 
 
Artículo 10°: Adicionase un parágrafo al artículo 96 de la ley 906 de 2000 el 







Parágrafo único: las medidas cautelares impuestas con el propósito de garantizar 
el pago de la pena de multa se levantarán a petición de la parte interesada en los 
mismos casos y bajo las mismas condiciones reguladas como causales de libertad 
en el artículo 317 de la ley 906 de 2000 y cuando transcurridos 90 días a la 
ejecutoria del fallo condenatorio no se haya realizado el trámite de cobro coactivo 
de la multa impuesta.  
 
Artículo 11°: Adicionase el artículo 40 A de la ley 599 de 2000 el cual quedara 
así: Consecuencias por mora en el pago de multas. El no pago de la multa 
dentro de los dos (2) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia, o a la 
recuperación de la libertad, dará lugar al cobro de intereses equivalentes al interés 
moratorio tributario vigente. Así mismo se reportará el Registro Nacional de 
Multas Penales Vigentes-RNMPV, el cual será consultado por las entidades 
públicas, de conformidad con las normas vigentes. 
Vencido el término anterior sin que esta hubiera sido pagada se procederá al 
cobro coactivo, incluyendo sus intereses por mora y costos del cobro coactivo. 
Adicionalmente, el condenado no podrá: 
1. Obtener o renovar permiso de tenencia o porte de armas. 
2. Ser nombrado o ascendido en cargo público. 
3. Ingresar a las escuelas de formación de la Fuerza Pública. 
4. Contratar o renovar contrato con cualquier entidad del Estado. 
5. Obtener o renovar el registro mercantil en las cámaras de comercio. 
6. Obtener subvención, ayuda o subsidio proveniente de recurso públicos 
Las autoridades responsables de adelantar los trámites establecidos en el 
presente artículo deberán verificar que la persona que solicita el trámite se 
encuentra al día en el pago de las multas establecidas en el presente Código. Los 
servidores públicos que omitan esta verificación incurrirán en falta grave. 
 
PARÁGRAFO. El cobro coactivo de que trata la presente ley se regulará por el 
trámite que disponga las Direcciones de Administración Judicial. 
 
Artículo 12º: Adicionase el artículo 40 B de la ley 599 de 2000 el cual quedara 
así:  
Artículo 40 C: Crease el Registro Nacional de Multas Penales Vigentes-
RNMPV-. El Consejo Seccional de la Judicatura llevará un registro nacional de 
multas penales vigentes que incluirá la identificación de la persona condenada, 
delito o delitos, el monto de la multa impuesta, el estado de pago de la multa o 







PARÁGRAFO. Solo las personas que sean registradas en dicha base de datos 
tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan 
recogido en ella. 
 
Artículo 13º: Adicionase el artículo 40 C de la ley 599 de 2000 el cual quedara 
así:  
Artículo 40D Organización administrativa para el cobro de dineros por 
concepto de multas.  El Consejo Superior de la Judicatura dispondrá de la 
estructura administrativa para el cobro y recaudo de dineros que por concepto de 
multas se causen. 
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